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ABOGADO PATRONO. DESI'UES DE RECONOCIDO EL CA-
RACTER DE, RESULTA INNECESARIO lA EXIlIBICION DEL
TITULO I'ROFESIONAL.- Como se desprende del lestimonio
formado con motivo del recurso que nos ocupa, se desglosa que
mediante proveído del 9 de diciembre de 1988, se luvO por
reconocido el carácter de abogado al hoy recurrente, licenciado
Miguel Mora Alvarez, al tenérsele como apoderado jurídico del
demandado Federico Guillermo Varas Zárate, auto fIlie no fue
recurrido, así como tampoco cltítulo de Licenciado en Derecho;
luego, si el numeral 20 de la Ley Reglamentaria del Ejercicio
Profesional para el Estado de Michoacán, establece que las auto.
ridades judiciales bajo su responsabilidad impedirán, la
intervención en calidad de patronos, apoderados. asesores técnicos
de los interesados en los negocios, él personas que carezcan de
título profesional legalmente expedido y debidamente registrado
en el departamento de profesiones; así pues, y antes de
reconocerle personería al hoy apelante, debió eljuzgatlor requerir
al citado profesionista para que acreditara tener título de abogado
debidamente registrado en el departamento de profesiones. y al
no haberlo realiz..'l.uoasí, y reconocerle el carácter de abogado, no
tiene fundamento legal alguno el hecho de que en la interlocutoria
que ahora se recurre declare la falta de tal título, máxime de que
la parte contraria en ningún momento del juicio impugnó el
Gu¡ícter de abogado que ostcntó el profesionista indicado.
Criterio sustentado por la Primera Sala Civil, dentro del toca

1-30/90, relativo al recurso de apelación, hecho valer por el
apoderado jurídico de Federico Guillermo Varas Záral.c, en contra
de la sentencia interlocutoria diaada dentro del juicio ejeclltivo
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IIlcrcanlilnúmero 1321/88, que sobre pago de pesos, promovió el
mandatario jurídico de la Institución de Crédito denominada
Banca Scrfin. S.l\' .C., frente a Raúl Fernando Varas Zárate y el
recurrente.

Ejecutoria contr.l 1.1que se promovió juicio de amparo número 11-572/90,
ante el Jti7.gado Primero de Distrito en el Estado, quien se avocó a su
conocimiento el 17 diecisiete de IllaYO del ai\o en curso, sin que hasta la
fecha se ha}'3 resuelto.

2

ACCION PAULIANA. CESA CUANDO SE ACREDITA
DURANTE EL PROCEDIMIENTO EL PAGO DE SUERTE
PRINCIPAL.- El artÍCulo 2030 del Código Civil para el Estado de
Michoacán establece que "la acción de nulidad mencionada en el
artículo 2019 cesará lucgo quc el deudor satisfaga su deuda o
adquiera bienes con que cubrirla"; por tanto si el obligado acredi~'l
haber cubierto el adeudo principal. se da el supuesto contenido en
la ley; aunque no hubiera pagado los intereses IIloratorios, gastos
y cost..1.sjudiciales, si el 1110ntode estas prestaciones accesorias no
se ha determinado, en cantidad líquida, ni se ha vuelto exigible al
de:mandado.

Criterio sustentado por la Primera Sala Civil dentro del toca 116188,
formado con motivo del recurso de apelación hecho valer por José Lamber-
to Eugenio Pelogía Gaona y María Teresa Gaona Ledesma en contra de la
sentencia definitiva. (lictada dentro del juicio ordinario civil número 95/87.
promovido por José Ba7.ánRíos frente a los recurrenlCS.

Contr.l esta resolución, el C. José llazán Ríos, promovió demanda de
garantías, negándole el amp.-tro y protección de la Justicia Federal, el
Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito, dentro de1juicio número
392/88.

3

ACCION REIVINDICATORIA. EFECTOS DE LA.- Resulta in-
cuestionable que el objeto de la acción reivindicatoria es declarar
que el acLor tiene el dominio sobre la cosa que se reclama o que es
dueilo de ella y su efecto es restituir a éste la cosa que reclama,
pero de ninguna manera se contempla la posibilidad de que se
condene a lIna a permuta con aquel que el demandante en eljuicio
reivindicatorio demostró haber adquirido ysobreel cual construyó
indebidamente el demandado; de donde se colige que al declarar

procedente la acción, debe condenarse al demandado a la entrega
del bien que se reclama, pues de lo contrario no hahrÍa confor-
midad entre lo pedido y lo resuelto, dado que aquella circunstancia
en todo caso sería materia de convenio entre las partes.

loca I-2l/988, relativo a la .apelación interpuesta por ambas partes, en
contra de la sentencia definitiva dictada por elJuez Tercero de lo Civil de
Morelia, dentro del juicio ordinario civil número 1300/986. que sobre
reivindicación de inmueble yotras prestaciones promovió ellicenci.:...•.do Luis
Arroyo Osegucra, cn cuanto apoderado jurídico de Arturo Abarca Gómez,
f¡ente a Maria de la Paz Martínez Fabián, contra actos de la Magistrada de
la Octava Sala Civil. Sustentante: Magistrada Ma. Gu.ldalupc Morales
Ledcsma.

4

ACCION REIVINDICATORIA LA CO:VIPRAVENTACONSIG-
NADA EN DOCUMENTO INFORMAL SI CONSTITUYE
TITU LO,-Allnql1c el contrato de compravcnL.1.en que una dc las
pnrtcs ampare su derecho conste en un simple documento privado,
carcnte de la forma qllc la ley exige, sí debe estimarse como título
de dominio para los efectos de la acción reivindicatoria.

Sentencia dictada el 31 de marzo de 1987, por la Quinta Sala Civil, dentro
del toca 1-8/987, formado con motivo del recurso de apebci6n que inter-
pusieron ambas panes frente a la sentencia definitiva dictada por el Juez
Tercero de lo Civil del Distrito Judicial de Morelia, al re:solver el juicio
ot(linario civil númcro 1104/987, que sobre reivindicación de inmueble
promovió Beatriz Lara Chávez en contra de Fro}'lán Gaona PiiIa. Susten-
L:'Ulte:Magistrado Fernando Arreola Vega.

Se combatió el demandado en vía de amparo directo, habiendo ncgado la
protección constitucional el entonces t'inicoTribunal Colegiado del Décimo
Primer Circuito, en ejecutoria de fecha 13de octubre de 1987,A.D. 362/987.

5

ACUMULACION. INDIVIDUALIDAD DE LA APRECIACION
DE LAS PRUEBAS DESAHOGADAS EN LOS JUICIOS
MATERIA DE LA.- No obstante que se haya decretado la
acumulación de los autos de los juicios ya antes referidos, esto no
implica que necesariamentc para resolver cualquiera de ellos, se
tomen en cuenta pruehas desahogadas en el diverso acumulado;
sino que la acumulación, entre una de sus finalidades es que no se
pronuncien sentencias con quc se resuelvan en una misma senten-
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cia, pero indudable es, que cada juicio de los acumulados, conserva
su individualidad, aÍln cuando se unan físicamente sus expedientes
y se resuelvan en un mismo fallo, pero desde luego para resolver
sobre la procedencia o improcedencia de la acción ejercitada
dentro de cada lino de ellos, será teniendo como base las pruehas
aportadas para tal efecto en lo particular en el término probatorio
respecth"o, cuando se hayan acumulado con posterioridad a tal
ténnino.

Crit~rio suslent:ldo por la Primera Sa1.l. Civil, dentro del lOc;l I-23í/ÚO,
fOfm.:tdo cOllllloLi\"o del recurso de apelaci6n hecho v.l.ler por el apoderado
jurídico de Alfredo Arrí'ola Onega, en contra de la sentencia deJiniti"'a
dictada dentro de los juicios acumulados 41/90, relau\'o al juicio sllce~rio
jnteSl.amentMio, r.1.dicado por Alfredo Arreula Orlega. y el 31-1/90. que
sobre inoficiocida(lde teslamt:nlu, promueve ~[arfa Adda Rufl Pércl, frente
a la sucesión de bienes de José Pascual Arre0la Ortega, Juicio de garanlÍas
en tramire.

6

ACUMULACION. JUICIO TESTAMENTARIO ATRAYENTE
DEL INTESTADO.- El artÍCulo 928 dcl Código i\'Ucti\'O Civil,
sciíala que: "Si los juicios se siguen en juzgados diferentes la
acumulación se promovcrj ante el que conozca del juicio qtlc se
ha promovido primero, sah.o los casos del juicio atractivo." De
conformidad con dicho precepto legal y en relación con el 1054
dclmismo Ordenamiento Jurídico, yen virtud de que en el caso a
~studio, eljuicio sucesorio testamentario ;atrae al intestamcntario,
puesto que aquél se cncuentra bajo la dirección del ejecutor
testamentario, elche concluírse que el ao intestado es acumulable
al de la \'oluntad del de cujus, por lo que el apelante deberá solicitar
alJuez Tercero de lo Civil, que pida los autos del juicio sucesorio
intcstamcntario, alJuczSegullllo de igual categoría, ambos de este
Distrito Judicial, toda vez que como qued6 asentado, es el juicio
sucesorio test.amentario el que atrac al intcstamcntario, máxime
que la existcncia de este último depende de los bienes que el autor
de la sucesión haya excluído de su testamento.

CrÍlerio sustentado por la Primera Sal.l Civil, denlro del Loca 1.207/90,
forUladocon motivo del re<:ursode.lpelaci6n hecho valer por Rafael y María
Sih'eria AlvareL Abrego. en conlra dd aulo de [{'cha 2,1 de: agosto de 1990,
dictado dentro del juicio sucesorio inte:stalllentario número 712/90, a bienes

dc Rodrigo Alv;uc7. Diaz, radicado por José Luis Dueñas l~pia.Contra csl.:l
resolución no hubo amparo.

7

ACUMULACION DEJUICIOS SUMARIOS. ESTA PERMITIDO
TRATANDOSE DE ACCIONES CONTRADICTORIAS
TRAMnADAS EN LA MISMA VIA.- Aun cuando la figura
jurídica de la litispendencia no ha sido definida por la lcy, es
opinión generalizada que para que proceda la litispendencia,
deben existir dos ju.icios idénticos en los que se den los siguientes
requisitos: a).~ La concurrencia de dos litigantes sobre el mismo
objeto; b).~ Entre las mismas personas; y, c).- Por demandas
basadas en la misma causa.. En la cspecie, el último requisito de
procedibilidad de la excc'pción opuesta por la parte demandada
aquí apelante no se da, porque las demandas esL.'ln basadas en
diferente causa. En la acción de prórroga, se persigue Ja conti-
nuación del contrato de arrendamiento yen la determinación, el
fin del contrato. Lógicamente que están íntimamente relacionados
y que incluso se pueden dictar sentencias contradictorias por estar
dividida la continencia de la causa en los términos del artÍCulo 923
del Código de Procedimientos Civiles, por lo que cn tal virtud, lo
(lile procedería sería la acumulación de juicios, lo que es permitido
tratándose de dos juicios que se tramitan en la misma vía sumaria,
cosa prohibida si fueran de diferente vía o naturaleza, conforme a
la regla del artículo 924 del Código Adjetivo Civil.

Toca 1.21/988, relativo a la apelación interpue:::;ra por el licenciado Jo:sé
Rul>én Flores Ramos, a¡xxterado jurídico de Teóftlo Ayala Ayala, en contra
de la sentencia definitiva diclada por el juez Quinto de Jo Civil de Morelia,
denlro del juicio sumario civil nÍlmero 432/987, que sobre terminación de
contrato de .urcndamicnto promovi6 B.1.hazar Tena Mor.lles, frentc a la
apelanle. Suslcnt~lllte: ~Iagislrado Augusto Arriaga Mayé's. Sentencia: 1~1
de julio de 1988. No se in[CrplL;;o Amparo,

8

ADULTERIO, CAUSAL DE DIVORCIO. ELHECHO DE HABER
ESTADO CAStillA COI\' A."1TERIORIDtill, ESE SOLO HECHO
NO PUEDE SER.- No obstante que se probó debidamente que
la dcmandada estuvo unida civilmente, con antelación a su
matrimonio con el hoy demandantc, así como que ese primer
vínculo matrimonial no se encucntra disuelto; no basta para
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decretar el divorcio C¡UC 57 solicita por la causal de adulterio, en
virtud uc que 1..11circunstancia es insuficiente para probar la
infidelidad de la reo para con su acwal consone, pucs si bien es
cieno que el matrimonio formado por las panes contendientes de
este juicio es irregular. no se demostró la existencia de relaciones
sexuales cxtramaritales de la demandada con un tercero
verificadas con posterioridad al matrinomio que contrajo con el
accionantc de este contradictorio.

Ejecutoria dictada ellO de no\'iembrc dc 1988,dentro del toca 1-152/988,
relativa a la apelación interpuest.a por la demandada Marisela Romero
Velázquez en eOlUra de la ~ntcncia defInitiva dictada por eljuez Segundo
de lo Civilde Uruapan, Michoacán, denlTOdeljuicio ordinario civil número
5281988, que sobre divorcio necesario y otras preslaciones promovió David
Figueroa Ilerrera frente a la apelante.

Suslent.,lda por el Magistrado AugUSlOArriaga Marés, Séptima Sala Civil.
Este criterio no fué impugnado a lravés dejuicio de amparo.

9

ADHESlON AL RECURSO DE APELAClON.- El articulo 737
del Código de Procedimieulos Civiles (articulo 70-1 en vigor),
autoriz.."\a la parte que obtuvo a adherirse a la apelación interpues.
ta por su colitigallle.
Los argumentos del impugnador de la adhesión, se sintetizan

en la afirmación de que aquella es improcedente, porque su
colitigante obtuvo en Primera Instancia y ningílll agravio le causa
la sentencia apelada; }'que s610 podría adherirse a la apelación si
no hubiese obtenido en su totalidad.
El recurso de apelación propiamellle dicho y la adhesión al

mcncionado recurso, tienen distinto fundamento y diverso
tratamiento en nuestra Legislación; por lo cual no existe identidad
entre las dos instituciones.
En efecto, el recurso de apelación está reservado en favor del

litigante que considere haber recibido alglm agravio; de los
terceros que hayan salido al juicio y de los demás interesados a
quienes peljudique la resolución judicial. Tratándose de sentencia,
si se consL."\de varias proposiciones, puede consentirse respecto de
una y apelarse de ella respecto de otras. El lérmino para la
interposición del recurso de apelación es de 5 cinco días en
tratándose de sentencia definitiva y de 3 tres días, para apelar de

autos. Artículo 110 del Código de Procedimienlos Civiles. Pero es
distinta la situación autorizada por el artículo 737 del Código de
Procedimientos Civiles (704 en vigor), que otorga el derecho, a la
parte que obtuvo, de adherirse a la apelación interpuesta: por su
colitigante; derecho C]ue puede ejercitar al notificársele la
admisión del recurso o dentro de las 24 veinticuatro horas
siguientes. En el caso de adhesión, ésta sigue la suerte del recurso.
La doctrina, para distinguir el recurso de apelación de la

adhesión a dicho recurso, ha denominado al primero apelación
principal ya la segunda apelación secundaria; en razón de que esta
í.ltima sigue la suerte del recurso de la apelación principal; de que
quien se adhiere al recurso, no persigue la modificación ni la
revocacióri de la parte dispositiva de la resolución apelada, sino
que se mejorcn, amplícn o precisen las motivaciones o
consideraciones del fallo recurrido, por considerarlas omisas,
erróneas e insuficientes, a efecto de reforzar las razones en que se
fundó el fallo que le es favorable; pero sin que lal adhesión pueda
alterar las proposiciones, o parte resolutiva del fallo apelado. De
dondc sc siguc, que la adhesión está inspirada en un principio de
seguridad para la parte que obtu\'o, más alm si se toma en cuenta
que, como la adhesión sigue la suerte del recurso, si el recurrcnte
se desiste, al quedar sin materia el recurso L."lmbién queda sin
materia la adhesión y firme la resolución apelada, sin que sufra
pctjuicio quien se adhirió, porC]ue el fallo que le favorece ya es
inatacable. Por todo lo cual se concluye que es inexacto que para
adherirse al recurso de apelación sea condición necesaria haber
recibido agravio en la parte resolutiva de la resolución impugnada
en apelación.

r;'¡ccutoria deducida de la sentencia pronunciad.l por el ~tagistrado Gui-
llermo Morales Os.."Orio.Magi!';trarlide la Primer,l Sala MixLl,con fecha 30
de enero de 1960, dentro del toca 13;960. Apelante: licenciado Eugenio
Arriaga Vélez.

10

AGRAVIOS INEFICACES EN LA APEU\CION.- Si el apelante
no combate a través de sus agravios todas las consideraciones en
que se sustent.a la resolución impugnada, y alguna o algunas de las
omilidas bastan, por sí, para seguir rigiendo el sentido del fallo,
debe entenderse que aquél tácitamente las consinúó y que deberán
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permanecer inlocadas, segl'1Il lo prc\.icncn los artÍCulos 93 y 96,
párrafo segundo. del Código de Procedimientos Ci\'iles; luego se
impone catalogar a tales agra\.ios (omo ineficaces, alcnL.'l, además,
la Jurisprudencia nlÍmero 32 emitida por la Suprema Corte de
justicia de la Nación y consultable en la página 55 del Apéndice al
Semanario judicial de la Federacióu de 1917 a 1985, bajo el rubro
"AGRAVIOS EN LA REVISIO:\!. DEBEN ATACARTODOS LOS
ARGUMENTOS DE LA SENTENCIA RECURRIDA", pues aún
cuando la misma está dada para los agravios en revisión contra
sentencias de amparo indirecto, es aplicable a los agravios en
apelación, por analogía e identidad jurídica sustancial.

Ejeculoria d.icl;lda el 25 de enero de 1990, por la Quinta Sala Civil, dentro
del loca 1-283/989. formado con Illoti\.o cleI recurso de apelación que
illlerpuso el aporlcrado jurídico de Francisco Torres Puente, contra la
sentencia deflllitiva Cllutida por d juez Segundo de lo Civil del Distrito
Judicial de Morc1ia, ~Iichoacán, dentro del juicio sumario civil número
6761~)8~1,hecho valer por Silvia Edilh Vega Gallardo frente al apelante
directo, Sustentante: Magisuado Fern.lndo Arreol.l Vega, Quinta Sala Civil.

Se combatió por el rccurrenle en \'ía de amparo directo, habiendo negado
la protección constitucional el Primcr Tribunal Colegiado del Décimo
Primer Circuito, por unaninudad de votos, ttH;dianle ejecutoria de fecha 29
de ma}'o de 1990, A. D. 107/990.

Precedente de Amparo:

A. D. 398/88, Primer Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito,
Ejeculori.l. de fecha 16 de cnero de 1989, Ill1alumidad de votos,- Quejoso:
Jorge EugenioAmbriz ~lcncloza, conlr.l. aClos de la misma QuinLl Sala Civil.

Il

AGRAVIOS, OPER.ANCIA DE LOS, NO OBSTANTE QUE EN
PRIMERA INSTANCIA SE HAYADICHO QUE SE ADHERIA A
LAAPELACION INTERPUESTA POR tA CONTRARIA.- Cier-
tamente la figura de la adhesión se encuentra insuficientemente
reglamentada por el artículo 705 del Código de Procedimientos
Civiles, no obstante ello, es bien sabido que tiene como finalidad
para el que obtiene, mejorar, ampliar o precisar las motivaciones
erróneas o insuficicntes, a efecto de reforzar las consideraciones y
razonamielllos en que se funda el fallo que le es favorable; sin
embargo, nI'lI1cuando In actora al recurrir la scntencia de primer
grado, indicó <IHese adhería a la apclad6n interpucst..'1 por su

contraria, no pueden desecharse por inoperantes sus manifes-
t.aciones en esta alzada por el hecho de que constituyan agravios,
según el numeral 717 del Ordenamiento Procesal invocado, yese
no sea el fin de la adhesión, toda vez quc la impartición de justicia
no debe caer en rigorismos de tal manera quc se lleguen a
desnaturalizar sus objetivos, por el siemplc hecho de utilizar tér-
minos distintos a los que en la rcalidad se persiguen con S,I

intención, por lo que se estima procedente entrar al estudio de los
agravios aludidos, maximc cllantlo con los mismos se pone de
manifiesto quc efectivamente se trasgredieron preceptos legales
en su contra.

Ejecutoria roClada el LO diez de julio del año en curso denlro del toca
1-) )/989, relativo a la apelación inlerpuesl:l por ambas parles ('n conlra de
la sentencia definitiva dictada por e1.Ju('z CU.lrto de lo Civil de este Distrito
Judicial dentro delju!cio Ordinario Civil número 319/987, sobre cumplí-
miento decontratode arrendamiento, promovido por Rafael Scrvín Orozco
)' Rafael Ser"'ín, Maldonado frente a Impulsora del Pequeüo Comercio S.A.,
cleCA.

SuslelUada por el Magistrado Augusto Arriaga Ma.}'és, Séptima Sala Civil.
Se negó amparo y protección de la jU'ilicia de la Un.ión, conforme a la
ejecutoria pronunciada el día 29 de noviembre de 1989, por el Tribunal
Colegiado del Décimo Primer Circuito.

12

ALIMENTOS CALCULADOS DESDE EL MOMENTO DE SU
RECLA"IACION LEGAL. NO SIGNIFICA RETROACTIVIDAD
QUE INFRINJA EL ARTICULO H CONSTITUCIONAL.- El
hecho de que los alimentos se calculen desde el momento de su
rec1am<lci6n legal no signific<l retroactividad alguna que infrinja
el artículo 14 Constitucional, porque el derccho de recibir nlimcn-
tos surge desde el momento en quc se atlquiere la calidad de
acreedor y la scntencia que resuelve sobre ellos, solamente declarn
ese derccho.

Ejecutoria d.ictada dentro del Toca 1-142/987 relativo a la apelación intcr.
puesta por Francisco Rodríguez Duarte en COlllra de la sentencia deflllitiva
dictada por el juez Primero de lo Civil de Z.,tnOra, Michoacán, dentro del
juicio ordinario dvil número 532/983 que sobre divorcio neces.ario y olras
prcst.lciones promovió MargariLl Apla León frente al apcl.l.Ille.

•
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Sustentaei.'\ por el Magistrado Augusto Aniaga ~Iayés, Séptima Sala Civil.
Fue confirmada por el Tribunal Colegiado del D~cimo Primer Circuito
dentro del Amparo Directo Civilnümero 609/987.

13

ALIMENTOS. EL PRESUNTO HEREDERO MENOR DE EDAD
NO TIENE DERECHO A PERCIBIR ALI~IENTOSA CARGO DE
LA MASAHEREDrI:AR1A EN El../UICIO SUCESORIO INTES-
TAMENTARIO.- En tratándose de un juicio sucesorio intes-
tamcntario dentro del cual un heredero mellor de edad por
conducto de su tutor solicita se le fije pensión alimenticia, debe
tomarse en cuenta que dentro de las disposiciones relati\'as a la
sucesión legítima no existe alguna que autorice alimentos a las
personas que siendo herederas presuntas, por sí solas no puedan
proporcion<.'irselos, como acontece en la sucesión tesl..tIHentaria,
en la CJueel test..'1.dortiene obligación legal de dejar alimentos a
determinadas personas, estableciéndose además que será in-
oficioso el testamento cuando no se deje pensión alimenticia a
quien por ley corresponde. Unas y otras disposiciones tienen su
razón de ser. En la sucesión legítima todos los presuntos herederos
pueden hacer valer su derecho de suceder en sus bienes al de cnjus,
tienen lo que doctrinaria mente se llama una expectativa de
derecho, respecto del haber hereditario en la medida que la ley
setlala, y por ello ésta no prevé el derecho a que pidan alimentos
a la sucesión, aún en el caso de que por sí mismo no se los puedan
proporcional~ pues de lo contrario se les colocaría en una situación
de doble beneficio con relación a los demás herederos, lo que cn
el caso particular iría en contra de lo establecido por los artículos
14G5 y 1466 del Código Civil del Estado, que establecen que
cuando concurran a la sucesión sólo hijos, con el cónyuge
supérstite, la herencia se dividir<.\entre todos por partes igualcs.
Caso distinto es el de la sucesión test..tlllentaria en la que sólo las
personas seiialadas por c1lcslador tienen derecho a sus hicnes, y.
por ello, la ley fija con precisión sus obligaciones alimenl..'ll"ias,
pretendiendo con ello salvaguardar los intcreses de sus acreedores
alimentistas, que en un momento dado pudieran ser burlados en
su del'cdlO al dejárselcs fuera dellestamento sin ningún bien a su
favor.

Toca 37/975. Apelación de ~1aría Elena Conlreras Mondragón contra aUlO

dictado denlro del juicio sucesorio intcstamentario .1 bienes de Amancio
Conlreras Vilchi .•, promovido por Mirosla\'a, Onésimo, Amam:io Colllreras
Mondragón y otros. Senfencia de 3 de octuhrc de 1975. S\l"tcnLl.nte:
M<1gistrado Felipe Conz:'ilcz Oscguera, Segundl Sala Civi1.

14

ALIMENTOS PARALACONYUGE INOCENTE EN LOS CASOS
DE DIVORCIO.- Durante el matrinomio ~oscónyuges tiene la
obligación recíproca de ayudarse mutuamente y de propor-
cionarse alimcntos, según sus posibilidades; sin embargo,
trat1lndose de los alimentos a que tiene derccho la cónyuge ino-
cente en los casos de divorcio, ya no tienen aplicación estricta las
disposicioncs generales relativas a alimentos para los casos en quc
subsiste el vínculo matrim~)J}ial, pues los alimcntos en favor de la
cónyuge inocente, aun cuando dehen ser proporcionales y equi-
tativos, tienen el carácter de sanción, impuesta alcónyuge culpahle
por haber dado origen a la disolución del matrimonio, sin que para
ello obste que la acreedora alimentista tenga bienes y esté en
condicioncs de lrabajal~ porque la ley tlIlicamente estahlece como
limitaciones que la mujer viva honestamente y que no contraiga
nuevas nupCIas.

Ejecutoria dictada el 17 de junio de 1982, dcntro del toca 188/981.josé Luis
Garcí<l de I<ll\hdrid y Mar!<l Dolores i':. Rodríguez Villanue ••..<l.Contra esta
resolución sc forlllul6 dem;mda de amparo, quc fue negado por la 1erccra
Sala de 1,1 Suprcma Corte deJuslicia OC 1.1 Nación. Sustentante: :o..bgislrado
Mauro Hernándcz Pacheco. Segund,l S<ll<lCiül.

15

APELACION ADHESIVA. SUERTE DEL RECURSO.- La
apelación adhcsiva no puede alterar las proposiciones o parte
resolutiva del fallo apelado puesto que éste está inspirado en un
principio de seguridad, más aún si se toma en cuenta (IUC sigue la
suerte del recurso interpuesto. De ahí que en el supuesto de que
quedara sin materia el recurso, sufre la misma suerte la adhesión
y, por ende, queda firme la resolución apelada. sin que sufra
peljuicio quien se adhirió, porque el fallo quc le favorece ya cs
inatacable.

Ejecutori<l pronunciada en ellOC,l I .133/988, con fecha 9 de m<lrw de 1989.
Apelante Carlos Garda Mar.willa. Criterio confirlll<ldo por el Segundo
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Tribunal Colegiado dellJécimo Primer Circuito, mediante SC'lllencia del 5
dejulio de 19119emitid ••en el juicio de amparo D.C. 162189, promovido por
e! cilado recurreJl!f>. SUlStell1anle: Magistrada M.lría Guaualupe Morales
LN:!CSIll:l, OCI<wa Sal;¡ Civil.

16

APEO Y DESLINDE, NO ES LA ACCION ADECUADA PARA
OBTENER LA RESTITUCION.- Cuando el demandante funda
su acción en el hecho de que 1Ino de sus colindantes tiene fincada
una barda que ilwade su ,propiedad, la acción de apeo y deslinde
IlO es la <tdecuada, porque ésta 110 \ocrsa sobre cuestioncs de
posesión y la sentencia que se dicte no tendría el alcance de
restituirlo ell la posesión, menos la demolición de la obra nueva;
el apeo y deslinde ticne lugal~ seglÍn el artículo 1330 del Código
de Procedimientos Civiles, quc dice: .'el apco o deslinde tienen
lugar siempre quc no se hayan fijado límites que separan un predio
de otro u otros, °que habiéndose rljado, hay motivo fundado para
creer que no son exactos, ya porque naturalmente se hayan
confundido, ora porque se hayan destruido las scílalcs que los
marcalxHl, bicn porque éstas se hayan colocado en lugar distinto
del primitivo", y como no se da ninguno de los C;¡SOSque previene
este precepto, el dem~ndanle debe pretcnder su restitución
Illediante otra acción,

Sentencia pronunciada elS0 de junio de 1975. Toca 39/75. Apelanle: doclor
Ignacio Cervantes Téllcz. Sc promovió amparo }' el Tribunal Colegiado del
Segundo Circuito en ToluC.l, ESlado de ~léxico lo negó. Ponente Magis-
trado j. jesús A\".llos Ilernán<!ez, Primera Sala Civil.

17

APELACION, RECURSO DE. NO ES PROCEDENTE CONTRA
UN AUTO QUE ILEGALMENTE ESTA ORDENADO EL
DESAHOGO DE UNA PRUEBA.- Basta remitirnos al texto del
numeral :"392 elel Código de Procedimientos Civiles, que establece
qHe los autos en los que se den"ele la admisión o práctica de un;¡
dili~cncia de prueha no admiten recurso alguno. para concIuÍrque
cualquier error Cilla admisión de lIna pruelm no puede cOlnhatirse
por medio del recurso de apelación, sino que tendrá que ser a
través de otras vías.

Dict.lda dentro de 1;1queja nllmero III.(iI988, il11erpUCSI."lpor jost': Flores
Díaz en cunlra del ."lUlod(' fecha Gscis de junio de 1988 por elJ uez Segundo

de lo q"il de Uruapan, f\.1kho;lc;'Í11,dentro del juicio orc1inariocivilllÚIILerO
1161/987 que sobre nulidad decompra-\"CI1,.l yorTas prestaciones promovió
María Camacho Caslro frente a la sucesión a bienes de José María Julio
Camacho Castro. Resuelto d :3de octubre de 1988.

Susrenr,ad.1. por el Magbtrado Augusto Aniaga Ma}'és, Séptima Sala Civil.
No fué recurrido en juicio de garami.ls.

18

ARRENDAMIENTO. AVISO DE TERMINACION. PUEDE
DARLO EL MANDATARIO GENERAL PARA PLEITOS Y
COBRAN7AS.- En cuanto a lo sostenido por el apelante acerca
de que el aviso de terminación de un contrato de arrendamiento,
clI<lIldosc cfectlle por conduela de mandat..'lrio, sólo puede darlo
el que se ampare cn poder general par;¡ actos de administración,
o al menos, en una cláusula especial inserta en el poder general
para pleitos y cobranzas que al respecto lo faculte, debe opinarse
lo contrario; de una pane, porquc el artículo 2407, primer párrafo,
del Código Civil de la Entidad, estatnye: "En todos los poderes
gencrales p;¡ra pleitos y cobranzas, bastará que se diga que se
otorgan con todas las facultades generales y las especiales que
requieran cláusula especial conforme a la ley, par;¡ que se entien-
dan conferidos sin limifación alguna ...", yen la especie, el mandato
general para pleitos y cohranzas C)llC la arrendadora oLOrgó a su
represent;¡llte aparece conferido de acuerdo con el precepto
transcrito, o sea (llIe no hay dll(b qlle ninguna limitación pudo
imponerle al mandatario y quc, entonces, el aviso de terminación
del contrato de arrendamiento que esle último dio al inquilino de
SlI cliente, se ajusta pcrfectamente a );¡ ley, pues no pugna con las
atribuciones propias de un mandatario general para pleitos y
CObr¡\I1ZaS;además, porque atento el pemíltimo párrafo del
precepto aludido, los únicos casos para los cuales los poderes dc
cualquier clase deberán ser expresos, son: .....par;¡ contr;¡er
matrimonio, para divorciarse, para reconocer y adopt.ar hijos y
para recoger del Archivo General de Notarías los testamentos
ológmfos", ninguna de cuyos casos de cxcepción corresponde ;¡I
(llIe nos ocupa; pero si lo anterior se considerase insuficiente,
porquc la misma norma jurídic;¡ agrega, en su antepcm'lll.imo
párrafo, que cuando se quisieran limitar las facultades dc los
mandatarios para pleitos y cobranz.a.s, para actos de adminis.



86 Segunda Parte Salas Civiles 87
tración o para actos de dominio, .....seconsignarán las limit.aciones,
o los poderes serán especiales", dándose el caso de que la otorgante
en cita tampoco limitó a su apoderado para que efect.uara el aviso
de terminación Illultirrcfcrido, pues Hose advierte así del mandato
correspondiente.

Senlencia dictada el 8 de febrero de 1988, por la Quinta Sala Civil, dentro
del toca 1.7/988, fOrlt1.<ldo con motivo del recurso de apelación que interpuso
Fernando jiménez I.omeli, por conducto de su apoderado jurídico, en
contra de la sentencia definitiva iliCLadapor el Juez Quinto de lo Civil de
Morclia, al resolver el juicio sumario civil número 634/987, que sobre
terminación de contrato de arrendamiento y otras cuestiones ruZI) valer,
también a través de apoderado, M.l;.de la Paz Chávcz Cervantes, frenle al
apelante en scnLidomalerial. Se combatió por este último en vía de amparo
directo, habiendo negado la protección constitucional el Segundo Tribunal
Colegiado del Décimo Primer Circuilo, en ejecutoria de fecha 25 dc mayo
de 1988, A.D. 251/988. Sustentante: MagL<;tradoFernando Arreola Vega.

19

ARRENDAMIENTO. FORMA DE ACREDITAR LA DESCEN-
DENCIA E:\ PRIMER GRADO A QUE SE REFIERE LA FRAC-
CION IX DEL ARTICULO 31 DE LALEY INQUILINARIA DEL
ESTADO.- Tiene razón el apelante al sostener que el arrendador
no justificó debidamente el parentesco de descendiente suyo de
quien alegó ser su hijo, cuya supuest.:'1necesidad de habitar la finca
arrcndada hizo valer (omo causal rescisoria; siendo ello así, por~
'1ue el artículo 3 1, fracción IX, primer párrafo, de la Ley ln-
quilinaria vigcnte en el Estado, dispone textualmente: "Los
arrcndadores tendrán derecho a pedir la rescisión del contrato de
arrendamiento: ... IX.- Cuando el arrendador necesite el inmueblc
para habitar en él. o par¡l que lo habite algún pariente suyo, en
primer grado ...", lo cual presupone que en la especie el actor debió
acrcdit..,r que la persona para la que dijo necesitar el inmueble, es
su hijo, exhibiendo el act..'1de nacimiento respectiva; considerarlo
de otro modo, sería inobservar el artículo 32 del Código eh-il, que
determina que el estado civil de las personas se comprueba ex-
clusivamente con las actas y constancias del Registro; sin que obste
que en el principal obre copia certificada del act.:' de matrimonio
del pretendido descendiente de dicho arrendad01; donde a éste se
anota como padre de aquél, ni que se haya rcndido prueba tes-
timonial para demostrar su posesión constante de estado de hijo,

ya que tal partida matrimonial sólo es apta para tener por
acreditado el acto jurIdico que en ella se consigna, pero no la
filiación por línea paterna pretendida, a más de que tampoco
quedó manifiesta ninguna de las causas de excepción a la regla de
que el estado civil de las personas solamente puede probarse con
las actas y constancias del Registro Civil, contempladas por el
artículo 33 del mismo Código Sustantivo del Ramo, es decil~ que
no hayan existido registro, que éstos se hayan perdido, estuvieren
ilegibles o r.,ltaren las fojas en que se pueda suponer estaba el act.:,
de que se trate.

Senlencia diclada el 2 de dicielllt~rcde 1987, por la Quinta Sala Civil dcntro
del (oca 1-339/987, formado con motivo del rC("ursode apelación interpues-
to por Rubén López en conlra de la sentencia definitiva dictada por elJuez
Segundo de lo Civilde Uruapan, al resolver eljuicio ordinario civil número
713/987. que sobre resci<>iónde contr;l.to de arrendamienlo promovió J.
Jesús Silva Rojas frenle al apelante. Se combatió por la parte apelad., en vía
de amparo directo, h.1biendonegado la protección constitucional el Seguu-
do Tribunal"Colegiado del Décimo Primer Circuilo en ejeculoria de fecha
17 de f{.brero de 1988, A.D. 2/988. Suslenlanle: Magistrado Fernando
Arreola Veg;l.

20
ARRENDAMIENTO. INAPLICABILIDAD DE LA
JURISPRUDENCIA NUMERO 61, DEL APENDICE 1917-1985,
CUARTA PARTE, TERCERA SALA, DE LA VOZ: "ARREN-
DA.."IIENTO. MUERTE DE LOS CONTRATANTES".- Cieno
cs. que el tenorde la ejecutoria aludida, el arrendamiento contint''¡a
a pesar de la muerte de los contraü,ntes, porque ese hecho no está
previsto como causa de terminación del contrato en el artículo
2408 del Código Civil para el Distrito Federal (idéntico al 2260 del
de Michoacán), ni es causa de rescisión, pues para precisar a quién
o a quiénes corresponden los derechos deri\'ados del contrato
cuando muere el arrendatario y se trata. dc rentas bajas que harían
onerosa la tramiü'lción del juicio sucesorio, la Suprema Corte, con
apoyo en el artículo 1288 del Código Civil (similar al 1151 de
nuestra Entidad Federativa), ha sostenido que, desde el momento
de la muerte del arrendatario, los presuntos herederos: esposa,
hijos, hermanos, que continúan poseyendo como inquilinos, son
comuneros. y cual<luiera de ellos tiene legitimación activa y pasiva
para comparecer a juicio en defensa de los derechos del arren-
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I

datario, aún cuando no exista testamento, ni albacea, ni
declaración de herederos, procedimiento sucesorio cuya iniciación
no es condición de la titularidad de los derechos hereditarios,
porque éstos se transmiten al momento de la muerte del autor de
la sucesión; sin embargo. el supuesto jurídico consignado en este
crilerio jurisprudencial no cobra actualización en aquellos casos,
como el de la especie, en donde al momento de cjerciL.'lTSCla acción
de terminación de la relación contractual arrendaticia, ya existía
radicada la sucesión legitima a bienes del arrendatario, es decir, ya
se había designado albacea de la misma, que siendo su repre-
sentante legal, era la única)egitimada pasivamente para acudir a
juicio en defensa de los intereses de ésta, no así, cualquier presunto
heredero.

Toca 1-295/987. Sentencia 7 de julio de 1988. Apelante: Jes(ls Alvarez
Vázquez, cotUra la sentencia definitiva pronunciad.l por eljuez Primero de
lo Civil de Zamora, en el juicio sumario civil número 32/987, que sobre
terminaci6n de contrato de arrendamiento }'otras prestaciones, promovió
Josefina Morales Ochoa, por medio de su apoderado jurídico, frente al
recurrente. Sustentante: f\lagislrado ~fauro Hernández Pacheco.

21

ARRENDAMIENTO. LEGITIMACIO:-¡ DEL ARRENDADOR
AUN CUANDO LE HAYA SIDO EMBARGADO EL BIEN OB-
JETO DEL.- Si bien es cierto 'lue el artículo 814 del Código de
Procedimientos Civiles establece que la declaración de embargo
priva al embargado del uso, de la posesión y de la administración
. de la cosa elllbargada; talnbién loes, que dicha disposición procesal
se encuentra en contradicción con otra, de carácter susL:1.ntivo, que
es la contenida en el artículo 723 del Código Civil, aplicable por
igual a los depósi.os contractuales que a los judiciales, dado que
no distingue entre unos y otros, al preceptuat~ que cuando en
virtud de un acto jurídico el propietario entrega a otro una cosa
para (Jue la retenga temporalmente como usufructuario, como.
datario, acreedor pignoraticio, depositario u otro análogo, ambos
SOn poseedores de la cosa, de modo que, conformc a este último
precepto, el ejecutado no pierde el uso, la posesión ni la adminis-
tI"ación de la cosa embargada.
Ante esta contradicción de normas, debe optarse por la

aplicación de la segunda, no sólo por cncontrarse contenida en ull

ordenamiento de carácter sustantivo, regulador de todos los
contratos y actos jurídicos, sino L:llllbién porque es más congruente
con el imperativo del artículo 14 de la Constitución Política de los
Estados Unidos !vlexicanos, en el sentido de que nadie puede ser
privado de sus posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido
ante los t.ribunales previamente cst..'lblecidos en que se cumplan
las formalidades del procedimiento, lo que desde luego no se
conseguiría en el caso de oplar por la aplicación del articulo 814
del Código Procesal Civil, interpretado al extremo de conSIderar
al actor carente de legitimación para demandar la terminación del
arrendamiento respecto del inmueble que le fue secuestrado
precautoria mente, 'ya que en tajes condiciones, a través de Ul:a
simple medida cautelar se le est..'lría privando de sus derechos SIn

haber sido oído v vencido en juicio. Lo anterior desde luego no
implica una dec1~raci6n de inconstitucionalidad del mencionado
artículo 81 '1 del Código Procesal Civil, porque uo le es dable a los
tribunales del orde'n comtlll realizarla; empero, la misma Carta
Magna, en su artículo 133, ordena categórica q\.~e los. j.Heces se
arreglarán a dicha Constitución, a pesar de las dIspOSICIOnes en
contrario que pueda haber en las constituciones o leyes de los
Estados.

Sentencia pronunci;l(.1a en el toca 369/982 .. Segunda Sala Civil. Apelante:
Consuelo Ramírez Silva. Sustentante: MagL<;trado Mauro Hcrnández
Pachcco.

22

ARREND ..\MIENTO. NECESIDAD DE HABITAR EL INMUE-
BLE, JUSTIFICACION EN EL.- La fracción IX del artículo 31
de la Ley Inquilinaria del ESL:ldo, establece como causal de
resclsión del contrato que el arrendador necesite el inmueble para
habitar en él o para que lo habite un pariente suyo en primer
grado; como puede verse, este precepto no exige para la proceden-
cia de la acción que se justifique previamente esa necesidad, como
sucedía en el anterior decreto legislativo nÍlmero 63.

Sentencia dicLlda el7 de mayo de 1987. Toca 1-67/987. Apelante: licenciado
Raúl de Jesús Acuña Ayala, en cuanto apoderado jurídico de Gloria Reyes
f\longe. Contra dich.l rc!>Oluciónse i.nterpuso amparo y fue confirmado el
anterior criterio por el Tribunal Colegiado del Décimo Circuito A.D.C,
452/87. Sustentante: MagL<;tradaJuana Rodríguez Díaz, Cuarta S;lJa Civil.
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ARRENDfu"IIENTO. NO HAY IDENTIDAD EN LASCAUSALES
DE RESCISION. IMPROCEDENCIA DE lA EXCEPCION DE
COSA JUZGADA.- En contra de la acción de rescisión de nn
contrato de arrendamiento no puede surtir afectos la excepción
de {:osa juzgada, aunque haya identidad de las partes en ambos

ARRENDAMIENTO. NECESIDAD DE JUSTIFICAR EL TER.
MINO POR EL QUE SE PACTO.-AlIn cllando efectivamente la
arrendataria se excepcionó diciendo que el plazo por el que recibió
en arrendamicmo el inmueble, fue dc cinco aúos)' no lo demostró,
empero, la arrendador.a tampoco puso de manifiesto Sil

afirmación de que sólo se arrendó por un aúo; sin C]lIedel hecho
de no haherse acreditado la excepción aludida quepa presumir
indefectiblemente que el término del contrato, como lo arguyó la
demandante, nada más fue de un alio, o en todo caso indefinido,
al no ser esto último consecuencia necesaria de aquello; luego
como no la consideró así el Juez de origen, quien declaró t.er-
minado el arrendamiento, condenando a la inquilina a desocupal~
es indudable C]ueel fallo apelado vuélvese violatario del art.ículo
369 del Código de ProcedimienlOs Civilcs, CJueimpone al actor la
carga de probar los hechos constitutivos de SlI acción, en cllya
virtud debe rcvocal'se, pucs dicha autoridad judicial no debió
ent.rar a decidir el fondo de la litis, desde el momento que la
,justificación del término del contrato era presupuesto sine qua non
para haber estado en condiciones de decidir si ese término ya había
° no fenecido, con todas las consecuencias legales que de tal
situación se derivaran.

Sentencia dicL1.da por la QUint.l Sala Civil,dentro clel toca 1-18/988, formado
con motivo del rccurso de apt"'lación que interpuso María Cuadalupe
Velázquez Chávcz, a través de su a~erado jurídico, frenle a la sentencia
definiti\'a dictada por el juez Primero de lo Civil de Zarnor,1., al fallar eljuicio
ordinario civil número 86819S,i, que sobre terminación de contr,1.to de
arrendamiento hizo valer contra ¡¡guéll¡¡, Guadalupe Villegas Bcrnal. Se
c:omb;¡u6 por csta última en Vf,l de amparo directo, habiendo negado la
proLección constitucional el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo
Primer Circüito, en ejecutoria de l~cha 11 de ,1.gosto de 1988, A.D. -153/988.
SustenL"lnle: Magistrado Fernando Arreola Vega.
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25
ARRENDAMIENTO. NO SE REQUIERE EL AVISO DE CAM.
BIO DE PROPIETARIO. CUANDO SE EJERCITA LA ACCION
RESCISORIA I",VOCANDO CAUSALES DIVERSAS A LA
FALTADE PAGODE RE",TAS.- Efecti,.amente, cllando el nuevo
propietario ejercita su ;'H:ción has;.,mlo.la en l<:l.falta de pa~'o de
rentas, sí se hace indispensable el :l\'lSO prevIo del c~ml)lo. (~e
propiclario, a que se contrae el l:lll~leral 22G I del C~~I.lg()CI\:~1,
para que pueda establecerse SI Clerwmente el all:l1data .•~o
incurrió o no en 1110ra en el pago de las rentas; pero SI la aCClon
rescisoria del contrato de arn:ndamiento se apoyó en la necesidad
que tiene el arrcndador para ocupar el inmueble al(.ll~ilado, no ~.s
necesario aquel aviso, para que el actor esté le~ltllnado pal.l
ejercitar su acción respecli\'a, plles a la luz,dc lo d~S~UCSIOp.or la
f~.acción V del 11U lller;:,I ::HI del Enjuicialluento CI\'Jl, por \'lI"tud
de que el ~mplazallliento hace las \'eres de interpelación, es decir,
colma a satisfacción este requisito.

lOCa 1-139/9~8. Sentencia prollunci:ld.1 el ::W de sC'ptit"lIlbn: dr I~18H,
Apeblllt': Gilcl.uclo Ayala C¡lrOlM. conlra 1.1se'~t~ll~ia delini.tiva.d.iclal.L1 P')1"
el Juez eu.1fto de lo Ch.il de ~forelia, en d JUICIO SUlll;llICJ ("Inl nUlllerC)

Salas Civiles

juicios, de las acciones}' de objeto m~l.c~'iadel cO~'trato. Ello es a~í
por que si bien la aClora con antenorldad. habla dClll~nda~lo Id
rescisión del mismo contrato de arrcndallucnto. no eXiste Iden-
tidad en las causales rescisorias, puesto que en la primera de e~las
lo fue la necesidad que la arrendadora dijo tener d:: hal)11...1.r
personalmente el referido inmueble, y la segunda con.slsLe en la
necesidad que aquélla tiene de que lo ocupe una panente suya
dentro del primer grado, como lo es su hija, por lo (¡tle es claro
que no existe cosa juzgada.

Ejecutoria dictada el l3 de ma}'o de 1987, dentro del ~oca 1-53/987, relativo
a 1.1.apelación interpuesta por el licenciado José Cedcno Farfán, .1po<.lera(~~
jurídico de la demandada Elis.l L:ua de Cárdcn~s,. en contra ~e l,a ~nt~l~.aa
dcfiniliva, dictacl1 por el C.Juel Tercero de lo CI\'ll de esle DIstrito J.udiual,
dentro ddjuic:io sumario civil, promovido por r..larfa del Carmen Inarte r..1.
frente a £lisa Lara de Cárdenas.

SlL<,lent..1.Japor el ~bgislrado Augusto Arri,1.ga Marés: .sépti~na Sal,~ Ci~il.
Vue c:onlirmacl1 por el H. lribunal Colegiado el:l ~éamo ~runcr Cl~CUltO
dentro dd amparo Directo Civilnl"llllcro 1~3/98/, eJcculona del 10 cliel de
abril de 1987. POllenre: i\!:lgislrado Ign,lcio ~Iagaña C:í.rdell'-ls.

Segunda Parte
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2333/986, que sobre rescisiÓn dc contrato de arrendamiento, promovió
Carmen Elena RluzAmbriz, frente al recurrelUe. Suslentanre: Magistrado
Mauro Hernández Paeheco.

26

ARRENDAMIENTO, NOTlFICACION DE CAMBIO DE
PROPIETARIO PRACTICADA POR FEDATARIO PUBLICO AL
INQUILlNO.- No es exacto '1uc al tenor de lo dispucsto por las
fracciones VI y VIII de la Ley del Not.ariado, la actuación glosada
en auros del expediente principal, relativa al aviso de cambio dc
propiel..'1rio del inlllue~le dado en arrendamiento se encuentre
afectada la nulidad, por la circunstancia vcraz de que en la misma
se omitió por'c) fedatario que la levantó, asentar haberle dado
lectura de su contenido al ahora demandado, así como las razones
por las que este {.himo no la firmó; porque las disposiciones en
que se hace descansar e~ta aseveración, esta.blccidas en el capítulo
VII. del Título Terccro de la Ley en cit;}, carecen de aplicación
soure el particula)~ toda yez q"c en una sana interpretación, los
supuestos comprendidos en este Bumeral, se refieren a aquellas
actuaciones mediante las cuales los oLOrganles manifestaron 511

voluntad de celebrnr el acto jurídico consignado en éstas, y en
donde sí es mencster obren las firmas de quienes intcITinieron, o
en su defecto, se anote el lllOti\'O por el que alguna tIc ellas no
firmó. En cambio, el aviso de mérito no participa de tales exigcn-
cias formales. en la que un Notario Plíblico a peticióll de un
particular comparece a hacerle saber a otro Ull determinado
hecho, según lo confirma el propio texto del artÍCulo 91 del
Ordenamiento en consulL.'1, plles la única condición que debe
mediar para la validez dc actuaciones COIllO la de la especie, estriba
en que se lleve a cabo de mancra indubitable, es decir, que exista
la certeza de que se cumplió con su cometido,

Ejecutori:l dkt:lda ell7 de julio de 1989, delHro dd toca 1.7,1/989, Apebntc:
Porfirio Guerra Samu)'o, contr.l la sentencia definitiva dictada por el Juez
Segundo de lo Civil de ~ste Distrito JudiciaL en el juicio sumario civil
nÚlll~ro 1168/988. que :'Sobrerescisión de COJltrato de arrendamiento yotr~s
prestaciones promovi6 el recurremc frente a Salv~dor Cándido Rallúrez.
Se combatió por Sdlvaclor Cándido R:l.luirez en \'Ía de amparo directo.
habiendo negado la protección constitucional el Primer Tribunal Colegiddo
del Décimo Primer Circuito en ejecutoria de lecha 7 de noviembre de 1989.
A. D.. 102/989. Sustenl.1IHe: MagistT.1do Mauro Hernándcl. P:lcheco,
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ARRED/nUENTO.I\O ESMENESTER ACREDITAR LANECE-
SIDAD, PERO SI EL PARENTESCO DEL ARRENDADOR CON
LAPERSONA QUE NECESrm EL BIEN, CUk'\1DOSE INVOCA
LACAUSALPREVIS'r:-\.EN LAFRACCION IX DEL ARTICULO
31 DE LA LEY INQUILINARIA DEL ESTADO.- El arrendadO!"
no se encuentra obligado a dCllloslr;lr que necesita el inmueble
para habitarlo él o para que lo habite un pariente suyo en primer
grado, cuando se in\-oca la causal prevista en la fracción IX del
artículo 31 de la Ley Tnr¡uilinaria del Estado, pero cuando se hace
refcrcnda, como en el presente caso, que el inmueble lo necesita
para que lo habite ulla hija suya, si es menester que se acre~i.lc el
parentesco que une al arrendador con la persona que malllhcsta
éste, necesira la finca arrendad<l.

Criterio sustentado por la Primera Sala Civil dentro del toca I.lG.JI90.
formado con moti\'o del recurso de apel.lCi6n hecho \'aler por la partc.
demandada, en contra de la sentencia definitiva dicl.1da dc.ntTO del juicio
sumario civil número :,6-1/90, que ~ohrc rC'SCisiónde contrato de arren.
damiento prOlllo\'i6cl <1pexler<1dojurídico de l\t:l.rL1Díaz ~londragón, frente
a José Luis \'ega JiJ\lénez,

Contra esta resolución se promovi6 juicio de gar:mtI:ls número 454/90, ante
el Primer Tribunal COlegi<1dodel Décimo Primer Circuito en el Eslat1o, el
cual con fecha 16 de nm'iembre de t 19, concedió amparo ú¡úcamente para
que se lúciera estudio de algUll;ls prueb<ts <tporLadilsal juicio principal, pero
et anterior crit(:rio se confirmó,
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ARRENDAMIENTO. OPOSICION A L-\. PRORROGA DE. NO
CO)'[PETE EXCLUSI VAMENTE AL PROPIETARIO DEL
BIEN.~ No asiste l'élZÓnal apelante cuando argumenta que su
contraria debió demostrar Sil calidad de propietario del bien raíz
dado en arrendamiento, a fin de que pudiera colocarse dentro del
caso de excepción previsto en el párrafo segundo, del élrtículo 2338
del Código Civil, es decir, para estar en condiciones de formular
oposición a la prórroga por él deducida; habida cuenL.'1.<llIC hacien-
do una lógica y sana interprel..'1ción del numeral en comento, nos
permite considerar que. siendo la acción deducida en el negocio
subyacente, de las llamadas personales, merced a provenir de UB

contrato de arrendamiento, éste legitima a(tiya y pasivamcnLc a
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Sentencia que fue impugna<tl. por Alejandro Rafael OrÚz Arellano,
mediante amparo directo ante el Tribunal Colegiado del Décimo Primer
Circuito de esta ciu<iad, registrándose con el número 937/987, habiéndose
negado la protección de !ajusticia federal en resolución del 11 de junio de

1988.
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obstante que la causal de rescisión por falta de pago de las rentas
la que fue debidamenle eSludiada, resulta improcedenle, debc
condcnarsc al demandado al pago de las mismas hasta la compleh'l
desocupación del inmueble matcria del arrendamienLO.

Criterio sustentado por la Primera Sala Civil, dentro del toca 1-81/90,
relativo al recurso de .1pelaciól\, hecho valer por la parte actora, en contra
de la sentencia definitiva dictaeb dentro del juicio ordinario civil número
188/87, que sobre tenninaci6n de contrato verbal de arrendamiento y otr<c:;
prestaciones prolllovióJoséArtemio Vega /'.Iéndez frelUea Socorro Sánchez
Mejfa.

30

Ejecutoria contra la cual no se promovió juicio de amparo.

ARRENDAl\lIENTO POR TIEMPO INDEFINIDO. AVISO DE
TERMINACION QUE NO PRECISA EL PLAZO PARA
DESOCUPAR.- Aunque en el presente caso el Notario Público
filie a solicitud del arrendador verificó el aviso de lcnninaci6n del
contralo respectivo, no precisó al arrendatario en qué plazo debía
desocupar el inmueble,limitll.ndose a hacerle saber que denlro del
lérmino legal. ello no vuelve ineficaz tlicho aviso, pues en la
cláusula tercera del propio acuerdo de VOlullL.1des-{{HC el in-
quilino reconoció haber celebrado-, se convino que el mismo
podría d;use por terminado en cualquier momento, previo aviso
a la otra parte con sesenta días de anlicipación, lo cual pone de
manifieslo que aCIlIé1sí sabía del plazo con que contaba para
cfeclUar la desocupación, una vez que el arrendador le notificara
--como indllbitablemenlc ocurrió- su decisión de finiquitar el
consenso; más aún, considerando que de acuerdo con el artículo
1654 del Código Civil el contrato, desde que se perfecciona, obliga
a sus autores no s610al cumplimicnto de lo expresamente pactado,
sino también a las consecuencias que, segllll su naluraleza, son
conforme a la buena fe, al uso o a la ley, debiendo entonces
concluirse que si dicho arrcndat.ario, al momenlo mismo de COI1-

lratal~ tenía pleno conocimicnto de las condiciones bajo las cuales
lo hizo, esL.í.obligado a cumplirlas.

Sentencia dictada por la Quinta Sala Civil, dentro del toca 1-30/988, forlllado
con motivo del recurso de apelación que interpuso Ramón Hernández
Salazar, por conducto de su apoderada jurídica, frente a la senLencia
definitiva dict.1.da por el Juez Segundo de lo Civil de Uruapan, al resolver
el juicio sumario ci"il número 804/987, que sobre rescisión de contrato de
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ARRENDAMIENTO. PAGODE RENTAS, CONDENA AL, INDE-
PENDIENTEMENTE DE QUE LA RESCISION DEL CON-
TRATO DE ARRENDAMIENTO POR FALTA DE, RESULTE
IMPROCEDENTE.- Independientemente de que en autos no se
demostró que el inquilino haya incurrido cn mora en el pago de
las rcntas vencidas correspondientes del lo. de noviembre de
1986, al lo. de noviembre de 1987, por no existir constancia de
requerimiento de pago, con independencia de ello pues, el
eluplazamiento hace las veces de interpelación judicial, y por ello
el hoy apelado debió demostrar que ha cubierto las mensualidades
quc se han erogado durante la tramitación del juicio, además de
que conforme al numeral 2281 del Código Sustantivo Civil, el
arrendalario eSul obligado a pagar la renta que venza hasta el día
que se entregue la cosa arrendada, y en esas condiciones no

los celebrantes para deducir en juicio los derechos y obligaciones
que del mismo emanen, por lo que es claro que si dicha relación
contractual aparece debidamente acreditada con el contrato de
arrendamienLO y glosado en el principal, el arrendador se encuen-
tra legalmente legitimado para salir a juicio en defensa de sus
intereses, al igual que para deducir todas las acciones y excep-
ciones en él vinculadas, sin estar constreüido a justificar la
propiedad del inmueble, por no tratarse de una acción real, pues
sobre el particular debe privar el criterio contenido en la
Jurisprudencia número 57, del Apéndice al Semanario Judicial de
la Federación 1917-1985. Cuarta Parte, lercera Sala, de la Voz:
"ARRENDAMIENTO. LEGITIMACION DEL ARRENDADOR".

Toca 1-233/987. Sentenci.'l pronunciada el 26 de agosto de 1987. Apelanle;
Alejandro Rafael Ortiz Arellano, por conducto de su apoderado jurídico,
contra la sentencia definitiva dictada por el Juez Cuarto de 10 Civil de
Morelia, dentro del juicio sumario civil número 2251/986, que sobre
prórroga de contrato de arrendamiento promovió el recurrente, frente a
Juan Marín Caravantes. Sustentante: Magistrado Mauro Hernánclez
Pacheco.
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arrembl1l..i~lHo )' otras prestaciollC'S prolllovi<Í Alfonso Marllnez Accycs, a
través de su repres.enl;llllc legal, en contra del inconforlllc en scntido
lIlalerial.- Suslentallle: M;¡gistrado Fernando Arreola Vega.

31

AVALISTA.- Cuando en las letras de cambio con que se acciona
en contra del avalista no aparccc su firma, sino su huella digital,
conforme al artículo. 111 de la Lcy General de Títulos y
Operaciones de Crédito, es necesario que éste firme la letra dc
cambio, pues la huclla digital no suple la firma, ya que debe
a.plicarse por analogía el artÍCulo 86 de la propia ley, que exige,
cuando el girador no sabe o no puede escribir, firme a su ruego
otra persona, en fe de lo cual firmará también UI1 corredor pltblico
tilulado, un notario o cualquie.- otro funcionario; de esta manera,
tendrá firmeza la circulación de las letras de cambio y se evitarán
suplantaciones de personas en un país como el nuestro donde
existe todavía analfabetismo. En consecuencia, si la recurrente
sólo imprimió su hllclla digital en los documentos base de la acción,
no se cumplió con los artÍCulos seilalados; por lo tanlO, faltando
uno de los requisitos esenciales a los mismos, sc concluye que no
precedc la acción cambiada directa, ejercitada cont.-a el avalista,
como crróneamente lo estima el a quo, y, por ende, se revoca la
sentencia definitiva impugnada.

Segunda Sala Unil.:tria.Sustentante: ~1agistrad.lMa. GlLldalupe Morales
Ledesma. Publicado en el RoleúnJudicial número 10,septiembre de 1980.
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COMPRAVENTA. SOLO EL VENDEDOR QUE ERA DUEÑO
DE LA COSA EN!\)ENADA, TIENE LEGITIMACION ACTIVA
PARA RESCINDIR EL CONTRATO POR CAUSA IMPUTABLE
AL COMPRADO R.- No asiste ra7.ón al apelante cuando esgrime
que la parte actora carecc de legitimación activa par ••dcmandarle
en este juicio, por sí, la rescisión del contrato de compraventa con
que acciona; porque aún cuando en el propio contrato también
figuró como \'endedor el esposo de aquélla, quien no tienc la
calidad de demandantc, lo cierto es que de las cláusulas del pacto
contractual sc advierte quc dicha actora era la única dueña del
inmueble enajenado, por haberlo adquirido (on un préstamo que
le hizo el Instituto del Fondo Nacional para la Vivienda de los

Trabajadores; en consecuencia, a ella tan solo le asiste interés
jurídico y derecho para deducir las acciones que estime pertinen-
tes, con fundamento en la contratación, como vendedora, de
donde la falla de intervención judicial de su marido ---1::onlra lo
pretendido por el inconforme- deriva irrelevante, pues no
habiendo vendido nada que fuera suyo, tampoco era factible que
en esta controversia se le desconociera ningtín derecho, y
cualesquiera que hubiere sido el sentido del fallo, no podía afectar
su interés jurídico.

Ejecutoria dictada d 7 de septiembre de 1989, por la Quinta Sala Civil,
delltrodelloca 1.183/989,formado con motivodel recurso de apelación que
interpusieron Rodolfo Delgado León y jo!>cfaCano R;mgel, a travé~de su
apoderado jurfdico, contra la sentencia deflllitiva emitida por el juez
Primero de lo Civildel Distritojudicial de Uruapan, Michoacjn, dentro del
juicio ordinario ci\'il número 63/989, que sobre rescisión de contrato de
compraventa r olras cue~tiones hizo valer ~taría Caridad Ordaz Ambriz
frenle a los apelantes directos. Sustentante: ~lagislrado Fernando :ureola
Vega.

Secombatió por los recurrentes en víade amparo directo, habiendo negado
la protección constitucional el Primer Tribunal Colegiado del Décimo
Primer Circuito, por unanimidad de volas, mediante ejecutoria de fecha 14
de noviembre de 19R9,A. D. 477/89.
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COMPRAVEN'li\, SU CUMPLIMIENTO TRADUCIDO EN LA
ESCRITURACION CORRESPONDIENTE, ES UNA
OI.lLlGACION DE HACER, Y LA ACCION RELATIVA NO
AMERITA DE INTERPELACION PREVIA AL OBLlGADO,-
Cierto es quc conforme a la primera parte del anículo 1936 del
Código Civil del Estado, cuando no se ha fijado el tiempo en que
debe hacerse el pago o cumplimicnto y se trate de obligaciones dc
dar, no podrá exigirlo el acreedor sino después de los 30 días
siguientes a la interpelación hecha al obligado, ya judicialmente,
ya en lo extrajudicial (ante N'otario o ante dos testigos). Pero no
es menos cierto que en la especie resultan inaplicables tales reglas
jurídicas, pues la obligación de formalizar en escritura pública el
contrato de compraventa cuyo cumplimiento se le dcmanda al
inconforme en sentido material no es de dal~sino de hacer, en cuya
virtud más bien se actualiza la hipólesis prevista en la segunda
parte del mismo artículo 1936, acerca de que tratándose de
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Sentencia dicuda el 9 de septiembre de 1986, por la entonces Primera Sala
Colegiada, dentro del loca 1-4521986, formado con motivo del recurso de
apelación quc interpuso el licenciadoJ. Amonio MarlÍnez Rojas, apoderado
jurídico de SergioAguilera Lara, frente a la sentencia definitiva dictada por
el Juez Primero de lo Civil de Zamora, dentro del juicio ordin.•1TÍocivil
número 6311985, que sobrc formalización de contrafO de compravcnta
promovió Efraín Vierra Valdez, por su propio derccho, frente al apelante
en sentido material. SusLentante: ~Iagistrado Fernando Arreola Vega. Se
combatió por el apelante¡ en vía de amparo directo, habiendo negado la
protección constitucional el Tribunal Colegiado del Décimo Primer Cir-
cuito, en ejecutoria de fecha 30 de marzo de 1987. A.C. 91/987.
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CONFESION EXTRAJUDICIAL COMO TAL DEBEN
VALORARSE LAS RESPUESTAS DADAS POR QUIEN CON-
TESTA UNA I",TERPELACION NOTARIAL,- No puedc consi-
derarse que en el caso a estudio la parte actora haya justificado la
existencia del contrato verbal de prestación de servicios profe-
sionales cuya rescisión demandó, pues la única prueba allegada al
respecto fue la interpelación notarial hccha al profesionista
demandado, que si bien reviste la forma de un instrumento pübli-
ca, por haberla efectuado un funcionario pltblico en ejercicio de
sus funciones, segllll el arúculo 450, fracción IIJ, del Código de
Procedimientos Civiles, no obst.ante, su contenido se refiere a
respuestas dadas por el interpelado al interrogatorio ahí mismo
inserto, que al entrañar una confesión de carácter extrajudicial
conforme al artÍCulo 419 del mismo Ordenamiento Jurídico,
carece de pleno valor convictivo atento al numeral 553, pues éste
sólo concede fe plena a la confesión extrajudicial lO ••• 1.- Si el juez
incompetente ante quien se hizo, era reputado competente por
1mbas partes en el acto de la confesión ..." I o bien., ..... Cuando se
hace en testamento legítimo, salvo en los casos seiíalados por el
:ódigo CiviL.", ninguna de cuyas hipótcsis se surte ellla especie;
?or ta.nto, como el dcmandado no ratificó ante el Juez de los autos
¡U confesión extrajudicial, ni la interpelación respectiva fue ad-
niniculada con ningún otro medio probatorio, inconcuso result.a
ltIe, por sí, es insuficicnte para justificar el contrato base de la
\cción.

Sentencia dictaei.1por laQuinfa Sal.1Civil,uentrodel Loca1-22/988, formado
con motivo del recurso de apelación que inLerpuso Gloria Olivia Tena
N6fiez, por derecho propio, frente a la sentencia defmitiva ruct...dapor el
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obligaciones de haccl~ el pago o cumplimiento debe efectuarse
cuando lo exija el acreedor, siempre que haya transcurrido el
tiempo necesario par ••el cumplimiento ue la obligación. En efecto,
como puede .v~rse del contrato celebrado por ambas partes, el
vendedor rcclbló del comprador. como pago inicial del inmueble
enaJ~nado. la suma de c~ncllenL.1. mil pesos, comprometiéndose a
cubnr los gastos de escntllración correspondientes, y se convino
además que el precio total de la operación era de cuatrocientos
sesen~1. n.lil pesos. También se observa que no se fijó fecha para el
cUluphuucnlo de las obligaciones que reciprocamentc adquirieron
los contratantes. Ahora bien, considerando por otro lado que de
acuerd~ con los ~rtículos 2149 y 2150 del Código en consulta. la
obllgaClón,esenclal del comprador radica en pagar el precio de la
c?sa en el tiempo, lug~r y forma convenidos, y de no haberse fIjado
tiempo y lugar, en el tiempo y lugar en que se entregue la cosa; así
como que atentos a los dispositivos 1691 de la misma Codificación
y 32 de la de Procedimientos Civiles, cuando la voluntad de las
panes para celebrar un contrato consta de manera fehaciente,
cualquiera de ellas puede exigir que se Ic dé la forma que legal-
mente .corresp~nda, o sea que el peljudicado por falta de título
Icgal tiene accIón para exigir que el obligado Ic extienda el
doculllento respectivo; puede concluirse que si en el caso concreto
el comprador tcmlrfa que pagar cl saldo del precio a su cargo en
el, ncmpo y lugar en qnc lc fuera entregada la cosa (por no haberse
fijado contractualmente tiempo y lugar específicos), y aun antes
de que el vendedor le hubiera entregado el inmueble materia de
la comp.ravent..'l, ?'a ~s~í.cumpliendo con aquella obligación, pues
en su 1111sn.loescnto IllICralde demanda este l.lrjmo consignó dicho
saldo, ,cs, lIIcontestable quc sc halla en aptitud dc exigirle el
cumpllllllento del paClo contractual, traducido en la formalización
}' otorgamiento de la escritura correspondiente, así como en la
entrega real de la cosa vendida, sin necesidad de haberlo inter-
pelac~o en .forlll~ previa, como lo exige la primera parte del
lIlu.ltlrr.efendo dlsposit~\'o 1936; sin que obste que esta l.llima
o,bllgaClón sea d~ da~; porque result.~ accesoria de aquélla. no
SIendo lógiCO IIIJurídICO anallzM una cuestión planteada, dando
pr~ferenc,a >: re~altando las características de las contrapres-
tacIOnes y obligaCiones accesorias reclamadas.
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Juez Primero de lo Civil de Moreli<l, al faIJ.1.rdjuido ordin.uio d,-¡I número
.12:V9S7, que sobre r<.'Scisión de contr.110 ,.crbal de sc.n"icios proft'sionall.:'s
aquella hilO valer en contra de José Luis ~I;¡Tlínez ¡;'pi;l. Sustt"ntante:
~lagistrado Fernando .r\rrt'Ola \'eg<1,

Se combatió por la apelante ~n \'ía de amp.aro directo, habiendo ne¡;;:adI1Ia
protección cúnstilucioll<ll el Prilller Ti-ibunal C.olC'giado del Décimo Priuler
Circuito, en ejecUloria de fecha 20 de junio <1•• ) 988. A.D. 1-17/988,
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CONFESIOl\' JUDICIAL, REl\'DIDA El\' DIVERSO JUICIO,
VALOR PROBATORIO DY. IA- :\'0 pasa desapercibido para
este tribunal de alzada {lHe hien pudiera refutal'se como extrajudi-
cial la confesión de mérilo, Sin embargo. a este respecto es
menester recordar que el artículo 1312 del Código dc Comercio
estaLlccc: "Es judicial la confesión que se hace ante juez compe-
tente, ya al contcstar la dcmanda, ya absolviendo posicioncs", de
dondc sc infiere quc no sc exige quc se trate del mismo juicio en
que deba estimársele como prueba, a más dc quc, como sc advirtió,
obra en documento público. }' aún cuando se "alm'ara como tal,
también hace prueba plena conforme al contenido de los preceptos
1287 del Código de Comercio y el ya citado 1292 del propio cuerpo
de normas; de esta suerte, es inex;u::to que a virtud del desistimien-
to de la demanda llevada a cabo en el primero de los procesos, la
copia ccrtificada relativa a las actuaciones de ese juicio y que
contiene el resultado de 1•• prucb ••confesional a cargo del deman-
dado, carezca de eficacia probatoria, pues de considerarlo así, se
. estaría igualmente en pugna con lo dispucsro en el artículo 1198
del Código de Comercio que permite toda clase de pruebas,
excepto las que fucren contra derecho o contra la moral.

Ejccutoria pronunci:"tda por la Oct.' .•..a Sala Civil el 20 de febrero (te 1990.
Toca I .219/89, Apelantc: r\oe Hurtado Ceja. CombalÍda por el inconforme
en \'la de amparo directo, habiéndo llegado la protección de 1;\justicia
federal el Primer Tribunal Colcgi.,do dd Décimo Primer Circuito, mediante
sclllencia de fecha 8 de 1lI.1.}"O(le 1990.- A,D.C. 140/90.- Sustentante:
:\fagistrada :\Iaría Cuadalupe ~foral('s Ledesllla.
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CONTRATOS OEARREl\'OAMIENTO. Il\'AI'LICABILIDAD DE
LOS DIVERSOS DECRETOS CONGELATORIOS DE REN'li\S
EN EL ES'li\OO, MERCED A SU IRRETROACTIVIDAD.- En

efecto, de autos del (ontradicwrio de origen quedó demostrado
fehacientemente que la relación contractual cuya terminación se
demandó, t1lVO lugar hace aproximadamente 17 diecisiete ailos;
de consiguiente, es obvio que las parles contratantes al celeurar
este pacto jurídico, se sujet.aron desde esa fecha a las disposiciones
conducentes del Código Civil y de Procedimientos del Ramo, para
SlI tutela y resolución, por ser precisamente las que estaban en
vigor; pues de aplicarse los decretos de mérito como vanamente
lo esgrime la inconfurllle, se haría en forma retroacLiva, trans-
grediéndose Oagrantcmente lo precept1lado por el artículo 14 de
la Constitución General, en íntima armonía con el 60, del Código
eh'jl; ello es así, Illerced a (llIe los decretos en comento fueron
creados por el Legislador para tutelar relaciones jurídicas fnturas,
O sea, para regular aquellos contratos de arrendamiento nacitlos
al amparo de los mismos, al igual que para dirimir las controversias
judiciales surgidas con motivo de éstos; por tanto, de invocarse los
multirrcferidos decretos, en In especie, se lesionaría una siUlación
jurídica concreL."l generada en c1momemo en que se llevó a cabo
este pacto arrendaticio, el cual se hizo bajo las disposiciones del
Código Civil r el de Procedimientos de la ~Iateria, ni tenor de los
que se inrcgraron las condiciones requeridas para ejercitar la
acción llevada a juicio,

Toca 1-190/987, SCllI(:ncia i de mayo de 198i. Apelalll~: Lic.J.l.ime Raúl
Ruil. Paredes, apod(:rado jurldiro de Nemorio Carda Juárez, contra la
sentencia defilúli\'a pronunciada por e1JUl:Z'Iercero de lo Civil de Moreli,l,
en el juicio ordinario ti,-il número 1527/986, que sobre- lenninación de
contrato verbal de <lrrcnd:lIlúenlo, promo\'ieron Raquel}' Luz ~larí.l. Garda
Ojeda. frente al expresado apdalllc. SUSlentante: Mab..;,s[rauo Mauro
Hernámlez Pacheco, Segunda Sala Ci\'il. Se combatió por este último en vía
de amparo dircClo, habiéndose negado Ll proleccióll constitucional por d
Primer Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito, mt'diante
ejecutori,l. del 22 de septiembre de 1988, dcllltO del amparo ntlllK'l"O
520/98i,

37

CI IEQUES, SU FORMA CORRI':Cli\ DE PROTESTAR LOS POR
COl\'DUCTO DE LA CA\!ARA DE CO:VIPENS¡\CION.- l\'o
ticne razón el apelante cuando sosticne que la sola anotación
visible al re\'erso de los cheques con que accionó, en cuanto a (llIe
fueron present.ados para Sil robro por conducto de la Cámara de



Compensación y devueltos al último tenedor, baste para inter-
pretar que la devolución haya obedecido a la negativa de pago de
la institución librada, por falta o por insuficiencia de fondos del
librador, naciendo así, de inmediato, la acción del beneficiario de
los documentos para obtener su cobro por la vía judicial; pues
tratándose del cheque, cuando se presente para su pago por
conducto de la Cámara de Compensación, ésta deberá anotar en
él no sólo que se presentó en tiempo, sino además que el Banco
librado se rehusó total o parcialmente a pagarlo, indicando la
causa especifica, cuya anotación surtirá los efectos del protesto; no
pudiendo ser de otra forma, ya que éste constituye. a su vez, prueba
indubitable del incumplimiento del librador, quien de lo contrario
no puede ser compelido judicialmente a pagal~por resultar dicho
protesto un requisito que debe llenar el cheque y la ley no autoriza
a presumir; luego a diferencia de lo que el ¡nconforme argumenta,
se traduce en condición indispensable para la procedencia de la
acción, porque tiene por objeto justificar que aquel documento se
presentó en tiempo para su pago y que no se cubrió de manera
parcial o total, siendo así como tlebe interpretarse el artÍCulo 190
de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, que en lo
conducente dispone: .•... Si el cheque se presenta en la Cámara de
Compensación y el librado rehusa total o parcialmente su pago,la
Cámara certificará en el cheque dicha circunstancia y que el
documento fue presentado en tiempo. Esa anoL'\ción hará las veccs
del protesto. La anotación que el librado ponga en el cheque
mismo, de que fue presentado en ticmpo y no pagado total o
parcialmente, surtirá los mismos efectos del protesto ..."

Ejecutoria dictada el9 de noviembre de 1988 por la QuinL1Sala Civil, dentro
del toca 1.122/988, formado con motivo del recurso de apelación que
interpuso el abogado lIumberto Aguil.ar Cortés, endosatario en
procuración de José Luis Cortés, contra la sentencia definitiva dicLada por
el Juez Quinto de lo Civil de este Distrito Judicial, dentro del juicio ejecutivo
mercantil número 1275/987, hecho valer por el mismo apelante frente a la
Negociación Industrial Jorge Diez, S.A. de C.V. representada por Jorge Diez
Cargarl. Sustentante: ~!agistrado Fernando Arreola Vega.

Se combatió por la parte actara en vía de amparo directo, habiendo negado
la protección constitucional el Primer Tribunal Colegiado del Décimo
Primer Circuito, en la ejecutoria de fecha 23 de febrero de 1989, A.D.
444/88.

39

DECLARAClON UNILATERAL DE VOLUNTAD. TAMI31EN ES
APLICABLE LO PREVISTO POR EL ARTICULO 1718 DEL
CODlGO CIVIL.- El articulo 170 del Código Civil del Estado,
que dispone: "La mujer necesita autorización judicial para con-
tratar con Sll marido ...", también es aplicable a la declaración
unilateral de voluntad, dados los términos del artículo 1718 del
mismo cuerpo de leyes, conforme al cual"Las disposiciones legales
sobre contratos serán aplicables a todos los convenios y a otros
actos jurídicos, en lo que se oponga a la naturaleza de éstos o a
disposiciones especiales sobre los mismos". Ello, porque de no
entenderse así, podría fácilmente desvirtuarse el espíritu del
primero de dichos preceptos, que es el de proteger o tutelar a la
ml~er frente a un posible acto arbitrario o abusivo de su marido,
quien pudiera ejercer sobrc ella ciertas presiones con propósitos
ilícitos, burlando de esta manera la norma contenida en el citado
.dispositivo 170.
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Salas Civiles

DAl-\iOS y PERjUICIOS.- En los casos de rescisión de contratos
de compreventa con reselva de dominio y pago de abonos perió-
dicos, que tengan como materia bienes que puedan ser explotados
y obtenerse con ellos una ganancia determinada o determinable,
los peljuicios que deba pagar el comprador con motivo de la
rescisión, no debe-:t ser cuantificados de acuerdo con lo que haya
dejado de ganar el vendedor si hubiese explotado personalmente
el bien; porque de conformidad con el texto del artículo 1965 del
Código Civil, ello no constitu}'e el peljuicio ni la ganancia lícita
que pudiera haberse obtenido con el cUlnplimiento de la
obligación por parte del comprador. El incumplimiento de la
obligación del comprador, radica en el hecho o circunstancia de no
haber pagado puntualmcnte las mensualidades pactadas en el
contrato y, por consiguiente, el monto de los peljuicios debe
cuantificarse conforme a la ganancia lícita que hubiese podido
obtener el vendedor, con el pago íntegro de la cantidad de dinero
adeudada por el compradO!:

Cuart.l Sala Unitaria. SuslenL"lllte: Magistrada Cecilia Chávez Cervantes,
publicada en el BoleúnJudicial número lO, septiembre de 1980.

Segunda Parte102
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Toca 135/975, relativo a la apelación inrerpucsta por el licenciado Elías
VeLizqu('], Brava, en cuanto apoderado de José Ilernándcl Suárcz. El
apd.llllc promovió juicio de amparo, el cual fue neg.ldo por el Tribunal
Co)ebriado dd SC'gundo Circuito, con residcnCL.l en Toluca, E.<;lado de
México. SlL'acnlante: .\tagi~trado Felipe González Oseguera, Segunda Sa1.l
Civil.

40

DEMANDA. LOS DOCUMENTOS QUE SE ANEXAN AL
ESCRITO INICIAL, NO PUEDEN CONSIDERARSE COMO
PARTE INTEGRfu'iTE DE LA.- Siendo la demanda el acto de
dcclaración de voluntad del 'actor en el que pidc al <)rgano juris-
diccional que aplique la ley frente al demamlado, cs incuestionahlc
que los documentos que se adjuntan al escrito inicial, no pueden
ser considerados como parte integrante dc éste sino como prucha
o fundamcnto de la acción ~jcrcitada~ lo anterior es así, porque de
acuerdo con el artículo 327 del Código Proccsal <.lela rvtateria, el
escriLO de demanda debe reunir los rcquisitos que ahí se
especifican, entre los que se encucntran el que se expresc cn dicho
escrito el objeto 1I objetos quc sc reclamen con sus accesorios, así
<:01110los hechos en que el aeLOr funde 511 petición, exponiéndolos
clara)' suscintament.e en párrafos separados~ de dondc se siguc,
quc para Sll valoración deben sl~jeL."usea las reglas cn quc tlescansa
tal probanza, por tratarse de lln documento autónomo, y aun
cllando se h:J.ga rcfcrencia expres:l a él cn la demanda, ello no lo
autentifica.

Toca 1..18/987, relativo a 1&tapdación interpuesta por el licenciado Lconc:1
Blndimir Alipio Jilllén~z ap<Xlerado jurídico de Sara Herujndez V:izqucz,
en contra dc In sentencia dclinitiva diclad" por el Juez Primcro de Primera
Instancia de Zitácuaro, en el juicio ordinario ch'il 233/gS4, sobre
rei\"indicación de inlUueble y aIras preslacione:;, promo .•..ido por el apelante
frente a Salomón Trinidad lIdefonso y socios. Confirmada por ejecurori.:l
pronunciada por d Primer Trihunal Colegiado del Décimo Primer Circuito
cn el juicio de amparo D.C. 1126/87, promovido por Sara Hernández,
contra aclos de la Magistrada ele la Octava Sala Civil.- SuslenL'lnte: ~lagis-
trJcla ;\1;1. Guadalupe ~Iorales Lcc1esma,

4t

DE OFICIO LOS JUECES DEBEN ESTUDIAR SI EXISTE O NO
CONTRARIEDAD O CONTRADICCION EC\' LAS EXCEP-
CIONES Y ACCrO!': HEC¡ lAS VALER EN LACONTES1:"CION

DE LA DEMAJ'\l'DA.- En la sentencia de Primer Grado se declaró
procedente la reconvención opuesta al contestarse la demanda, sin
verificar estudio alguno respecto a si existía o no contradicción en
las excepciones y acción hechas valer}' no obstante que al contes-
tarse tal reconvención no se hizo hincapié en esa contradicción, el
Juez de los autos, sí estaba ohligado a w.1estudio, puesto e¡ne el
eX:lIncn de las excepciones y acción son de orden púhlico y debe
cuidarse (Iue ellas, satisfagan los rC(luisitos legales para hacerse
valer y que no se estipulen con infracción del tenor de una norma
de carácter prohibitivo como lo es el artÍCulo 27 del Código de
Pro<:edimientos Civiles y más cuando salta a la vbota dicha
contradicción, pues si al contestar la demanda la sellara Consuelo
Ramírez<lc Alanís, opone la excepción <leinexistencia del contrato
cuyo cumplimiento se le demanda ya su ,-ez reconviene sobre la
rescisión del mismo contrato, cs cvidente que dicha excepción y
acción acumuladas en tal demanda, son contradictorias y deben
desecharse dc plano.

'IOc.l rcsu~ho el X de sepli~lUbre de 195'J. Ejecutoria deducida eH la
sc'nlcncia prollllllCi;}(l.1por ~I ~lagislr.lclo Caspar Hern;'ind{:z Ochoa, Cuar,
ta Sala ~lixla, número 22/H~)9.

42

DILIGENCIAS DE INFORMACION TESTIMO:"IAI. AD-PER-
PETUA~I, OPOSICION A LAS. NO ES NECESARIA LA CER-
TE/_" II\ELUDIBLE DE U!': DEREClIO DE PROPIEDAD PARA
SU I'ROCEDENCIA.- Para la oposición a la tramitación de las
diligencias tic información testimonial ad-pcrpéwam, no es neee-
s.Hio la certeza plena de un derecho de propiedad, sino que hasta
con quc existan elementos de un interés jurídico contrapuesto
para que proceda dicha oposición, pues precisamente nuestra
legislación contempla tal oposición para proteger derechos y
evitar peljllicios y lesiones posteriores de otros que se consideren
con derecho sobre el hien inmueble materia de las mismas, y para
que estos se hagan valer en b vía y términos adccuados a sus
prctcnciones.

Resolución dictada t.'121 de julio ele 1989, dentro cid loca 229/88 rdati\"o
a la ape1;lción interpue~ta por Guillermo Zar<lgoza Ibarra, apoderado
Jurídico ele Emi¡.:;c1íoAg.lpito (lcrnjncicz ~brtillel, en contra de la sentencia
d~rUliti\-'a, dictad.1. por el e, Juez Primero Mixto de Primera Instancia del
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~islrito ~udicial. de ~át7.cuaro. Michoacán, denLTa de Jas diligencias de
mforllla~16nlcstunorualad.~rpéluam para suplir lÍluloescrito de dominio
promovido por el apoderado jurídico del apelante, formándose el expe.
dien~e número 50/98.8. Sustent4l.nle: licenciado Augusto Aniaga Ma)'és,
!\.Iagtstrado de 1.1Sépuma S.lla Civil. Este criterio no fué combatido.1 través
del juicio de amparo ..

43

DIVORCIO. EI\IBRIAGUEZ, ADMITE DIVERSOS MEDIOS DE
PRUEBA PARASU ACREDI'If\MIENTO._ Parajustificar la exis-
tencia. eI.e alguna en.fermcdad, es evidente que la prueba idónea es
la periCial, C0l110 attnadamente lo sostiene el a qua en Su fallo, así
se trate de la enfermedad del alcoholismo; sin embargo. la fracción
XVI, del ~rtículo 226 del Código Civil no la contempla de esta
manera, Ulllcamcnte se refiere al hábito de embriaguez, cuando
amenace causar la ruina de la famili ••, o constituir un motivo de
desavcnen~ia conyugal, cuestión distinta, puesto que tratándose
de un. hábito, que. es Ulla forma de conducta, ésta puede ser
conocida por mediO de los sentidos, sin necesidad de conoci-
tnientos o estudios especializados.

Toc.'l 1-2711987, relativo a la apel.'lción imerpuesta por e1liccnciado Jesús
G.Alva~ezGarc:r,:,a~erado jurídico de :\Iargaria Orozco López. contra la
se~11enCladefiruuva dict.'lda por el Juez Primero de lo Civil de Apatzingán,
ft.hchoacán, en eljuicio ordinario civil, sobre divorcio necesario, promovido
por la parte apelante, frente a Efrén Méndez ~.Ijrquez. Sustentante: Magis.
trad'lJuana Rodríguez Diaz, Cuarta Sala Civil.

44

DIVORCIO. EMBRIAGUEZ, ES SUSCEPTIBLE DE
ACREDITARSE A TRAVES DE LA PRUEBA TESTIMONIAL.-
Esta Si.da no c.olI~parte el c~iterio del a qua, ni con las tcsis que no
han forlllado Junsprudencla, de la Suprema Corte en el sentido de
que es necesario ofrecer y desahogar la prueba pericial corres~
pondiente, a fin de acreditar la embriaguez habittTal como causa
~e dh!.~rcio, sino ~ue en concepto de este Tribunal, constituye :t\na

LsltuaClOn susceptible de ser apreciada por los sentidos, puesto que
la ley no le da trato de enfennedad, sino de hábito quees una forma
de conducta, de modo que deben admitirse todos los medios de
prueba previstos por la ley para demostrarla, como sería la tes~
timonial.

Toca 1-277/987, relativo a la apelación interpuesta por Ros.'lLeticia Trujillo
DIaz, en contra de la sentencia definitiva dictada por elJuez Segundo de lo
Civil de Z'lmora, en el juicio ordinario civil 9/87. sobre divorcio necesario,
promovido por la apelante, frente a José Salomón Guerrero.- Sustentante:
MagislradaJuana Rodríguez Diaz. Cuarta Sall Civil.

45

DlVORCIO.- IMPROCEDENCIA DE LA CAUSAL PREVISTA
EN LA FRACCION VIII, DEL ARTICULO 226 DEL CODIGO
CIVIL PARAEL ESTADO DE MICHOACAN, CUANDO EN LA
DEMANDA RELATIVA NO SE PRECISA EL SITIO EN DONDE
ESTUVO UBICADO EL DOMICILIO CONYUGAL.- Si en su
demanda el actor omite señalar el sitio en donde se estableció el
domicilio conyugal, la caúsal de divorcio apoyada en la fracción
VIII del artículo 226 del Código Civil para el Estado de Michoacán,
debe declararse improcedentc; porque en esas condiciones, se dcja
en estado de indefensión a la parte demandada, quien no este1.en
aptitud de preparar su defensa, y no es dable que en la etapa
probatoria el actor pretenda subsanar esa omisión a través de los
elcmenLOs de juicio que alleguc, toda vez que por no tratarsc de
un hecho que hubiere cSl.1.dosujeto a debate, falta la materia
misma de la prueba.

Primera Sala Ul'ur.ari.l.Sustentante: Magistrado José Gutiérrez Verdu:l.co,
publicado en el BoleúnJmticial número 11, septiembre de 1981.

46

DIVORCIO. INEFICACIA DE LA INSPECCION JUDICIAL
PARAACREDITAR LACAUSALPREVISTA POR ELARTICULO
226, EN SU FRACCION vm, DELCODIGOCIVIL.- La prueba
de inspección judicial, por sí sola, es insuficiente para acreditar el
abandono del domicilio conyugal, por más de seis meses y sin causa
justificada, como lo requiere el artículo 226, fracción VIII del
Código Civil, porquc, (on e~e medio de convicción, dada la tran-
sitoriedad de su dcsarrollo, solamcnte puede probarse lo que cn
ese momento pudo observar la autoridad judicial y, por más que
se prueben cicrtas condiciones de abandono de la casa, por el polvo
'd desaseo notorio, ello es insuficiente para acredit.ar los sub-
e1emenLOs de la causal de referencia, a saber: abandono por más
dc seis meses y sin causa Justifi¿ada.
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Toca 180J97S, rcLltivO;¡ la apelaci6n interpuesta por José Salvador Tapia
Espriú. Se promovió amparo directo contra esta resolución, el ClL"l1fue
negado por el Tribunal Colcgi.1.rlo del Segundo Circuito. Sustentante:
Magistrado Felipe GOllzález OSf;'gll~ra, Segunda Sala Civil.

47

DOCUMENTOS CIVILES A LA ORDEN. NO ES REVOCABLE
LA OBI.IGACION EN ELLOS CONTENIOA.- Habiéndose es-
tablecido que el documento con que accionó el acLor debe es-
timarse como civil a la orden .•pues contiene una obligación de dar
asumida por el demandado, consistente en que éste, tan luego
como la huerta de su propiedad comenzara a producir, le
entregaría a aquél el cincuenta por ciento de lo que produjera; así
como fllIC esa obligación tuvo su fucntc, seg"1Il lo permite el
nrtfculo 1731 del Código Sustantivo de la Materia, en la uniJateral
declaración de voluntad emitida por el obligado, ante la fe de un
juzgado municipal que entonces actuaba en funciones de notaría
pt'íblica, por receptoría; no es vcrdad que haya quedado insubsis-
tente -<:01110 tal obligado lo pretende- desde fluC después la
revocó, L."lmbiénen forma unilateral, ante el pcrsonal del propio
juzgado; pues el anfculo 1729 del Ordenamiento Jurídico aludido,
en que trata de fundarse la supuesL."lrc,,"ocacil>n,deriva inaplicable
a los documentos civilcs a la orden, al estar dado nada m¡\s para la
estipulación en favor de tercero, que es una distinta modalidad de
declaración unilateral de voluntad y por ningún motivo se ac-
. tualiza en la especie ---contra lo que, asimismo, equívocamente se
pretende-, toda vez que supOnC{llle un sl~eto llamado estipulante
imponga a cargo de otro, denominado promitente, una obligación
(positiva o negativa), de la que se va a ver beneficiado distinto
sujeto, o sea un tercero, quien al igual que el estipulante tendrá
derecho de exigir al promitente su cumplimiento, por así definirlo
los numerales 1726, 1727 Y1728 de la Codificación en cita.

FjccUlori.l dictada al 13 de diciembre de 1989, por la Quintl Sala Civil
dentro del loca 1.96/989, formado con mocivo del recurw de apelación que
intcrpu'io el apoderado jurídico de Julio Silva Cuevas, conlra la semcncia
definitiva emitida por d Juez Segundo de lo Civil del Díslrilo Judicial de
UnLlpan, Michoacán, demro del juicio ordinario civilnúmcro 1423/988,
que !>obrecumplimiento de ouligadón }'olras preslaciones promovieron los
nl.lndal.lrios jurídicos de Irineo Barragán Silva frente al apebiHe directo.
'Sustentante: Magistr;ldo Fernando Arreola Vega.

Se combatió por el recurrente en vía de amparo directo, habiendo negado
la protección constitucional el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo
Primer Circuito, por unaniJn.idad de votos, mediante ejecutoria de fecha 16
de mayo de 1990, A. D. 53/990.

48

DOCUMENTOS FUNDATORIOS DE LA ACCION y DE LAS
EXCEPCIONES. NO PUEDEN SER OBJETO DE PRUEBAS
PARAMEJOR PROVEER.- En efecto, aun cuando es verdad que
al tenor del artÍCulo 366, fracciones 1y 111,del Código de Procedi-
mientos Civiles, otorgan facultades a los Tribunales para que de
propia iniciativa y eíl todo tiempo manden traer a juicio cualquier
documento, ya sea que pertenezca a las partes o a un tercero, así
como autos que tengan relación con el pleito si su estado lo
permite, a fin de mejorar las condiciones que requiere el conoci-
miento de la verdad, respecto de los puntos litigiosos; sin embargo,
estas facultades en 'modo alguno pueden reputarse omnímodas,
sino limitadas a lo cIue permite la ley y la moral, es decir, que las
pruebas para mejor proveer no deben lesionar el derecho de los
contendientes, a quienes debe respet.arse los principios de igual-
dad }' equilibrio procesal, como imperativos de toda contienda
judicial; tampoco, para remediar el descuido, omisiones o la im-
pericia de una de las partes, de ahí que los documentos fundatorios
ele la acción y de las excepciones no puedan ser objeto de pruebas
para mejor proveer~ porque de no estimarse así, el ejercicio de
aquella facult.ad potestativa sería contraria a derecho, pues a la luz
de los numerales 328, fracción I1I, 331 Y334 de la Legislación en
cita, incumbe excJusÍ\'amente a las partes su presentación, t.anto
en la demandn como en la contestación, salvo lo previsto por el
mandamiento 324 del Cuerpo de I.eyes en consulta.

Toca 1-259/987. Sentencia 3 de diciemure de 1987. Apelantes: Gilberto
rérez González y el licenciado Luis Niela Farf.in, reprcsenLllllc legal de
María Natividad Pa)"án Cha\'ira viucb. de Pérez, albacea de la sucesión a
bienes de Bias Pérez Hinojosa, conlra la sentencia definitiva dictlcia por el
Juez Segundo dc lo Civil de Morclia, en el juicio ordinario civil número
78/980, qucsobrc lerminación de fiducia y aIras pre!>t.lciones, promovieron
Gilberto Pérez Gonz.11ez y Tranquilino Guerra Rangci, el primero por
derecho propio}' el segundo en cwnto depositario judidal de Simón Pérez
Gonz...i.lezfrenle a la succsión.l bienc!>de Bla!>Pérez, así como frenle a Rubén
Peréz Mcdina. Sustentante: ~'Iagistrado Mauro Hernjnde:l. Pacheco. Segun-
da Sala Civil.



DOCUMENTOS NO ANEXADOS POR EL ACTOR EN SU
DE]I;IANDA.ESA FALTAPUEDE CONVALIDARSESI POSTE.
RIORMENTE SE APORTO AL JUICIO POR EL MISMO
DE]I;IANDADO.- Si el ardculo 1073 del Código Civil exige que
la demanda de prescripción se enderece frente a la persona que
aparezca como propietario de los bienes de que se trate en el
Registro Público, aun cuando la actora de este juicio no anexó a
su demanda el documento que acreditaba al demandado como
propietario del inmueble en cuestión, tal omisión pudo originar
la prevención o la no admisión de su demanda por no cumplir con
los requisitos de los ardculos 327 y 328 del Código de Procedi-
mientos Civiles del Estado, sin c'mbargo como el demandado, a su
escrito de contestación de demanda anexó la escritura privada
debidamente inscrita en el Registro Público de la Propiedad Rafz
en el Estado, que lo acredita como propietario del inmueble en
litigio, además de haberlo confesado expresamente, motivo por el
cual, el juzgador primario no obró conforme a derecho al declarar
improcedente la acción de prescripción ejercitada por esa causa,
pues con la prueba referida quedó demostrado que la demanda
que dio origen a este juicio fue enderezada frente a la persona
indicada y el no considerarse así, implicaría ir en contra de la
buena fe procesal, toda vezque la falta de un documento que debe
anexarse a la demanda se puede convalidar si posteriormente se
allega a juicio, incluso por la contraparte, más aún cuando como
en el particular no se causó perjuicio alguno al demandado ni se
le dejó en estado de indefensión porque el documento de referen-
cia no le era desconocido, tan es as!que él mismo lo aportó ajuicio.

Toca 1.111987,relativo a la apelación interpuesta por Mana Elena Zenaida
Campos, en contra de la sentencia definitiva dictada por el juez Segundo
de lo Civilde Moreria, en el juicio ordinario civil n(1mero325/75, que sobre
prescripción adquisitiva y otros conceptos ejercitó María Elena Zenaida
Campos frente a j. Guadalupe Campos Martlnez. Sentencia pronunciada
el31 de julio de 1987.Sustentante: Magistrado Augusto Arriaga Ma}'és.

La presente tésis fue confIrmada por ejecutoria del Tribunal Colegiado del
Décimo Primer Circuito, de fecha 5 de abril de 1988, dictada dentro del
juicio de amparo directo número 960/87, promovido por María Elena
Zenaida Campos.

.DOCUMENTOS. TERMINO OPORTUNO PARA OBjETAR-
LOS, INTERPRETANDO ELARTICULO 388 DEL CODlGO DE
PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO.- No asiste razón
a la inconforme cuando sostiene que el recibo privado localizable
a fojas 11deljuicio subyacente, que sirvió de base para el desahogo
de la prueba pericial grafoscópica ofrecida por la parte deman-
dada, haya dejado de objetarse por ésta dentro del término previs-
to por e! articulo 388 del Código de Procedimientos Civiles, y que
en esa virtud el a qua debi6asignarlc fe plena; pues si bien es cierto
que dicho precepto jurídico dispone que las partes sólo podrán
objetar los documentos dcntro de los 3 tres días siguientes a la
apertura del término de prueba, tratándose de los presentados
hasta entonces, yel mencionado recibo era de esa clase de docu-
mentos, por haber sido fundatorio de la acción, también es verdad
que objeción semejante, dentro de plazo tan perentorio, sólo debe
entenderse necesaria cuando no se hubiese producido en el mismo
escrito de contestación de dcmanda, a en acto subsecuente, pero
anterior a la dilación probatoria; y en la especie, basta leer la
contestación al hecho tercero, para advertir que desde entonces el
albacea de la sucesión demandada objetó de falsa la documen-
tación, bajo el argumento de que nunca existi6 el contrato de
compraventa a que en ella se hace referencia.

Ejecutoria diCL'ldael 19de julio de 1989,por la Quinta Sala Civil dentro del
toca 1-81989,formado con motivo del recurso de apelación que interpuso
Emilla Ramos Garci:l, por sí y en cuanto Presidente del Consejo de Admi-
nistración de "Crunameca Viajes",SA, de C.V.contra la sentencia definitiva
dicta?a por elJuez Primero Mixto de Primera instancia del Distrito judicial
de Lázaro Cárdenas, Michoacán, dentro de la tercería excluyente de
dominio que intentó dicha apelante frente a ambas partes dentro dcljuicio
ejecutivo mercantil n(1mero 129/988. Sustentante: Magistrado Fernando
Aneola Vega.

Se combatió por la recurrente en vfa de amparo directo, habiendo negado
la protección conStitucional el Primer Thbunal Colegiado del Décimo
Primer Circuito, por unanimidad de votos, meoonte ejecutoria de fecha 7
de febrero de 1990,A.D. 8/90.

Nueva resolución dictada por la Quinta Sala Civil Unitaria,elll de febrero
de 1987. dentro del toca 1.40/987, formado con motivo del recurso de
apelación interpuesto por José Urquiza Sánchez, en contra de la sentencia
definitiva que dictó el juez Mixto de Primera Inslancia de Ciudad Hidalgo,
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dentro del juico ordinario civil número 543/981, promovido por el núsmo
apelante en contra de la sucesión a bienes de Alfredo Urquiza Marfn. sobre
prescripción positiva de inmueble; cumplimentando la ejecutoria de amo
paro que dictó el Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito, con fecha
25 de noviembre de 1985, A.D. L078/984. Sustentante Magistrado Fernando
Arreol.l Vega, Quint.a Sala Civil
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DOMICILIO PROBADO COMO DE UN MATRIMO:"lIO EN
CUANTO TERCEROS EXTRAÑOS A JUICIO. ES NULO EL
EMBARGO TRABADO EN SUS BIENES, SI ELACTUARIO NO
DETERMINO PREVIAl"IENTE EN QUE CALIDADHABITAEN
EL DOMICILIO UN HIJO MAYOR DE EDAD DEMANDADO.
CUAL ES SU HABITACION Y SUS PERTENENCIAS. PARA
QUE EN LASMISMASSE PRACTIQUE EL EMBARGO.- Por
consecuencia, si el domicilio uonde se practicó el embargo, es
fundamentalmcnle del malrimonio (Iue nos ocupa, de acuerdo a
lo previsto por los artículos 22 y 159 del Código Civil. Al advenir
el actuario del Juzgado Quinto de lo Civil, que en ese domicilio
también vivía el demandado José Antonio Bárcenas .Madrid, en
calidad de hijo, debió cerciorarse si se trataba de un menor de edad
no emancipado para tener como domicilio para el embargo, el de
la seiíora Marcela Madrid, de acuerdo a lo previsto por el artículo
24 f•.acción 1del Código Civil. Por el contrario. si el demandado
era mayor de edad, debió cerciorarse en que calidad habiL,ba en
ese domicilio, puesto que si era mayor de edad, podía estar cn uso
del derecho de habitación. 'Iue de acuerdo al artIculo 968 del
Código Civil. solo le daba la facultad de ocupar gratuitameute, en
casa ajcna, la pieza o piezas nccesarias para sí. Por tanto, de
procederse el embargo. se dcbió identificar previamente su pieza
de habitación (del demandado). y con mayor razón. los bienes que
a él le pertenecian, y por lo mismo, diferentes a los del matrimonio
h-eta Madrid, por lo que al no ocurrir así, el embargo est..'lafectado
de nulidad por recaer en bienes de personas extrañas, como son
el cilado matrimonio Ireta Madrid hoy apelantes.

Toca 1-187/989, relativo al recurso de apelación, interpuesto por Horacio
Irera Alas}' Marcela Madrid de 1rera, en contra de la sentencia interlocutoria
pronunciada en el incidente oOstativo, dentro deljuicio ejecutivo mercantil
número 595/989, ejecutoria pronunciada el6 de diciembre de 1989, la cual

no fue impugnada en amparo. SustenL1nte Magistrado Gr~gorio S:ínche7.
León, ClL'Uta Sala Civil.
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EL DERECHO ALTANTO DEL INQUILINO PARAADQUIRIR
EL INMUEBLE. SOLO LOTIENE CUANDOSE VENDE TODO
EL BIEN. PERO NO CUANDO SE TRATADEL DERECHO AL
TANTO DE UNA PARTEALICUOTA. YAQUE EN ESTE UL-
TIMO SUPUESTO SOLO CORRESPONDE A LOS
COPROPIETARIOS DEL INMUEBLE. INTERPRETANDO LOS
ARTICULOS 867.890 Y2299 DELCODIGO CIVIL.- En efecto.
los agravios expresados son improcedentes. no siendo óbice para
considerarlo así, que en la cláusula décima octava del contrato de
arrcndamienLO, como bien -lo dice el inconformc, se haya con-
venido en el supuesto de que se pretendiera vender el bien motivo
del acuerdo de volunlades, tendría preferencia el arrendatario,
para en su caso hacer uso del derecho al tanto, y que induso éste
reuna los requisitos exigidos por el artículo 2299 del Código Civil.
pues haciendo una sana interpretación del precepto citado, debe
entendersc operable cuando esa en~~enación es de la totalidad del
inmueble, más nunca tratándose de una parte aliCuOL'l, como
sllcedi6 en la especie, en virtud de que en este Ílltimo supuesto,
quien tiene mejor, primero y preferente derecho es la
copropietaria y aClara Olivia .\'1acielviuda de Amczcua, de confor-
midad con los preceptos 867 y 800 del Código Sustantivo de la
Materia, derecho al tanto, al quc nunca renunciaron los
copropietarios en beneficio de la inquilina, siendo por tanto
además, primeros en tiempo y por lo mismo en dcrecho a ejercitar
el derecho al tanto.

Toca 1-112/989, relativo al recurso de apelación interpuesto por elliceu4

ciado ~1.Ernesto Carda Montaña, apoderado jurídico de "Compañía
Operadora de Teatros, 5-1\.", en conlra de la sentencia definitiva dictada
por el Juez Quinto de lo ci\'il de este Distrito Judicial, en d juicio sumario
civil número 274/86, sobre desocupación }' entrega de inmuc.ble por
terminación de COlllrato de arrendamiento, promovido por el m.lnrlatario
jurídico de Olivia Madel viuda de Amezcua, frente a la parte apelante,- Se
negó el amparo directo número 31/90, por el Primer Tribunal Colegiado
del Décimo Primer Circuito, Sustentante: Magistrado Gregorio 5ánche;¿
León, Cuarta Sala Civil.



EL FISCO NO SOLO PUEDE COMPARECER EN UN INTES-
TADO DENTRO DEL PLAZO DE 30 DIAS CONVOCA.l'lDO A
HEREDEROS, SINO EN CUALQUIER TIEMPO. CUANDO
NINGUN HEREDERO JUSTIFIQUE SU PARENTESCO YA
QUE ES PARTE POR DISPOSICION DE LA LEY EN TODO
JUICIO SUCESORIO. ARTICULOS 1037, 1068 Y 1071 DEL
CODIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES.- En efecto, cs
Indudable que el auto impugnado esta pronunciado sin fundamen-
L'lrlo en la ley, habida cuenta que, como bien lo dice el apelante,
el J~l~7..Tercero de lo civil de cste Distrito Judicial, vulneró en su
peI)UICIO el contendio del artículo 1068 del Código de Procedi-
Huentos CI\.!l1cs. pues el mismo claramcnte esw.blece en la parte
quc inte~'esa ".EIjuez tc~,drá por radicado el juicio de intestado y
n~~l1ldara publIcar un edicto en la puerta del Juzgado por 30 trcinta
dlas, convocando a los que se crean con derecho a la herencia. para
que comparezcan a deducirlo en dicho término, contando desde la
fecha en quc el edicto se fijc cn cllugar indicado". Preccpto del
que s~ despre~dc .que cualquier persona puede comparecer a
dedUCir herenCia, siempre que este dentro del plazo señalado, lo
que así acontecio con el Fisco del Estado. pues de las constancias
que fOI~man el tesúmonio de apelación, se constat..'1. que el edicto
se publIcó con fecha 11 once de abril del año pasado, misma fecha
cn que la abogada l.ópez Aivarez, reprcscntante del Fisco dcl
Estado comparece a deducir derecho en favor de su representado,
parlo quc SIendo así las cosas, cs innegable que el Fisco del Estado,
en uempo deduce derechos hereditarios, lo que así debió tellérscle,
no o~stante que en los 3 tres días que se le concedieron para que
n~a1llfestara l~ que a.su representación convinierc, no haya hecho
~lInguna mamfestaclón. A mayor abundamiento, hacicndo una
lllterpretación sistemática y armónica de lo dispuesto en los artí-
culos ~0.37 Y 107 I del Código Adjetivo Civil, el Fisco es partc por
diSPOSICión de la ley en todo juicio sucesorio sea intcs~unentario
o testamcntario, y por otra pane, cuando ninglin heredero justifi-
que su parcntesco con el autor de la sucesión, se declarará
h~re~ero al Fisco, aun cuando no hubiere comparecido en el
tcnnlllO que señala el artículo 1068 del Código de Procedimientos
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EL NEGARLE EFICACIA PROBATORIA A LA PRUEBA DE
TESTIGOS NO ENTRAÑA REVOCACION POR HABERSE
CALIFICADO DE LEGAL EL INTERROGATORIO.- Carecc dc
fundamcnto jurÍtlico la esúmacÍón vcrtida en el sentido que al
negarse eficacia pl-obatoria a la prueba testimonial, entraii.a una
revocación por virtud de que previamcnte el a qua calificó de legal
el intcrrogatorio en base al cual se desahogó la rcfcrida prueba,
pues de aceptar tal criterio se vulneraría el contenido de los
artículos 572 y 573 del Código de Procedimientos Civiles, así como
los principios reguladores dc la prueba de testigos, cn base a los
cuales el juzgador pucdc hacer uso del arbitrio judicial quc la ley
le confiere para apreciar los testimonios de las diferentes personas
que depusieron cn el proceso y, al descstimar t.al probanza lo hizo
mediantc una calificación prudente, acorde con las exigcncias de
la sana crítica.

1ixa 1-23/987, relativo <t la apelación interpuesta por Pedro Fernando
Hernández Robledo, en cnlUra de la senlencia definitiva dictada por eljl1ez
Primero de lo Civil de Ur\L1.pan, Michoacán, en el juicio sumario civil
13 L2/985, sobre interdicto para recuperar la posesión, promovido por el
apelame frente a Ezequiel Dias Barriga. Confirmado por ejecutoria de
amp",ro del Tribun.11 Colegiado del Décimo Primer Circuito, en el
promovido por el mencionado Pedro Fernando Hernández Robledo, regis-
trado con el n,?mero 307/87. Sentencia: 9 de marzo de 1987. Suslentante:
~fagislrada Ma. Guadalupe Morales Ledesma, Oct:l.va Sala Civil.

EN CUANTO A LAS FORMALIDADES Y SISTEMA DE EXCEP-
CIONARSE EN TRATANDOSE DE TITULOS DE CREDITO SE
DEBE TENER EN CUENTA PREFERENTEMENTE LA LEY

Civiles, y solo cese su intervención cuando está cubierto su interés,
de ahí que, sea legal el que haya comparccido en la fecha que lo
hizo a deducir derechos hereditarios en el presente_

Toca 1.131/989, relativo al recurso de apd.ad6n interpuesto por la licen-
ciad •..•.Ma. Esthela López Ah'arel. represt:mte Legal de la Tesorer(a C..cneral
del Estado, en contra del auto de fecha 17 de abril de 1989, dictado por el
Juez Tercero de 10 Civil de este Distrito Judicial, en el juicio ~ucesorio
¡ntestamentario número 331/989, a bienes de Catalin;1. Soledad ~lata
Morales, promovido por María Guadalupe MaLl ~foraJes.- Sustent.1nlc,
Magistrado Gregario Sánchcz Le6n, Cuarta Sala Civil.
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tratándose de títulos de crédi(.'"1,se debe tener en cuenta preferen-
temente la Ley de Títulos y no el Código de Comercio, pues los
documentos base de la acción como se constata. a fojas 2 dos y 3
tres del principal, son letras de cambio, acwalizándo:'5e entonce~ .10
dispuesto en el numeral 1101 del Código d,eComercIO, en .relaclOn
íntima con el 80 de la Ley General de TIt.ulos y OperaCiones de
Crédito, preceptos que en ningún momento exigen {~ueal oponer
el dcmandado sus excepciones debe acompañar los Instrumentos
en que se funde o promovcr laconfesión o reconocimiento jud!cial,
como sí sucede en el diverso supuesto contemplado en el artICulo
1399 del Código de Comercio.

Toca 1-193/989, r('\ati ••..o a la apelación interpuesta por j~é y Samuel
Ménde~ Ramos, en contra del auto de fecha 14 de ago!>tode 1989, dicudo
en el juicio ejecutivo mercantil número 121/989, seguido ante e~Juzgado
~lixto de Primera Instancia del Distrito Judicial de Coa1comán, ~llchoacán.
por J. jesús Ranúrez. Arredondo frente a josé y Samuel M~ndo~a .Ramos.-
Smlcntante; Magistrado Gregario Sánchez León, Cuarta Sala Civil.
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ENRIQUECIMIENTO II.ECITlyIO. SI SE RECl.A\1A EL PACO
E:\ ESPECIE O SU EQUIVALENTE EN MONEDA NACIONAL.
LA CONDENA QUE SE DICTE NO DEBE SER A PRECIOS
ANTERIORES SINO A VALORES ACTUALES.- Tomando en
consideración que quicn se enriquece en detrimento de otro, está
obligado a indemni7.arlo en la medida en qu,c se. enriqueció,
podcmos concluir que en el prcsente caso el mfenor no ?br6
conforme a derecho al condenar a la pane demandada a cubnr en
favor de la actora una cantidad líquida, que fuc la que obtuvieron
como enriquccimiento en la fecha del evento, En efccto, si las
demandadas en cuestión cosecharon en el ailo de 1985, CUarellGl
toneladas de maíz, de las que les correspondieron veinte, resulta
legal modificar el fallo primario para ahora c.ondenar ',1 las uemal~-
dadas a cubrir en favor de la actora la canudad de kilos de malz
que cosecharon ilegalmente, o bien Su equivalente en moneda
nacional al prccio actual, por estimar justo les sea devuclto el
equivalentc al enriquecimiento ilegítimo que obtll:'icron dichas
demandadas en aquella época, por ser proporcIOnal al em-
pobrecimiento que en el propio tiempo sufrieron los actores de
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CENERAL DE TITULOS y OPERACIONES DE CREDITO y
NO EL CODICO DE COMERCIO.- En efeclo, es indudable que
el Juez t"lixto de Primera Insmncia del Distrito Judicial de
Coalcomán de Váz(jllcZ Paliares, Michoacán, fundó su auto reCllM

rrido de fecha 14 catorce oc agosto del presente aüa, en un
precepto no aplicable al caso concreto, debido a que el nUlIleral
1399 del Código de ,Con~ercio. en que se apoyó el resolutor
original, para no admiLir la contestación al demandado, no
obstante estar en tiempo para producirla, es aplicable únicamente
cuando los títulos ejecutivos son diversos a títulos de crédito, los
que también son ejeclILh'c}s, puesto que la ley no debe interpretarse
llllicamente atendiendo él la letra que la expresa, sino
interprer..indola en la espcde, de lllanera sisfemálica, tomando en
cuenta el sistema dc normas aplirables a un caso concrelO. En
efecto, ha)' que tener en cuenta la aplkación prefercu'te en este
caso, de la Le)' General de Títulos )' Operaciones de Cn:~lito,
puesto tille se esta accionando con hase en títulos de crédito, COIllO

son 2 dos letras de cambio. Por lo anterior, hay que seguir cl orden
de aplicación quc seüala el artÍCulo 20 de la Ley lllumamentc
citada, que establece <pie primero se debe aplicar la Ley General
de Títulos y Operaciones de Crédito, y en segundo lugm; la
legislación mercantil general, que en la especie sería el Código de
Comcrcio, por lo expuesto, si hien es cierto que de acuerdo al
anículo 1391 del Código de Comercio, se mencionan ••lgunos
documcntos que traen aparejada ejecución, y (lue por otra partc,
los artkulos 1399, 1-102Y I~103de dicho Código, cxpresan los
documentos que se deben acompaüar al derecho de excepción;
L.tl1lhién es cierto, que elltrat¡índose del accionar con los títulos a
que se refiere al anÍClllo 1391 fracción IV, del Código de Comercio,
correspoll(!e por el contrario el excepcionarse de acuerdo a los
articulos 1401, del Código de Comercio y 80 de la Lev de Títulos
de Crédito, pucsto que inclusivc, como fácilmente p~lede ouscr-
varse, cuando el artículo 1391, fracción IV del Código de Comer-
tio, remitc al numeral 53'1, del mismo ordenamiento, éste (¡Itimo
precepto esta derogado, puesto que los artÍCulos del -149 al 575,
que integraban los Títulos O<:t¡IVOy noveno del Código de Comer-
cio, fueron abrogados, por el artículo 30 transitorio, de la Ley
Gencral de Títulos)' Operaciones de Crédito. Por conclusión, en
cuanto a las formalidades )' sistema para excepcionarse, en
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referencia, suma de dinero que, en su caso, será cuantificada en
ejecución de sentencia.

Toca. 1-3081987, rcl.'lüvo a la apel.aci6n interpuesta por Manuel Alaros
Escob.:U Peña y Cclina PefIa Pérez en contra de la sentencia. definitiva
dicl<l.da por el Juez Mixto de Primera InsLlnda de Ciudad Hidalgo,
Michoacán, dentro del juicio ordinario civil número 100/987, sobre enri-
quecimiento ilegítimo, que promovieron dichos apcl.lntcs frente a MarIa
Salud y Bárbara AlaJús Hernández. Sentencia pronunciada el 21 de enero
de 1988. Sustentante Magistrado Augusto Aniaga Mayés.

La sentencia de Segunda In~tancia fue recurrida mediante amparo del cual
tocó conocer al Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito, mismo que
fue sobrescido por aclos conscntidos.
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Se combatió por el inconforme en vfa de amparo directo, habiendo negado
la protección constitucional el Primer Tribunal Colegiado del Décimo
Primer Circuito, por unanimidad de votos, mediante ejecutoria de fecha ;)
de julio de 1990, AD. 252/90.

EXISTENCIA DE UNA SOCIEDAD MERCANTIL. FALTA DE
CERTEZA EN LA PERSONA QUE REALIZA ACTOS
JURIDICOS COMO REPRESENTANTE, RESPONDE COMO
PERSONAFISICA DEL CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES
EN FORMA SUBSIDIARIA, SOLIDARIA E lLIMITADA-
MENTE.- Es de explorado deredlO que nuestra Ley General de
Sociedades Mercantiles impone la obligación a todas las
sociedades, cualesquiera que sea su tipo, de señalar después de su
denominación o razón social, la especie de sociedad mercantil de
que se lrah1. y, en el caso, ante la falta de certeza de la existencia
jurídica de "Diseño Impresiones Publicidad", porque en el cuader-
no subyacente no aparece que se haya constituido legalmente e
inscrito en el Regislro Pllblico de Comercio, debe prcsumirse que
sc trala de una sociedad irregular que lodavfa no ha cobrado
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otras pruebas, evidenciaran, a la luz de razonaluienLOs técnicos,
los motivos de la alteración, orientando a la autoridad jurisdic-
cional. Es más, sin pcrjuicio de lo anterior, bicn pudiera ser que,
en el último de los casos, la mención relativa a los señalados
intereses se haya puesto después de las otras anOlaciones visibles
en el pagaré, pero antes de suscribirlo; y como no existe prucba
adecuada de si las firmas de los obligados (tanto el principal como
su avalista) fueron puestas antes o después de aquella mención,
debe presumirse que lo fueron antes, ya que así lo dispone
catcgóricamenle el artÍCulo 13de la Legislación Cambiaria, lo cual
significa que, de cuaiquicr forma, la excepción hecha valer resulta
inatendible.

Ejecutoria dictada el 11 de abril de 1990, por la Quinta Sala Civil, dentro
del toca 1-246/8-989, formado con motivo dd recurso de apelación que
interpuso José Chávez Valencia, por derecho propio, contra la sentencia
defin.itiva emitid')' por el Juez Segundo de lo Civil del Distrito Judicial de
Uruapan, Michoacán, dentro del juicio ejecutivo mercantil número
179/989, promovido frente al apelante por los endosatarios en procuración
de Ernesto t\lont:lno Zavala. Sustentante: !'oIagislrado Fernando Arreola
Vega.
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EXCEPCION DEALTERACION DEL TEXTO DEL DOCUMEN-
TO O DE LOS DEMAS DATOS QUE EN EL CONSTEN, COMO
DEBE PROBARSE.- Aunque es cierto que el espacio existente
en el pagaré cuyo cobro se pretende, destinado al concepto de
intereses moratorias, aparece con un asterisco; y que exactamente
debajo de ese espacio, o sea del renglón respectivo, obra la
mención "8% mensual", con un lona de tinta más claro que el
correspondiente a las otras menciones que a máquina se contienen
en el propio pagaré, aparte de que la palabra "mensual" está
escrita con letras minúsculas, no así el resto de dichas anotaciones;
ello no basta, en concepto de este tribunal ad qucm, para que
prospere la excepción opuesta por el demandado, que no es otra
clllc la consistente en la alteración del texto del doculllento o de
los dcm~ts actos que en él constan, porque esla misma Sala es del
criterio que eXfcpción semejante debió demostrarse a través de
prueba pericial grafoscópica ,que era la idónea para ello, y no por
Intcrmcdlo del nusmo título de crédito, como implícitamente lo
admitió el propio demandado al excepcionarse, cuando dijo que
la ;;creditaría en el momento procesal oportuno mediante aquella
probanza, que desde entonces ofrecía. Y no puede ser de otro
lIIodo, habida cuenta que las diversas circunstancias destacadas en
un principio, visibles en el examinado título valor, constituyen tan
solo un indicio de la alteración esgrimida y éste, por sí, deriva
insuficiente, pues su plena corroboración resultaría de los
dicLLíincncs grafoscópicos cOlTespondienrcs que, en defCcto de
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personalidad jurídica propia. En tales condiciones )' como de
acuerdo <l lo estipulado en el p~hrafo quinto del artículo 20. de la
Ley eH dU.t, los que realicen anos jurídicos como reprcscnlamcs
o mandatarios de una sociedad irregl1lal~ responderán del cumpli-
miento de los mismos frente a terceros, suhsidiaria, solidaria e
ilimila.dalllcntc sin pCljuicio de la respollsabilitl;uI penal en que
hubieren incurrido, (u;)ndo los terceros resultaren pCljndicados,
es incuestionable quc en la especie. si el scilorJorgc Diez Gargari
contrajo una obligación a numbre de aquélla, esLoi obligado a
responder como persona física del cumplimiento de la misma
suhsidiaria, solidaria e ilimitadamente con la negociación
codcmandad~,

'loca )477/9"807,rc1.lli,.o a 1.1apelación intC'rpucst."l por el licenciado Humbej"-
to Aguilar Cortés. :lpoekrado jurídico de Jorge Leal S.'ínchez. Gerente
Cene!'<ll de LealgiL S.:\., tn contra de la sentencia definitiva dictada por d
JUCl Primero de lo Civil de ~ton:-li;¡. :-'ficho¡lCán, dentro del juicio ejecuüvo
civil 1l•...llllerO 1829/85, que sobre pago de pesos promovió dicho apelante
frente a Jorge Diez C.arg:ari }' "ni~cfil) Impresiones Public.i<L"ld". Selllencia
pronunci.lda C'1:.?5 de agosto de t987. Suo;lcllt.1ntC: :\Iagj~traclo Augusto
$\rriaga :\1a)'6.

La presenle tesis fue confirmad."l llledi.lnlc ejecutori."l dietada por el
TriuUll.l1 Colcgi:ldo del Décimo Primer Circuito con (ccha :.?O de junio de
1988. del\tro d('1 juü.:io oe amparo directo número 1107/87, promovi{lo por
Jorge Diel Cargari,
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IIEREDERO UNICO y ALBACEA, SOj'; Ij';STITUCIONES DI-
FERENTES.- Si bien es cierto que cuando el heredero lmico es
al mismo tiempo ~Ibacea y no existcnlegararios, posee en nomhre
propio toda 1;) herencin y no puede haber indidsión, por lo que el
patrimonio hercditario, desde la fecha cn que se abrc la sucesión,
correspondc al heredero (mico; sin cmbargo, tal hipótesis. no se
actualiza en I~ especie, porque aún cuando la z-pelante result6 scr
la ünica heredera de su extint.o esposo y por tal moti\"(l se Ic t.U\'O
como alhacca int.estamcmaria; sin embargo cuando uentro del
juicio sc cmplazó a la sucesión demandada, aquélla ya 110

desempeüab~ ese albaceazgo, sino que el mismo c01Tcpondía al
rcprcsentantc del Fisco del Estado en Zitácuaro, :Vlichoacán, por
así haberse delerlllinado cn el sucesorio mencionado; por todo lo
cual, resulta inconctlso que la demanda que di6 origcn a este

contradictorio no tenía porque emplazarse a la única heredera,
sino al entonces allxtcca en funciones. conforme a lo dispuesto por
los artículos 1D3G Y1564 fracción VIII del Código Civil, fluedando
así dehidamente establecida la relación jurídico-proccsal, sin que
para ello obste el quc postcriormente dicho Administrador de
Rcntas hay~ sido relc\'ado de su cargo.

Ejecutoria dictada d 14 de marzo de 1989, dentro de I loca r -8G/989. relaúvo
a la apelación inlerpuesta por el demandado en cOlllra de la sentencia
definitiva. dictada por el e, Juez Segundo de Primera Instancia de
Zit.icuaro, :-'hchoacán, dentro del juicio ontinano civil 33[~1988, sobre
cumplimiento de [olltrato de compraventa y otras prestaciones promovido
por Antonio Sih'a Lara (remc .1 1.1.suc('!'iión a hienes de Rernaldo Pérez
Valdí\'i.l, represt:ntada por su albacea C. Administrador de Rentas de
Zir;'\cU.lfO. Sustent.ad,'t por el Magistr¡¡do Augusto Arriaga M.l)"&;. Séptilll<l
Sala Civil. Estc criterio no fué impugnado a tr;l.\'és dd juicio de garanlf:ls.
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HUELLA DIGITAL PARA E"DOSAR UN TITULO DE
CREDITO. SU ESTA.\II'A\lIENTO ANTE NOTARIO PUBLICO
ESSUFICIENTE. NO SE REQUIERE FIRMAR A SU RUEGO.-
No sc actualiza en el presente ca:so ninguno de los supucstos del
artículo :~ode la Ley General de TÍlulos yOperaciones dc Crédito,
en virtud dc quc cn el pié del endoso no tenía porquc aparcccr
firma distint~ de I~ endosalltc, cs dccil~ dc person~ que firmara a
su ruego y en su nomhrc debido a que, al haber estampado la
bencficiaria su huella digital y así haherlo certificado Notario
Público, ese hecho, por sí solo, trae CUIllO consecuencia que el
endoso de rcfcrencia se tenga como otorgado por la propia C11-

dosante por todo lo cual, la ausencia de firma dc persona distinta
a ella, no puede dar lugar ti la nulidad del doculllcnto como
erróneament.e lo intcrpretó cl inferior.

Ejeclllori."l dict."ld.l el too de lllarzo de 1989 dentro del Tocé!. 1-2211988,
fC:lati\'o a tl apel.1Ción illlerpues1<l por el Licenciado Eze<luic! F~,>lrada
Aguirrc, endosat<lrio en procuraci6n de Julia Loeza, el1 COlltra de Id senten-
cia dcfinüi\'a (tierada por el Juez de Primera Inst."lnda de Huet.1ltlo.
i\.lichoac::ln, dClltrodeljuicio ejecutivo merc¡mtil mhnero l26/98i (Jue sobre
p:lgo (le pesos prolllovi61.1 apelante frente a Dellletrio Cárdel\as Ctirdenas,
Suslcntad.l por el i\.laKistrado AUg\lsto Arriaga Mayés. Séptima S:lla Civil.

Criterio confirmado .11n{'garse el amparo}' protección de la Justicia de la
Unión, conforme a la ejecutoria dat.,lc.1ad (üa 20 de junio (I{~1989 pronun-
ciada eH el Trihun;J1 Colegi,'ldo del Décimo Primer Circuito.



IMPROCEDENCIA DE LA ACCION COll.IPENSATORIA,
CUANDO ESTA SE INTENTA POR HABER SUFRIDO DAÑOS
Y PERJUICIOS POR LA FALTA DE PAGO DE PESOS.-Si en un
juicio de naturale7..a civil la prestación principal exigida es una
suma de dinero, por mandato del artículo 1973, párrafo segundo,
del Código Civil del Eswdo, los dallos y pcrjnicios que rcsulten de
la falt.~ de pago, nunca debcn cxccdcr del interés legal, salvo pacto
en contrario, int.erés que a~ciende al nueve por ciento anual según
el artÍCulo 2247 del Ordenamiento Legal invocado, pues no
obstante que le asiste la razón al apelante al scílalar que la suma
de dinero la va a recibir devaluada y sujeta a los índices de inflación
cada día más altos, debido a los fenómenos económicos que afectan
a nuestro país; sin embargo. nuestra Ley Civil vigente, ante esa
situación, no contempla una compensación adicional como parle
de las obligaciones de pago de pesos; y al no existir laguna de ley,
tampoco faculta a las autoridades judiciales a tomar en cuenta
fenómenos económicos de la inflación ydevalllación cuando vayan
a determinar los daños y pCljuicios originados por el in-
cumplimicnto dc una obligación de pago de pesos. Finalmcntc,
dcbe destacarse que, siendo función del PoderJudicial, entre otras,
la de interpretar la ley, no podemos más que aplicar el derecho
como sus más fieles intérpretes; correspondiendo en tal caso, al
Poder Legislativo, hacer las modificaciones al Código Civil, para
ajustarlo a las necesidades de nuestra realidad social, económica y
política; por consecuencia, no es posible jurídicamentc hacer
pronunciamiento legal sobre la reclamación del pago compen-
satorio pretendido por la parte actora, aquí inconforme.

Senlencia del 25 de agosto de 1987, dictada denlro del Toca 1-77/986,
rclalivo a la apelación interpuesta por el licenciado Humberto Aguil.1.r
Cortés, apoderado jurídico de Jorge Leal Sánchez, Gerente General dc
Lealgil. S.A., cn contra de lascntenciadefiniti ••..a, dicuda porelJuez Primero
de lo Ci••..il de Morelia, dentro del juicio ejecutivo civil número 1829/85, que
sobre pago de pesos promovió dicho apelanle frente a Jorge Diez Gargari
}' "Discúo Impresiones Publicidad" represcnladl por aquél. Sust.cnlante:
Magistrado Auguslo Arriaga Mayés, Séptima Sala Civil.

A1nparo direclO número 1lO8lH7, promovido por el Licenciado Humbeno
Aguilar Cortés, apoderado jurídico de Jorge Lcal S.inchez. Confirmada la
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!'icntcnaa por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito
mediante resolución de fecha 20 de junio de 1988.

IMPROCEDENCIA DE LA EXCEPCION DE LITISPENDEN-
CIA. POR FALTA DE EMPLAZAJI,lIENTO, EN JUICIO PEN.
DlENTE.- Del contenido del articulo 341 del Código de
Procedimientos Civiles, se advierte la circunstancia, de que es
hasta el momento en que se emplaza a una persona ajuicio cuando
se inicia la relación jurídica procesal)' no antes, por ser hasta ese
instante cuando la parte reo entre a formar parte del proceso y lo
determinado en éste puede depararle peljuicio; por lo cual, ante
la falta de emplazamiento en cljllicio de prórroga de contrato de
arrendamiento, no puede hablarse con propiedad de litispenden~
cia en este contradictorio, frente a uno sobre terminación de
contrato de arrcndamicllto, debido a quc la litispendcncia es el
estado de litigio del que conocen los tribunales y no ha sido resuelto
por sentencia ejecutoriada.

Ejecutoria diClada el 7 de diciembre de 1987, dentro del toca 1.312/987.
reL1Uvoa la apelación interpuesta por el apoderado jurídico de :\1agdalena
Acevcdo en contra de la sentencia definiti\'a, dictada por el Juez Primero de
lo Civil de Morelia, !\fichoacán, dentro del juicio sumario civil número
367/987, que sobre terminación de (:olllralO de arrendamienlO promovió
Baltazar Tena ~forales frenl(' al apel.ll1te. SIL"lentada por el Magislrac10
AuglL'ilOArriaga Mayés, Séptima Sala Civil.

Fué confirmada por el Tribunal Colegi:tdo del Décimo Primer Circuito con
residencia en esLl ciudad, denlro del amparo Directo Civil número 55/988,
con fecha 10 de m.1rZO de 1988.

INCAPACIDAD PARA HEREDAR POR EL DELITO DE
BIGAMIA COMETIDO EN AGRAVIO DEL DE CUjUS.- Si el
que concurre a la sucesión a deducir derechos a la herencia,
contrajo matrimonio en scgundas nupcias con la de cujus, el juez
debe analizar la capacidad para heredar del cónyuge supérstite,
cuando sU derecho ha sido impugnado por los demás presuntos
herederos, sin quc pre"iamente exista la necesidad de declarar
nulo el matrimonio, porque aun cuando el segundo matrimonio
se em:ucntra afectado de nulidad, jurídicamente ya no puede
plantearse eljuicio correspondiente ante el6rgano jurisdiccional,

Segunda Parte
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porque este derecho s610compete a los consortes y no se transmite
por sucesión; por lo que habiéndose demostrado que el cónyuge
supérstite fue condenado a purgar una pena de prisión pore! delito
de bigamia, cometido en agravio de la de cujus y otra persona,
debe declararse la incapacidad de éste para adquirir derechos a la
herencia, y, por ende, en los términos de los artfcnlo 1176 y 1179,
fracción V, del Código Civil del Estado, se le debe excluir de la
sucesión.

Toca 1-2061987, relativo a la apelación interpuesta por el apoderado jurídico
de Francisco Javier y Adelaida Ruiz OÍlale en contra de la sentencia
interlocutoria dictada por elJuez Cu..rto de lo Civil de Morelia, ~lichoacán,
dentn> del juico sucesorio intestamcntario número 1339/986, promovido
por Daniel Mora Castañón, a bicncsde Martha Lidia Ruiz OñalC. Sentencia:
28 de agosto de 1987. Sustentante: ~bgistrado Augusto Arriaga ~layés,
Séptima Sala Civil.
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INCOMPETENCIA DEL FUERO COMUN PARACONOCER DE
CONFLICTOS DE ARRENDAMIENTO CUANDO UNADE LAS
PARTES ES UN ORGANISMO PUBLICO DESCENTRALIZADO
CO:'>IO PETROLEOS MEXICAl"OS.- No es suficiente el hecho
de que en el contrato de arrendamicnto cn que se funda la acción
intenrada, ambos contratantes hayan convenido expresamente
someterse a la competencia de los 'fribunalcs del Distrito Judicial
de Lázaro Cárdenas, Míchoacán, lugar de ubicación del inmueble,
renunciando al fuero de su domicilio <Iuepudiera corresponderles
por cualquiera otra razón, para estimar que los Tribunales del
orden común son competentes para conocer de la presente con-
troversia en la cual, una de las partes contratantes lo es Petróleos
Mexicanos, toda vez que, conformc a los arlÍculos 151, 158 Y 156
del Código Adjetivo Civil, la jurisdicción por razón de territorio es
la única quc se puede prorrogar como sucedió en el presente caso,
circunsLo'lncia esta última que, resulta irrelevante y carenle de
fuerza legal para que esta Sala pudiera sostener su competencia,
en virtud de quc, C0ll10antes se anot.ó, siendo Petróleos t\..texicanos
un organismo p(tblico desccntrali7..ado del Gobierno Federal, todas
las COnlroversias en que sea parle no serán de la competencia de
los tribunales localcs, ello conlorme a lo prevenido por los dis-
positivos arites invocados, ya que el fuero Federal de que está

in"cstida dicha institución es irrenunciable, por no ser posiblc la
renuncia al fuero por razón de la materia, de lo que se colige que
los tribunales comunes de esta Entidad son legalmente incom-
petentes para conocer y fallar el presente juicio.

Toca 1-59/987,relativo a la "pdación imerpuesta por el apodcr.1.do jurfdico
de Petróleos Mexicanos en comra de la sentencia definitiv.1. dictadl. por el
Juez Tercero Mixto de L.i7.:lTO Cárdenas, Michoacán, dentro dd juicio
sumario civil número 88/986, que sobre rescisión de conlralO de arren-
damiento)' otras prc~.t.l.ciones promovió e1licenciado Reyes ~lejíaJiUlénez,
frente al .1.pelante, Sentencia pronunciad.l el 20 de abril de 1987. Susten-
t.mte: Magistradv AuguslO Arriaga Marés, Séptima Sala Civil.

La sentencia de segundo grado fué recurridl por el licenciado Reyes l\.lejía
jiménez mediante juicio de amp.lro del que conoció el Juzgado Primero de
Distrito en el Estado, habiéndose registrado bajo el número 11I-748/87,
dictando sentencia ellO de septiembre dc 1987, negando el amparo y
protección de la Justicia Federal solicit."ldo. El Tribunal ColeSiado del
Décimo Primer Circuito confirmó la sentencia que negó el amparo.
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INFORMACIONES DE DOMINIO E INSCRIPCIONES DE
POSESIONo SON DIFERENTES. INCONGRUENCIA DEL AR-
TICULO 1324 DEL CODIGO ADJETIVO CIVIL AL EXIGIR
LOS MISMOS REQUISITOS.- El Código Sustantivo de la
Materia establece una clara distinción entre el registro de las
informaciones de dominio y de las inscripciones de posesión, ya
que es bien sabido ({tiC la primcra persigue la declaración de que
el poscedor se ha convertido en propietario en virtud de la
prescripción: y, la segunda, únicamente surte el efecto de lener
inscrito la posesión como apta para producir la prescripción; por
lo que, siendo diferentes los alcances de aquéllas, rcsult.e incon-
gruente que en el artÍCulo 1324 del Código Adjetivo Civil se les
equipare <tIrcmitjr a los numerales 1318, 1319 Y1320 del propio
Onknamicnto exigiendo la acredit.."1ciónde iguales requisitos para
la procedencia de cualquiera de las mismas, ya que de aceptarlo
así. no tendría razón de ser la existencia de la acción de inscripción
de posesión, tan es así, quc el objeto de esta inscripción preventiva
no espera que slIrLo"1efectos como título de propiedad, sino simple.
mente para que haya publicidad anticipada de que se estlt poseyen-
do un inmueble que mas larde cumplirá el término de la
prescripción y, por otra parte, conforme al <lrtículo 1068, fracción
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Il, se puedan promover las diligencias de información ad
perpétuam por tener simplemente 10 diez años la posesión aun-
que no se tenga título.

'Ibea 1-234/987, apelación interpuesta por Ma. del Carmen Ojeda Saavedra
en contra de la sentencia definitva dictada por el Juez Primero de lo Civil
de Zamora, Michoacán, dentro de las diligencias de jurisdicción voluntaria
Il(mu~ro 1312/85 que sobre inscripción de posesión de inmueble promovi6
l..• citada apel.ante. Sustentante; Magistrado Augu:sto Aniaga j\larés. Sen-
tencia: 29 de octubre de 1987. La sentencia de Segunda Insrancia no fué
recurrid.'l por lo que qued6 firme en sus términos.
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INFORME DE LAS TRABAJADORAS SOCIALES. NECESIDAD
DE PONERLO A LA VISTA DE LAS PARTES EN LOS TER-
MINOS DEL ARTICULO 467 DEL CODIGO ADJETIVO CIVIL,
PARAQUE ADQUIERA VALOR PROBATORIO I'LENO.- Ge-
neralmente, los informcs dc la Oficina de Trabajo Social son
ordenados por el juzgador como una diligencia para mcjor
proveer; sin embargo, sucede a menudo que no se les otorgue valor
probatorio alguno, sobre lodo por los Tribunales de Anlparo al
considerar que las partes carecen de oportunidad para inconfor.
marse con el mismo. Por consiguiente y dada la relevancia que
talcs informes tienen en los negocios de caracter familiar, por
contener lIna información detallada del medio en que se desen-
vuelven las pancs, así como de la conducta que observa en sus
relaciones tanto familiares como intcl"vccinales que llega, incluso,
a evidenciar la causa generadora del conflicto familial~ dando al
juzgador un panorama mas amplio que le permite formarse un
juicio veraz acerca de la pcrsonalidad de los contendientes; por
tanto, dcberá ponerse a la vista de las partes el informe dc referen-
cia por el término comlÍn dc 3 trcs días para que manifiesten lo
quc ti SllS intereses convenga conformc a Jo establecido por el
numeral 467 del Código Adjetivo Civil, abriéndose así la
posibilidad de que el informe en cita adquiera la eficacia
demostrativa plena que dicho numeral le confiere y, a Ja vez,
evit.ándose su desestimación por el cstado dc indefensión en que
se ha considerado se deja a las partes ..

Toca 52/988, relativo a la ape11ci6n interpuesta por Jorge Alberto Baca
Valencia, en contra de la sentencia definitiva dictada dentro del juicio
sumario civil número 106/987, por el Juez Primero de lo Civil de

Apatzingán, Michoacán. que sobre perdida de la patria potestad, respecto
de b menor Adhalí Liliana Baca Preciado, ejercitó dicho ;\pelantc frente a
Laura Patricia Preciado López. Selllencia pronuncil.d1. el 15 de julio de
1988. SlL';tcIlL1.ntc: ~tagistrado Augusto Arriaga Mayés, Séplima Sala Civil.
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INJURIAS COMO CAUSA DE DIVORCIO.- El artículo 226,
fracción XI, del Código Civil establece como causal de divorcio las
injurias graves. La ncgativa del marido para hacer vida marital
con la esposa, fundada.en sospechas sobre la infidelidad de la
ml~el~ que no llegó a ser probada, rcvela una s::onducta ofensi ••..a al
honor de la esposa que ha traido por consecuencia el rompimient.o
del equilibrio y la armonía conyugales de tal naturaleza grave que
hace imposible la realiz •.'lci6n del fin sociológico del matrimonio,
int.egrándose la causal prevista en la fracción XI de la disposición
legal que se citó.

Toca 72/957. Ejeculoria pronunciada por el Magistrado Guillermo Morales
Ossorio, Primera Sal.1.Mixt.l.
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INTERDICCION DE PERSONA. VALORACIOi'\ DE LA PRUE-
BA PERICIAL.- Siendo la prueba pericial médica la idónea para
determinar la salud ment."1lde una persona, el Juez Natural al
desestimar la existente en autos, por no considerar a sus emitent.es
como peritos por carecer de la especialidad, obró en forma por
demás ligera máxime si se toma en consideración que dichos
peritos fueron nombrados por el propio titular, que el juicio en
comcnto se tramitó en el Distrito Judicial de Zacapu, Michoacán,
en donde es demasiado irreal exigir la presencia de tres médicos
especialistas en psiquiatría, amén de que el proveído de mérito no
se estableció fllIC aquéllos debían tener la mencionada especia-
lidad. Además, si a lo anterior aUllamos que la pericial fue resul-
tado de dos reconocimientos verificados ell términos del artículo
1202 del Código Adjetivo Civil, se colige que son por demás débiles
las causas aducidas por el inferior para negar convicción a la
probanza aludida, ya que si bien es cierto que el juzgadOl~ tiene
libertad para la valorización de las pruebas, est.a no es absolut."1,
pl.leSdebió atender tanto a la calidad de los peritos como a la de
sus razones. las que ni siquiera examinó. apreciando todas las
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circunstancias concurrentes en el ca.•••o, así como los motivos deter-
minantes de su apreciación expres:JJ1do, incluso, cuestiones técni-
cas y, no habiéndolo hecho, resulta incorrecto su actuar, ya que si
bien los peritos son simples auxiliares en la administración de
justicia, el dcscchamicnto de sus opiniones debe ser siempre fun-
dado y razonable, primordialmente en casos como el presente en
que las mismas son de func!amenlalu-asccndcncia para declarar el
estado de interdicción de una persona, razones todas por las que
debe concederse a la multicitaua pericial eficacia demostrativa
plena.

Toc.a -US/98G, relativo a 1.l apd;¡ci6n interpuesta por María Alfon5.1 Téllez
Pascual, en contra de la sentencia difin..itiva dictaua por el Juez de Primera
lnst.moa de :1-1.C.1.pll,Michoadn, dentro del juicio ordin.uio civil mhnero
35/985, que sobre interdicci6n de persona promovío la apelante en cita
frente a Rupeno Anguiano Hern;h\del. Seutencia: 8 de diciembre de 1986.
Suslenl;)nte: ~1agis(rado Augusto Arriga t\tarés, Séptima Sala Civil.

L<l presente tesis fue confirmad1. por el lfibunal Colegiado del Décimo
Primer Circuito con residencia en esta ciucud, mediante ejecutoria dictada
dentro del juicio del amparo direclo número 108/987, promovido por
Rafael L6pez López r Alejandro Pilllentel Pineda, en cuanto apoderados
jurieticos de Ruperto Al1guiano J-1ernfindcz.
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INTERESES CONVENCIONALES, NO PUEDEN ESTIMARSE
ASI LOS QUE NO SE ESTIPULAN EXPRESAMENTE EN EL
TITULO DE CREDlTO.- Asiste razón al apelante cuando
reclama que el jucz del conocimiento, indcbidamente, lo condenó
a cubrir intereses bancarios, fundándose para ello en la inserción
o menci6n (IUC aparece en el pagaré con que se acciona y puede
leerse como "Banc."; ello es así, cn primer lugaJ~ porque de haber
(:onvenido las partes en un determinado interés, debieron es-
tipularlo expresamente, y dicha mención o inscrci6n ("Banc. n) en
modo alguno se trata de un pacto convencional expreso de nada,
al ser tan genérica o ambigua que bien pudiera ameriL,;"lrdiversas
intcrpretaciones, de carácter eminentementc subjetivo; en segun-
uo término, porque aun suponiendo sin conceder que debiera
entenderse como la abreviatura oe la palabra "Bancarios", o sea
C}llCequi\'aliera a intereses bancarios, de cualq'lier forma seguiría
siendo una prestación por demás incierta, ya que sabido resulta
que los intercses que cobran los Bancos difieren SllSL,;"lIlCialmcnte

scgÍln realicen operaciones activas (colocación de recursos) o
pasivas (capt.ación de fonclos), esto es, por ejemplo, que cuando
otorgan crédilOs cobran intereses muy por encima de los que
pagan cuando aceptan in"ersiones del púhlico; pero más lodavía,
porque dentro tic las propias operaciones activas, como son la
concesión de préstatllOS, no opera la misma tasa de interés en los
créditos hipotecarios normales que cn los de interés social o que
en los de habilitación o avío, en los refaccionarios, elcétcra, lo cual
corrobora que ni siquiera en el caso de que el pagaré a eSludio
contuviera completa la frase" Bancarios", sería dable estahlecer la
naturaleza dc los réditos correspondientes;" por tanto, cabe con-
cluir que no habiéndose convcnido intereses, los quc deberá pagar
el obligado no son otros que los legales quc fija el artículo 3G2 del
Código de Comercio, en su primer párrafo, equi\'alente al seis por
ciento anual, cuando establece: "Los deudores que demoren el
pago de sus deudas deberán satisfacer, desde el día siguiente al del
vencimiento, el interés pactado para este caso o en Sll defecto el
seis por ciento anual".

EjecU(oria cticl;)cu el7 ue ttióellibre de 1988 por la Quinta Sala Civil, dcnlro
del toca 1-178/988, furllLado con moti\.o del recurso de apelación que
interpuso el abogado Omar Eduardo Onega Rodrlgucz, por su propio
derecho, contra la sentencia ddinitiv<i dictacla por el Juez Primern de lo
Civil del Distrito J udici.11 de 7~'1mora, ~tichoacán, dentro del juicio ejecluivo
mercantil número 20/98i, (¡\le sobre pago de pesos h.izo valer Aut.otllolriz
Micho<lcan.1, S. A. frente al apelante. SUslcnt.1nte: ~bgi:strado Fernando
Aneola Vega.

Se comb.1ti6 por la parte <lctora en VL1de amparo (tireclo, h.l.l)i('ndo negado
la protección constilUcional el Primer Trihunal Colegiado del Décimo
Primer Circuilo, en ejecutoria de fecha 28 ele marzo de 1989. A.D_ ':!.i/89.
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JUICIO SUCESORIO INTESTAMENTARIO. APUCACION y
ALCANCES DEL ARTICULO 1067 DEL CODICO DE PROCE-
DIMIENTOS CIVILES.- Es cierto, '1ue couforme al lexlO del
artÍCulo 1067 del Código de Procedimicntos Civiles del Estado, si
la denuncia de juicio ab-intestato se hiciere por uu presunto
heredero o por un extraiio, tendrán obligación de eXpl"eSal~bajo
protest.a de decir verdad, los nombres de los dCI1l~lscoherederos,
eDil expresión de su domicilio yde si son mayores de edad, so-pena
de que, la omisión de este req"isil.O hará que se tenga por no hecha
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la denuncia, dándose conocimiento de ello al Ministerio Pllblico y
al Representan~e del Fisco del Estado, para los efectos a que
hubiere lugar; SIll embargo, la aplicación de este dispositivo tiene
su mom~nt~ procesal oportuno, que es precisamente antes del
pronunCIamiento del fallo en su primera sección, habida cuenta
que?c ~l~ser así, s~ atacaría abiertamente al principio de seguri-
dad Jundlca que .pnva en favor de Jos herederos ya reconocidos; y
ello no puede Interpretarse de diferente manera, porque el
heredero o co-heredero preterido. de buena o mala fe, tiene a su
alcance el ejercicio de la acción ordinaria de petición de herencia,
pues de no observarse este supuesto, se colocaría a aquéllos en un
e~tad~ permanente de' incertidumbre r zozobra, con franca
vl~lael6n al principio. de refc.-cncía; amén <le que, de llegarse a
PIO~)?;que el denunCiante, pese a haber protestado decir ve.-dad,
on11tlO dolosamente proporcionar el nombre o nombres de
pr~sulltos hereder~s o ~o.-herede.-os COII los datos complemen-
t~lJ 105, tal co~ducta II1cuestIonablemente se torna delictiva yacree-
dora de sanción penal.

EI"ulterior criterio se sustentó en las ejecutorias dictadas el día 17 de agosto
de 1981, en los tocas 16,!~98~y 41/981, por la Segunda Sala Civil. Apelante:
María del Socorro Hercrua ..•.Iuda de Escalante. Contra est;l;S resoluciones se
negó el juicio de amparo indirecto. Sustentante: .\fagistr;¡do .\Iauro
I-Iemández Pachcco, Segun<L1. Sala Civil.
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LA ACCION CON MOTIVO DE CONTRATO DE ARREN-
DAMIENTO. ES IMPROCEDENTE CUANDO SE EjERCI:m
POR EL QUE TIENE LA NUDA PROPIEDAD POR CARECER
.DE \EG~TIMACION ACTIVA AD CAUSAM y NO POR QÚIEN
I lEN E EL l!SUFRUCTO VITALICIO.- Declarándose improce-
del~t~ la ~cclón .eJerCltada por los actores, puesto que no tienen
l~gItlInaCl6n activa ad callsam. y por lo mismo carecen de acción,
.slel~d~~por tanto esta ~mprocedente, de acuerdo a lo previsto por
los :t1 tlculos 20. fraCCIón1II y 40 del Código de Procedimientos
ClvJies, puesto que el hipotético contrato de arrendamiento no lo
po~lía susct:ibir José Gerardo Luna Ayala, por falta de cap~cidad
pald ello, SIIlO sólo SoCiaAyala Montaña viuda de Luna mientras
esta t.enga vida, la cual n~ lo celebró, }' era la única ~uc podía
haceJ lo, puesto que tema el usufructo vitalicio del "Hotel
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Avenida", ubicado en las calles Francisco Sarabia y Acapu1co, que
es donde se encuentra elloeal materia del supuesto arrendamien-
to, }'del que adquirió e1usufrucro Sofía Ayala, en cuanto legataria,
en el juicio testamentario número 49/84, por lo que ésta t'Htima
era la única quc podía suscribirlo, de conformidad a lo previsto
por los artículos 897,898,899,904,908,910,920 del Código Civil,
para dar en arrendamiento el bien, y no el que tiene la nuda
propiedad, como lo es José Gerardo Luna Ayala. En conclusión,
ningullO de los actores tiene legitimación activa ad causa m, la cual
se revisa de oficio por este Tribunal, puesto que es un presupuesto
procesal de orden público, que se puede analizar oficiosamente en
cualquier momento del proceso, de acuerdo a los artículos 20.
fracción JlI y 40 del Código de Procedimientos Civiles.

Toca 1-151/989, re!alh-o al recurso de apelación interpuesto por el Licen-
ciado Jaime Garda de alba, apoderado jurídico deJosé Gerardo Luna Apta,
Sotla A)'ala MOIH;¡ilo viud.1. de Lun<l }'Juan Manuel Luna Rufz, en contra
de la senlencia detinirjva dictada por eljuez Primero de lo Civil de Uruapan,
l\lichoacán. en el juicio ordinario civil 4211989, sobre pago de pesos por
cOIH:eplO de (L1.ilOS )' perjuicios, promovido por la parte apel:mte frente a
Deportes jugam3 S.A. de C,V., la cual no fue impugn;¡da en amparo.
Sustentante: M.1.gi!>tr.1.doGregorio $;'inchez León, Cu;¡rta 5a1.1 Civil.
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LAS D1I.1GENC1AS PRELIMINARES DE CONSIGNACION SE
DEBEN ACU:-IULAR Al.JUIC10 CONTENCIOSO CON QUE
TENGAJ'-IRELACION.- En efecto, sí se violaron en perjuicio del
apelante Raf."el Genel Manzo, los artículos 922, 924 Y926 del
Código de Procedimientos Civiles, por lo que es de revocarse la
sentencia intcrlocutoria de fecha 7 de septiembre de 1988 ... Por
otra parte, ilegalmente basa su fallo, fundamentalmente en que el
incidentista no acrediL.'1 la existencia fisica de las diligencias
preliminares de consignación de rent.as nümero 38/984, omisic)ll
de prueba. que en gran parte sc debe el juez a qua, ya quc el
incidenLÍsta en su escrito de promoción del incident.e de
Acumulación, pidió se sentara certificación sobre la existencia del
expediente númcro 38/984, lo cual no atendió indebidamente el
juez en su auto de 18 de agosto de 1988, por lo 'Iue la culpa fue
deljucz natural, de que no se probara debidamente la existencia
de las diligencias aludidas. No ObSh'1.ntelo anteriol~ el suscrito
. Magistrado, considcra en la especie quedó debidamente
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acreditado la exist.encia de dichas diligencias, con la copia del
escrito de promoción de las mismas, que obra a fojas 27 veintisiete,
con razón de presentacióll, en donde inclusive se hace referencia
al ccnitic<ldo de depósiLO por SI 0,000.00, nllIllcro ~\8826, y
dirigido al Juzgado Primero de lo Civil de Uruapan. Por si lo
anterior fuera poco, la aClora María Elena Solorio Murillo,
mcdianrc escrito de 18 de agos.o de 1988, se allanó totalmente al
incidente de aculllul<lción ... Las diligencias o aeros pn::judiciales,
denominados "De los preliminares de la consignación", son
medios preparatorios P01" regla general, de 1111 juicio sumario
posleriol~ (artícnlo ()22 ti"acción XI del mismo Código). No
obstante, la naluralez.."l scilalada de dichas diligencias, frecuente e
indebidamente, se les ha considerado como diligencias de
jurisdicción voluntaria ... Existe la creencia de flue las diligencias
de pago se tramitan en la vía de jurisdicción voluntaria, pero este
punto de vista es erróneo por las siguientes razones: 1). Porque el
Código no las incluye en el título correspondiente a Iajllrisdicción
voluntaria; 2), Porque han sido establecidas para preparar el juicio
de cOllsignilción y no con el carticrer de autónomas, de t<tlmanera
que por sí solas no producen efectos favorables al delldOl~ esto es,
no lo liberan de la responsabilidad consiguiente al no pago de la
cosa debida; 3), Ponlue cuando son seguidas de dicho juicio,
forman con él un todo ... Por lo expuesto, las diligencias
preliminares de -consignación del pago de renlas, tienen por fin,
cuando no comparece el acreedol~ o si compareciendo se rehusa a
recibir el pago, que se dicte resolución, ordenando constituir el
depósito judicial}' se extienda al consignante un certificado en C]ue
conste la falta de comparecencia del acreedor O de su repre-
senrante, el.hecho de haberse rehusado lino u otro a recihir el pago,
senti'lIldosc, Cldemás, fe judicial dc b presentación de lo consig~
IlCl<lO ••. Por lo anterior, sólo será enjuicio contradictorio, ya se trate
del juicio sumario de arrendamiento (al'lículo fi22- 11), u ordinario,
si es que el acreedor, arrendador, inició prilllcro el juicio de
arrendamiento; o bien, se trate del juicio sumario de aprohaci6n
de consignación y declaración de e xtinción o liberación de
obligaciones por pago (artículo G22~XI), si es que únicamente el
inquilino promovió el de aprobación de consignación. En cual-
quiera de dichos juicios, hien sea por vía de acci6n ()de excepción,
en donde se aprobará la t:onsignación (artículos 299, 300 Y30 1 del

Código de Procedimientos Civiles y 1V5G, 1957 y 1958 del Código
Civil) ... Por lo expuesto anteriormente, mientras no se siga el
procedimiento antes selialado: lo) Diligencias preliminares de
consigna{:ión (constitución de depósito, expedición de certificado
y fejudicial de presentación de lo consignado). 20)Juicio, hien sea
de arrendamiento, iniciado por el arrendador, en el cual se debe
hacer valer como excepción el pago; o también el juicio, de
aprobación de consignación}' liberación de obligación. iniciado
por el inquilino, donde se ejercita la acción de aprobación de
consignación, cuando el arrendador aún no ha iniciado ningún
juicio .., Por otra' parte, como las diligencias preliminares de
consignaci6n, prcparall el juicio de aprobación de consignación }'
liberación, también consideramos aplicahle el artículo 265, para
que con fundamento cn el mismo, se remiran dichas diligencias al
jncl, bien sea el del juicio de arrendamiento, o el del juicio de
aprobación de coilsignación, según el caso, para que agregadas al
juicio formen un todo con el proceso, aunque debemos advertir
que no siempre será imprescindible su envío, si previament.e se
expidió al interesado el certificado}' fe judicial a que se refiere el
artículo 295, en favor del consignantc ... Pero en todo caso, las
diligencias preliminares se deben acumular al juicio o juicios
posteriores con que tengan relación, atendiendo a lo dispuesto por
los artículos 922 IV Y923 1 Y 11 del Código de Procedimientos
Civiles .., En conclusión, si es procedcnle, la aculllulación de las
diligencias preliminares de ofrecimiento y consignación de rentas
que proll1ovió Rafael Gene! I\'lanzo, en favor de ~faría Elena
Solorio :'\..1u rillo, registradas bajo el ntÍmero 38/98,1, al juicio or-
dinario civil nlÍmero 292/986, que soul'e terminación de contrato
de arrendamiento y otras prestaciones promovió María Elena
Solario MlIrillo frente a Rafael Gene! ManlO.

Toca 1-200/988, relati\'o al rccur~ de apebción interpuesto por el licen-
ciado Guillermo Esparz.'l Cortina, .1p<Xlcrado jurídico de Rafael Gene!
MaIl7.o, ('n contra ele 1.1. sentencia interlucutoria dictacla por eljuez Primero
ele lo Ci••..il de Uruapan, ~lichoacán, en el juicio ordinario civil número
29~/CJ86.sobre terminación de contralO de arrendamienlo, promovido pOI
el abogado ArnJall(lo Bucio EspillOla, llIandal,'lrio jurfdico de :\Ialú Elena
Solorio :-,turillo, frente •• la P<Hlt" <llx'l<lntf', SusteIlCl.ll1(': Ma¡{islr:Jdo
Gregario S,inchez León, Cuana Sala Ci\'il,
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LEGADO VITALICIO TESTAMENTARIO QUE DEBEAUMEN-
TARSE EN UN PORCENTAJE IGUAL AL POR CIENTO EN
QUE VAYADECRECIENDO EL PODER ADQUISITIVO DE LA
MONEDA. SU CUMPLIMIENTO NO QUEDA AL CAPRICHO
DE lAS PARTES, NI TAMPOCO A LA VOLUNTAD Dn~ JUZ-
GADOR.- No se trata de fijar tIna pensión alimenticia. Por ello,
no resulta aplicable el principio derivado del artÍCulo 269 del
Código Civil, de que ha de proporcionarse a la posibilidad del que
deba darlos y a la necesidad del que deba recibirlos. Lo (mico que
est...isujeto a discrepancia es la forma de .:1l11nent.:'lrse la pensión,
cuyo procedimiento señaló el propio testador haciéndolo consistir
en un porcentaje igual al porcent~e en que vaya decreciendo el
poder adquisitivo de la moneda.

La pérdida del poder adquisitivo de la lIloneda se mide y
cuantifica a través de los Índices inflacionarios que son publicados
por conducto del Banco de México, convirtiéndose en hechos
púLlicos que no necesitan prueba.

Por L.1.11to, para cumplir con la voluntad testamentaria, resulta
procedente legal y técnicamente, incrementar mensualmente el
monto dcllegado, aplicándole los porcienlos de inflación mensual
dados a conocer por el Banco de México, obteniendo con ello una
pensión indexada que responde a una realidad económica
actualiz<.1.da.

Por último, como en los términos del artÍCulo 1153 del Código
Civil, el legatario adquiere derecho al legado puro y simple así
como ~I de día cierto, desde el mamen LO de la muerLe del testador,
consecuentemente los efectos del incremento dispuesto por el
testad01~ surgen desde la misma fecha de su fallecimiento.

Sentencia de fecha 16de junio de 1987,dentro del toca 1.32/87,apelación
interpuesta por el Licenciado Rodolfo Cruz Guzmán, apoderado de ~tartha
Lcón Rizo, en contra de la sentencia interlocutori.'l dictada por el juez
Primero de Primcra Instancia de La Piedad, ~tichoadn, dentro ddjuicio
sucesorio testamenL'lrio 60/82, promovido por María Carmen Torres
Cha\iolla a bienes de Luis Orúz. Su:stelllante: ~Iagislrado AugUSlOArriaga
Ma)'és, Séptima Sala Civil. La sentencia quedó firme por no haber sido
interpuesto amparo.

LEYES INCONSTITUCIO;,\ALES, NO ES VALIDO IMPUG-
NARLAS MEDIANTE EL RECURSO ORDINARIO DE
APEIACION.- Si el apelante considera inconstitucional la pre-
vención hecha por el Decreto Legislativo nlnnero 63, que expidió
el Congreso del Estado y enlró en vigor el lo. de enero de 1984,
aduciendo 'luc resulta aplicable sólo a los contratos arrendaticios
cuya renL."l no exceda de diez mil pesos mensuales, es claro que su
inconformidad debe ventilarla a través del juicio de amparo
previsto por los artÍCulos 103 y 107 de nuestra Carta Magna, no
mediante el recurso ordinario de apelación, C01110lo pretende,
pues la vigilancia y control de las garantías individuales se hallan
reservados por tales normas <.1los tribunales de la Federación,
mediante dicho procedimiento jurisdiccional, de ahí que el agravio
a estudio resulte improcedente.

Ejecutoria dicl.'ldael6 dc julio de 19f19,por L'lQuinu Sala Civil, dentro del
loca 1-114/989,formado con motivo del recurso de apelación que interpuso
el apoderado jurídico de Marí.'lde los Angeles Bernal, contra la sentencia
definitiva emitida por el juez Primero de lo civil del Distrito Judicial de
Zamora, Michoacáu, dentro del juicio ordinario civil número 1/989, que
sobre terminación de contrato de arrendamiento y otras prestaciones
promovió Ramón Cervantes OrUzfrcnLCa laapelante dircct.'l.SlL'itemanIC:
Magistrado Fernando Arreola Vega.

Se combatió por la recurrente en vrade amparo direclo, h.'lbiendo negado
la prolección constitucional el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo
Primer Circuito, por unanimid.'ld de votos, mediante ejecutoria de fecha 6
de septjembre de 1989,A.D. 356/89.
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LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO Y ACCION DE
RETRACTO.- Debe concluirse que en el presente caso existe un
litiscollsorcio pasivo necesario, pues de la resolución sobre
variación catastral administrativa que obra en autos se observa que
ést., fue concedida, por parles iguales, no sólo en favor del ho)'
actor y de uno de los codcmandados, sino además de otros cuatro
hermanos de ambos, hUos también del autor de la herencia y. por
ende, coherederos. Cierto es que en el escrito inicial de demanda
el accionante afirma que en lo económico todos los copropietarios
se dividieron "en fraccionistas", lo cual en apariencia denota que
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tribunal, es deciI~ aunque no se haya planteado como excepción,
tal cual acontece en este caso,

Sentf'ncia dictada el.1 de marzo de 1988, por la Quinta Sala Civil, dentro
dd toca t-356!98i, formado con motivo del recurso de apelación que
intcrpltsieron Luis Zúiuga Osornio )' Guillcnno Ga)'tán Sauceda, por
derecho propio, en conlra de la sentencia definitiva dictada por el Juez
Segundo de Primera Instancia de TaG'lmbaro, al fallar el juicio ordinario
civil número 419/986, que sobre nulidad absoluta o de pleno dcrecho de
contrato de proUll:$<1de venta y otras cuestiones promovió, .losé Leonides
ZúiiiKaOsornio, por su propio derecho, frente a losapelantcs.- Slt'itentante:
.\Iagislrado Fernan(,1oArrcola Vega. Se combatió por estos últimos en vía
de amparo directo. habiendo negado la protección constitucional el Segun-
do Tribunal Colebriado del Décimo Primer Circuito, en ejecutori., de fecha
9 de junio de 1988, A. D. 325/988.
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MONTO DE I'ENSION ALIMENTICIA FIJADO EN Ul\: POR-
CENTAJE SOBRE LOS INGRESOS DEL DEUDOR ALlMEN-
TlSTA.- Se considera accrtada la fijación del monto dc la pensión
alimenticia en un porcentaje sobre los ingresos, por ser la forma
más idónea para lal fin, atendiendo a que los ingresos del dcudor
alimclltlSla son determinados lo que permitirá en un caso dado, el
aumento o disminución de aquella de acuerdo con las fluc-
tuacioncs del ingreso del obligado, cvit...indoles así a ambas partes
el recurrir a nuevos juicios para la disminución o aumento de dicha
pensión, seglll1 se trate del deudor o de los acreedores, lo cual
nccesariamente ocurriría si se fijara de nueva cucnta una cantidad
inmóvil, además de que tal circunstancia representa una seguridad
para los tHtimos de que, en la medida de sus posibilidades, el
obligado les proporcionará lo necesario para que puedan atender
a sus nec.esidades de subsistenci<l y vi\'an con decoro.

"loca 1-L39/987 (alllerior 527/86), relativo a la apeL,ción interpuesta por el
apoderado jurídico de Felipe 1Iumberto Merc.ldo López, en contra de la
sentencia interlocutoria dictada dentro del incidente que sobre aumento de
pensión alimentkia promO\.ió :MaTÍa del Carmen Laura Fabián Torres,
dcntro de las diligenc..;asde Jurisdicción voluntaria número 556/985, que
sobre divorcio pór mutuo consentiJ:ruento promovieron ambas parlcs, anle
e1Juez Primero de lo Familiar de '\1orelia, Michoac.in. Sustentante: ~lagi<;"
trado Augusto Arriaga .\fayés. Sentencia: 17 de noviembre de 1986. La
senlencia de Segund, Instancia fue recurrida mcdiante amparo promovido
por el apoderado jurídico de Felipe Humbcrto Mcrcado L6pez ame el
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el .pl:e~tiorüstico heredado ya no permanece indiviso; sin embargo.
a .JlIICIO de esta Sala tal confesión sólo puede afecta.r a quien la
produjo, atento al artículo 555 del Código de Procedimientos
Ci\'ile~, ~er~ no a los demás copropietarios que no la emitieron y
que III slqul.era fueron parte en el contradictorio. Luego como
I~lerced a 1l1I1g11na otra prueba se justificó que el predio CllCS-
lIanado se halle dividido, así sea puramente de hecho, cabe est...'l-
hleeer .quc aÍln existe cosa COIllIIll }' que t...'1mbién pertenece por
partes ¡guajes a todos los demás herederos declarados, o sea como
):a se dijo. los ?tros cuatro hermanos de las partes aludidas, q~¡jenes
tIenen los III1~mos derechos sohre el bien com(1ll y quizá igual-
mente estén mtcrcsados en adquirir la fracción del inmueble
hcredado que dicho codcmandaclo vendió en favor del tercero
ajeno a la sucesión que también figura con ese carácter en el juicio
subyacente. A"iípucs, sc reafirma ellitisconsorcio pasivo nec~sario
dc (IHe ~nte~ se habló, porquc la sentencia que se llegara a dictar
afecta.na directamente los interescs de los copropiewrios
pretendas .en la d~manda que sohre acción de rctracto generó la
controverSia, a qUlcnes de no oirse ni vcncersc dentro de la misma
~c I;s. vulnerarían las garantías dc audiencia, legalidad y seguridaci
JUfl(lica consagradas por los artículos 14 y 16 de lIuestra Carta
:'\-I',lgna, C?mo así, n.o lo consideró el resoluror primario, quien sin
lilas en:ro a decH.llr el fondo de la lilis, es cvidente que obró
contrano a dcrecho, por lo quc sc impone revocar la scntenCÍa
definitiva apelada, dejando insubsistente todo lo actuado durante
el contradictorio, a partir del auto que 10 mandó abrir a prueba,
para qt.te ta.n luego como se mande llamar a juicio a los demá.s
coproplctan,os!, éstos queden debidamente emplazados, se repoll-
ga ~1'procedlll.lIcnto por todas sus partes de ley. Sin que obste filie
el lIusconsorClo de quc se viene hablando no se reglamelllc ex-
presamente por el Enjuiciamiento Civil vigente en el Estado, pues
cOllforme a. la doctrina se da cuando existe imposibilidad jurídica
de S~I,ltenClar por separado, respecto de varias personas, tilla
relaclOn procesal en la que están int.cresadas todas el1as como
demandadas, de modo quc el fallo pronunciado sólo respccto de
Ulla o una:,. no tiene por sí ningún valor ni puede resolver Icgal-
mente la lIus; en ~)tras palabras, por<lue se traduce en un prestl-
P~l~sto pr~cesal sm cuya concurrencia no puede existir juicio
valido, derivando, por tanto, invocable aun de oficio por el juez o
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Juzgado Tercero de Distrito, el cual con fecha 26 rle Ill<lrzo de 1987,
sol.>re.se)'ó dicho juicio de garanúas.

77
PAGARE. LOS INTERESES MORATORIOS 1\0 SON DE LOS
ELEMENTOS ESENCIALES A QUE SE CONTRAE EL AR-
TICULO 15 DE LA LEY GENERAL DE TITULOS Y
OPERACIONES DE CREDITO.-Si bien cs vcrdad 'luC cl artículo
15 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, en
forma expresa, indica c)lte las menciones y requisitos que el título
de crédit.o o el aelO en.él consignado necesitan para su eficacia,
podrán ser satisfechos por quien en su oportunidad debió llenar-
los, hasta antes de la presentación del título para su aceptación o
para su pago, es evidente que en tal dispositivo, no quedan com-
prendidos los intereses moratorias, ya que los mismos no son de
los elementos de existencia y validez que cont.cmpla el artículo 170
del ordenamiento invocado, ded1lciéndose de ello, su carácter de
mención accesoria, al 110 condicionar su omisión la efectividad del
pagaré.

Criterio sustentado en la ejccutoria ele fecha 7 de diciembre de 1989,
pronunci.lda dentro del loca 1.:!20/S9, relativo a la apelación interpuesta
por ambas partes en contra de 1.1st'nlenaa ddinith'a diCL"ldapor el Juez
Primero de Primera Instancia en .\lateria Civilde Zamora, Micho:lcán, que
resolvió e1Juicio Ejecuti"o f\.lercUltilnúmero 10H/988 que, sobre pago de
pesos, promovió Alberto ~lati;ls AJvarcz rrente a Lilia ~laci:l.Sde Bus-
L"lIll.1llte.-Magislrado Jacimo Na\'a Mendoza, Séptima Sala Civil,
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PAGARES. IMPROCEDENCIA DEL PAGO DE INTERESES MO-
R.'\.TORIOS, CUAJ'IDO SON PACTADOS EN UI\ TANTO POR
CIENTO RESPECTO DEI. COSTO I'ORCENTUAL
PROMEDIO.- El pago dc los illlcrcscs a quc fueron coudcnados
los hoy recurrentes, en la sentencia combatida, resulta infundado,
ra que del documento base de la ílcción se desprende claramente
que en el espacio correspondiente a la fijación del interés mora-
torio, se insertaron dos cruces, para en forma sobrepuesta al
renglón correspondiente, insertar "3 CPP", de lo que se deduce
primeramente que las partes cont.ratantes no estipularon intereses
moratorios, al haber sido tachado con las cruces indicadas, el
espacio correspondient.e a la tasa de interés moratoria, pues de lo

contrario, de filie el interés pactado hubiese sido el "3 CPP", éste
se hubiera insena<1o en el espacio correspondiente para ello, y no
sobre puesLO al mismo; además, el interés que supuestamente se
pactó en el título hase de la acción, y que reclama el actor, no
pueden ser lomados como lal, habida cuenta que no se especifica
su significado. ni se"encuentra regulado en la legislación que rige
en el caso a estudio, ni en el sistema bancario, no siendo un hecho
púulico y notorio el conocimiento del significado del HlImero 3
más las letras Crl~ no ,siendo propiamente iniciales, y si se trata de
siglas no son del conocimiento comlÍn de las gentes, adem~l.s, cl
signo más, no es gramaticalmente un asterisco, y tampoco las dos
cruces <¡ue se anotaron en el espacio relativo al monto de los
intereses moratorias, aparece <¡ue remitan al final del título {lue
se trata.

Crilerio sustcnt:ldo por ].1 Primera S.llaCivil, dentro de los IOG1S 1-217/89,
relati,'o al recurso de .1}x:lad6n,hecho valc-rpor la parte dCmall(bda, en
conlra de la selllencia defnuliva dictada dentro deljuicio ejeculivo mercanW
nlJmero 934/989. (Juesobre pago de pesos. promovió el licenciado Alfredo
Roberto ,\lagaflaAlvarez y/oCarlos Sosa Pedraza.,en cuanto endosalario en
procuración de Banca Serfín S,~ ,C" frente a Leonor Olivares Calderón y
Guillermo Romo Carda; ejecutori.1contra la cual se promovió juicio de
amparo direclo nlJlllero 12i/990. lIusmo que re~olvió d Primer Tribunal
Colegiado del Décimo Primer Circuito, con recha 10diez de :lhril del aflo
en curso, conced.iendo el amparo y protección de la JUStici.l Feder.ll, al
quejoso Banca 'serfin 's.j\ .C., a ¡in de que confirmando el ant(~riorcriterio,
lJuicamente se haga condell.l en d pago de los inlert:Sesnormales.

Toca 1-62/90, relalivo ;11recurso de apeJ.¡ción, hecho valer por la parte
demandada, en conlra de la seJltellcia interloculoria dictada dentro del
juicio ejecuti••..o IilC:n:¡¡ntilnlílllero 1008/89, que sobre pago de pe:.os,
promovieron los endoS<llariosen procuración de Banca Promcx, S.N.C.,
frente a Consuelo Calderón de Hernández. Contra dicha ejecutori.l se
promoviójuicio de amparo ante eljuzgado Tercero de Di.••tritocll el Estado,
bajo el número 642/90, quien se avocó a su conocimiento el 15 quince de
mayo del aÍlo en curso, )' sin que hasta la fecha se haya resuelto,
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PAGARES MERCANTILES SUSCRITOS EN GARANTIA DE
ABONOS DERIVADOS DE UNA COMPRAVENTA CIVIL. NO
PRECISA CONSIGI\AR SU IMPORTE ANTE EL BANCO DE
MEXICO PARA EVITAR lA MORA.- Habicndo sido la causa
subyacentc o ncgocio jurídico fundamcntal que originó la
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PENSIO:\ ALIMENTICIA OEFI:\ITIVA. ASEGURA"lIEC':TO
IDONEO DE I..A- Es de explorado derecho '1ue las cuestiones
relativas a alimcntos son de orden plÍblico y 'lue el Estado dehe
vigilar que los int.ereses de los acreedores alimentistas queden
adecuadamente tutelados, cuyo fin no se conseguiría dejando al
arbitrio del obligado la posibilidad de elegir algunas de las formas
de aseguramient.o f)ue establece el artículo 275 del Código Civil,
sobre todo por que no existirían h(lses para calificar la suficiencia
de la garantía (Ine eligiese el deudor, en virtud de desconocerse el
tiempo de subsistencia de la obligación alimcntaria; de donde se
concluye, que la forma idónea de salvaguardar los intereses de los
acreedores alimentisL.1.s y el aseguramiento no resulte ilusorio o
insuficiente, es mediante la constirución de tina hipoteca necesaria
s~)bre los bienes inmuebles propiedad del delldol~ por todo el
tiempo que dure su ohligación.

Segunda Sala CiviJ.- E.jecutorLl dict,tda d 1i de jurtio de L982, dentro del
toca I88/93 1. josé Luis G.1fcfa de la Madrid r Ma~ía Dolores E.. Rodríguez

suscripción de lo~ pagarés IIlcrranliles anexos a la demanda, tilla
operación de compr::l\'cnta de carúetcr civil, y de este mismo tipo,
no mercantil, la acción generadora del presente juicio, Célrecc de
hase el apelante para sostener que el compradOl~ a fin de evitar
incurrir en mora, tenía que haherle consignado ante el Banco de
lvléxico el importe de dichos pagarés, llegado Sl1 vencimiento,
conforme lo disponen los artículos 132 y 174 de la Ley General de
Títulos y Operaciones de Crédito; pues resultando t.ales docul11en~
los una mera modalidad del.pago con fines de mayor garantía para
su cumplimiento, el cohro de los mislIlos no debe regirse por
aquella Ley. sino por el Código Civil.

Ej("culoria dictada el 18 de agosto de 1988 por la Quima S~tla Civil, d(~nTro
dd .r(lc" l-j.JJ9$$, forlllado con llIorjn) del recurso de apdación que- inter-
pusieran "lllh;¡~ P,UICS, contra la senlenci;;¡ definith: •• clicf.1d•• por d juez
Cuarto de lo Civil de (>Ste Distrito judicial. dentra dcljuido ordill ••rio civil
numer~ 620/9~7, que sobre rescisión de contraTO de compraventa y otr;IS
prestaCIones 1117.0" ••Jer Guillermo Torres Calderón frente ••Domin,qo Pom:e
de León Espinon. Sustentante; Magislrado Fernando Arreola Vega.

Se combatió por la parte aclora en vla dc amparo directo. habiendo ncg;¡do
la protección conslitucional t:l Segundo 'lhbuna! Colegiado lid Décimo
Primer Circuito. en ejecutoria de fecha 22 de fcbrcrod(' 19$9. :\. D. 626iCJ8~.
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VilIanueva.- Conlra esta re!iOlución se formuló oemand;¡ de Amparo, que
fue negada por la Tercera Sal ••de b Suprema Corte dejusticia de la. Nación.
SustenLl.ote: Magistrado ~lauro Hernándcz Pacheco.

PERDIDA DE LA PATRIA PROTESTAD TRATANDOSE DE
DIVORCIO POR LA CAUSAL DE ADULTERIO. :\0 SIEMPRE
ES CONVENIENTE QUITARSEIAALCONYUGE A PESAR DE
SER CULPABLE.- No ohstante que la demandada al cOlltraer
matrimonio por segunda vez, sin est;¡r disuelto el vínculo
matrimonial (Iue la unía ron el demandante, haya incurrido en la
causal a que alude b fracción 1, del artículo 226 del C6uigo Civil
del Estado, relativa al adulterio comprohado de uno de los
cónyuges, cabe hacer meilción quc cn ningúlI momento comcrció
carnalmente con su cuerpo, para el caso de estimar quc su anÍluu
constituya un acto inmoral y UIl mal cjem.plo para su mcnor hijo,
pucsto que el propio <lctor lll1icamentc hace consistir esa conducta
inmoral, en cl solo hecho de haber contraído matrimonio estando
casada con él. '\' si bien es {~ieno que el artículo 242 del mismo
Orden:1miento, determina que cuando 1:1causa de divorcio es-
tln'jera comprendida, entre otras, en la fracci6n antes dicha, los
hijos quedarán bajo la patria potestad del cónyuge no culpable. no
es menos cierto que en materia del orden familiar la Ley no debe
aplicarse en forma estricta o rigurosa y, por ende, el Juez en uso
dc ese aruitrio tiene facultad para modificar la regla anterior en
interés justificado de los menores y. en consecuencia, éslOS no
necesariamente (Icbcn quedar en poder del padre, ln~l.xilnC cualI-
do la demandada en cita, si bien reconoce que su segundo
matrimonio fue ilícito, afirma que no lo \'erificó de mala fé o con
dolo, sino impulsada por las circunstancias originadas a causa del
eSLado de abandono en que su cónyuge la dejó, y, adem.ls, para
poder sufragar las necesidades alimentarias de su cit;tdo menor
hijo, proporcionando con ello.la integración de éste a un nuevo
hogar en el que la figur:1 o imagen del padre se hizo patente y
volvió a tener sentido y vigencia para él. 1'01' )0 tanto, habiendo
reconocido el actor que abandonó su domicilio conyugal y estuvo
vivicndo en los Estados Unidos de Norteamérica, se infiere la
cert.eza del estado de abandono en <Ine dejó a su csposa y a su
menor hijo, motivo por el cual, condenar a la demandada a la

Salas CivilesSegunda Parle140
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pérdida de la patria 'protestad respecto de tal menot~ ocasionaría
el éste graycs pCljuicios psíquicos y morales, al sustraerlo del
ambiente familiar donde se encuentra, al privárscle de los
cuidados y guarda personal de su madre con quien siempre ha
vivido, para llevarlo con su padre con quien nunca ha estado yel
cual. lejos de brindarle d cariflo paternal que como tal le con-es-
ponde, en los primeros días de su infancia lo abandonó, pOI' todo
lo cual se estima justo absol\'cr a la demandada en cuestión de la
pérdida de la patria potestad respecto de su menor hijo a que se le
condenó, sin perjuicio de que la c:.jc17.a. también el padre delmislllo,
quien f}ucdará slIjcLO a LOdas las obligaciones que tiene para con
el ciL..,do menor.

Toca 1.260/986,relativo a la apelación interpuesta por el a¡xxlerado jurídico
de María del Rosario Solorio (hOlCO, contra la sentencia definitiva pronun-
ciada por el Juez Segundo de Primera Instancia de la Piedad, dentro dd
juicio ordinario civil3481983, sobre d.ivorcionecesario)' pérdida de la patria
potcsLld, promovido por el apoderado jurídico de Ju..1nV.1ldivi.lDelgado,
frenle al apelante. Sustent.antc: Magistrado Augusto Aniaga ~[a>'6.Sen-
tencia: 15de diciembre de 19A.6. I.a sentencia de segunda inswncia no fue
recurricLl por ninguna de 1.1~p:Htes, motivo JX)f el que quedó firme en su~
términos.
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PETICION DE HERENCIA. ACCION DE; LA PUEDE EJER-
CITAR EL PRESUNTO HEREDERO. EXCLUIDO EN EL
JUICIO DE SUCESION LEGITI~IA.- No obst'"11e que la
apelada radicó la sucesión intestamentaria a bienes de Fortino
Mend07 ..."l Alvor dentro dc la cual fue excluida por no haber
acredilado su entroncamiento con el de Cl~US, por lo que se declaró
como universal heredero al Fisco del Estado, ello no es suficiente
para que se encuentre impedida, en los términos de los artículos
13 Y 1044 del Código Adjetivo Civil, para promovel; juicio de
petición de herencia, pucst.o que este juicio lo puede deducir el
heredero testamentario o ab intestado, o por el que haga sus vcces
en la disposición lestamentaria, máximc que las sent.cncias dic-
tadas en las diversas seccioncs de las sucesiones, son de carácter
sui generis, no produciendo el efecto jurídico de cosa juzgada; y si
en dicha sucesión fue excluída por no haber aportado todos y cada
un~ de los documentos necesarios para acredit.:'u su entroncamicn-

to con el autor de la sucesión, tiene expedilo su derecho para
promover el juicio de petición de herencia.

Primera Sala Civil, toca 1-181/90, formado con motivo del recurso de
apelación hecho valer por el Fisco del Estado, en contra de la sentencia
definiriva, dictada dentro del juicio ordinario civil número 1509/89, que
sobre petición de herencia promovió María de los Angeles ~léndez ~~en-
daza, frenle al recurrente. Magistrado PlácidoTorres Pineda. Contra lhcha
resolución no se promovió juicio de amparo.
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POR SER INEXISTENTE EL CONTRATO DE COMPRA
VENTA SOBRE BIENES COMUNALES LOS TRIBUNALES
CIVILES DE MICHOACAN NOTIENENJURISDICCION PARA
CONOCER DE JUICIOS RESPECTO DE ESOS CONTRATOS.
ARTICULOS 52 y 75 DE LA LEY FEDERAL DE REFORMA
AGRARIA, 20. FRAcCION 1Il Y 40. DEL CODIGO DE PROCE-
DIMIENTOS CIVILES DE MICHOACAl'l. Se declaran imp.-oce-
dentes todas las acciones ejerciladas por la dcmaIH.lanle María
Guadalupc Rocha Fern:'índez, como son cumplimiento de contralO
de compraventa, () en su defecLO la rescisión del mismo; p~g? ~e
dailos y peljuicios, así como de gastos y cosl,.;1.S del presente JIlIClO,

puesto que de acuerdo con los artÍCulos 52 primer párrafo y 75 de
la Ley Federal de Reforma Agraria, el contrato de compraventa
celebrado por ulla parle entre María Guadalupc Rocha Fernándcz
como vendedora y por otra Miguel Carda f\.:laldonaclo como
compradOl~ es inexistente, o sea la nada jurídica, y por lo misl~lO.
no puede generar ningún derecho ni obligación. pues lo que el bien
inmueble sobre el que se pactó, es un bien comunal ejidal, y pOI"
tanto, regido por la legislación agraria. puesto que la propia aclora
en su demanda confiesa expresamente que el bien raíz ol~jer.ode
la compraventa, y al que se le denomina "La Tierra Negra",
pertenc(:c al ejido de Buena Vista del !vlunicipiode Tangancícuaro,
Michoacán, confesión expresa que merece credibilidad plcna a la
luz del artículo 552 del Código de Procedimientos Civiles,
confesión que se robustece con la documental visible a fojas 3 lres
del expediente original, en el que consta que la compraventa se
celebró ante las aUloridades internas del Ejido mencion;¡do, ad~
junto a la propia demanda, de lo anlerior se desprende sin lugar
'3 dudas, que el inmueble supueslamenle vendido es zona urbana
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cjidal. ... Por todo lo anterior, las acciones ejercitadas por la actora,
son improcedentes, por inexistentes, ya que el contrato de COlll-

praventa, tiene o tuvo por objeto un bien raíz ejidal, lo que está
prohibido por los artÍCulos 52 y 75 de la Ley Federal de Reforma
Agraria, que declara que las enajenaciones son inexistentes, por
lo que el contrato que nos ocupa se celebró en contravención a lo
dispuesto en la ley, por lo que el contrato es inexistente ipso jure.
sin nc{:csidaci de declaratoria por el Juez o .\Iagistrado, como
consecuencia tic lo ant.erior, la actora rambién carece de
legitimación activa ad-caüsam, porque BUIlca puede celehrarse ull

contrato de compraventa sobre bienes ejidales y por lo mismo
incluso carece de capacidau y personalidad en el asunto que se
resuelve de acuerdo a lo previsLOen los artículos 20. fracción lB y
40. del Código de Procedimientos Civiles .... Por lo anterior, y por
tralarse de un conflicto agrario individual sobre posesión, goce y
disfrute de una unidad ~jidal, la aHora debió acudir al procedi-
miento agrario previsto por los artículos ,134 al 440 de la Ley
Federal de Reforma Agraria, para exponer su queja en contra del
demandado. En tal virtud, además de que la actora ejercitó una
acción inexistente, el juez natural, como bien lo sostuvo en Sll
sentencia recurrida, no tiene jurisdicción, alÍn cuando él utilizó
equivocadamcnte la palabra competenci;l, en lugar de la correcta
que lo era lajurisdicción, y, COl1l0 consecuencia esta Sala también
carece de ella, para conocer de este asunto, por tratarse de
jurisdicción agraria .... Por otro lado, es pertinente asenL.1.rque si
bien es verdad que el numcral 196 del Código de Procedimientos
Civiles, dispone como lo dice el apelante, que en ningim caso se
promoveran cuestiones de competencia de oficio, l.ambién lo es
que ello no. sucedió en la cspecie, como lo int.erpretó el apelante,
pues lo que rcalmente quizo decir el jnezoriginal es que él no tenía
jurisdicción presupuest.o que sí puede estudiarse de oficio por ser
cuestión de orden pílblico, sólo que el juez primario se eqllh'ocó
allltilizar los t.érminos, de ahí la confusión del recurrente. Criterio
similaI~ en asunto idéntico, sostuvo esta Sala cn el toca l-ll1/89,
relativo al recurso de apelación interpuesto por el licenciado
Mario SoteIo Sarabia, C0l110 apoderado jurídico de J\.lariano Angel
de los Cohos Chávez.

Toca 1-:155/987, relativo al recurso d{~apelación interpuesto por el ticen.
ciado Efren &pinoza Lópcz, apodcmdo jurídico de María Cuadalupe

Rocha Fernández, en contra de la sentencia definitiva dictada por el Juez
Primero de lo Civil de Zamora, Michoacán, en el juicio ordinario civil
618/987. sobre cumplimiento de contrato}' pago de daÍlos r perjuicios,
promovido por la parte .lpelallle, frente a Miguel Carda I\.laldon.ldo.
StL<;tentalHeMagistrado Gft~~gorioSánchez León, Cuarl.l Sala Civil.
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rOSESION DE ESTADO DE I1ERMANO, rUEDE JUS-
TIFICARSE El\' FORMA IGUAl. QUE L-\ POSESJO;,\ DE ES-
"lADO DE HIJO. Si bien es verdad que lo, artículos 32 y 33 del
Código Civil, establecen que el estado civil de las personas sólo se
comprueha con las act.as y constancias relativas del Registro Civil,
sin embargo, resulta legal y justo hacer una excepción a esta regla
general, por tratarse de un asunto de derecho familiar que admite
suplencia de la queja toda vez gne en el sumario a estudio obran
bast.os indicios del parentclco ent.re la acl.Ora de la sucesión y su
hermano el ahora apelante, (actas dc uaut.izlllo cOlcjadas, acla de
matrimonio de SllS padres, así como prueba testimonial quc versó
sobre la ident.ificación de los hermanos), medio de convicción ést.e
que la propia Ley Procesal rcconoce como una de las probanzas
admisibles en el procedimiento de posesión de estado de hijo,
razón por la cual, se estima que no existe impedimento para
aplicar el mismo procedimient.o ;1 efecto de t.ener por acreditado
el entroncamiento necesario del aquí recurrente con la autora de
la sucesión, a fin de poder dcdararlo como único y universal
heredero de los bienes que dejara al morir la de Ct0us. máxime
que existe prueha que la autora murió célibe.

Ejeculoria dietada el 2~l\.einUtrésde I~brt."rodd ailO en CUP.:iO, dentfl) lid
loca 1.176/988, relativo a la apelaci6n interpuesta por Agustín Leal
Rodríguez en contra de la ~ntencia interlocutoria dictada por el JUt."l
Prilllc~ode lo Civil de c!'oteDistrito Judicial el 15 quince de julio del ailo
próximo pa.sadodentro deljuicio succsorio intesl.llllentario a bienes de .Julia
Leal Rodríguez, el .lllterior criterio quedó firme por virtud de no haber5e
interpuesto el corrc.."Spondienlejuicio de garanú.ls. StL<;lelltadapor d ~la-
gistrado Augusto Arriaga i\1.1}'és,Sépr-illl.lSala Civil.

r-.:ola2: El Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito, v.11"ió
su criterio en e! Amparo Civilen revisión 168/YO.Ignacio Zepcda Aguilar.
10de octubre de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Salvador Enrique:
Castillo ~1orales. Secrelario: José Gutiérrez \bduzco. Criterio que se
aprob6 en sesión celebrada de! indicado tribunal, e! día 19dc ~o\.ielllbrc
de 1990, ~.se remitió al Pleno}' a las Salas de la Suprema Corte de justicia
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(~~ I,a i\~~ii:.Il, así como :l ]:' Coordinación CCll('ral de COlllpil;lCi6n )"
Slslclllal~7..•lLI6n tle ese alto lnbuual, en cumplimicnlo del acuerdo dicr.1dn
en la s('slón de refert'l1ci;l.
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PRESCRIPCION NEGATIVA, NO SE INTERRUMPE SI L '\
,DEMANDA GENERADORA DEL JUICIO Y TODO LO AC-
I UADO QUEDO INSUBSISTFSTE POR CADUCIDAD.- Aun
c~l~ndo se illt~r~-l~mpió la prescripción de la acción sobre pago de
ddllOS y peIJlIlcH~S, cuando la parte hoy dcmandada quedó
~m~I~z;:~d_i.~dc la pnmer demanda (PICSl1contrnria le hizo cn juicio
.1llICIIOl,SIl1~mbargo, como todo lo aCLuado cn él r¡ucdó iusubsis-
t.~nle..a partir d~ la de!uanda misma, al haber concluido por
<':<ldIKld~(~de la IIlstal~CI:l, merced a la inacri\'id:ld procesal de
ambos hugantes, en ngor la prescripción de dicha acción debe
entenderse COIIIO nunca !nterrulllpida y, por tamo, que ya operó
legalmcnte; pues entrc cl mOIllCIllO de ocurrir los hechos
generadores de 1<1demanda primitiva y cuando sc emplazó a la
~Ie~na.ndada cn este juicio, por dnml dc uua segunda reclamación
,dentlG\ presentada por 1<1accionalHc, ya había transcurrido con
exce,so el .té.rmino de dos años que establcrc el artículo 1792 del
C6(hg~ CI\"l1del Estado para que prescriba la acción reparadora
~Ie~dano, sea por GHlS:lde responsahilid;HI civil objeliva o sllh~
Jctl\'a.

Ejecutoria dict.1da ellO tlt' l1\;lrw de l~h~Hpor b Quinta Sala Civil, dentro
~lel. toc~ 1-=-~::V9~i,~i)¡"tllado C~1l l~lOlivo rld rccur:-;o de ;tpelaci6n que
IIlrer!)\I~{) \ lctor.l:l \.~7.~l~el~Ull '"luda de B:llrc:-, por derecho propio,
confJ ~ 1.1:*ntencla delllutT\'<ldICIada por dJUC'l ~Ib.:tl)de Primera lnsl.;mcia
d.el. Dls~nto Judicial de Tanhllato, Michmc,in, dentro dd juicio orclinario
CIvil .numero 2:35/986, quc 50br(' rcspanS<luilidad civil objetiva \' airas
C:ICSUOI1C'Saquella lI~isllla hi7.()\'akr fn'llle ;¡ :\lIlotranS})(lrtes Ciél:ega de
Chapal.1, S.A. de C.\. Sllste1l{.llll(': ~l••gistr;¡do Fcrnanclr) Arreola Vega.

Se cOIll'.);¡liópor .la a!,d:1I11eCll 'ü de rllllP:lfO directo, h.1bi(:ndo neg:lc1o b
p~oTe~Cl6nCf)~lSlltUClon;t1d primer Tribunal Colegiado del DécillllJ Primer
Clrclllto, en "J('Cutoria de rt'Cha ~6 de: sc-pliemiJre dt: 1'J8S. A.D. (lB/98ft
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PRESUNCI01\ LEGAL FILlACION NATURAL DE LOS! Ir¡OS
HABIDOS EN CONCUBINATO, MEDlANTE LA.-Collfor;nc a
lo dispuesto por el arlÍt:u!o 14~)2del Código Civil de esta Entidad

Fcdcrati\'a, par;t CJue exista concubinato es necesario que una
pareja \'h'(l (01110 si fuera marido y mujer duranle cinco aílas,
siempre que ambos hayan permanecido libres de llKltrimonio.
Asimismo, para «uc pueda presumirsc a alguien como hijo de
concubinaLO al tenor de lo preceptuado por el 1ll1111cral~\g8 del
Cuerpo de Leyes CII consulta, se requiere que haya nacido después
de los ciento ochellw días contados desde que se inició esta unión
o dentro de los trescienLOs días siguientes al que cesó la vida en
común enlre el concubinario y la concubina; de consiguientc, es
condición indispensahle para estar cn aptitud de presumir legal-
mente la filiación nawral de los hijos hahidos en una relación de
concubinato, la previa existencia de éste. En la especie, si el juez
del ab~inteslato declaró heredera del de cujus a la madre del
denunciante en SlI car<Ícter de concubina, resulta inconcuso que
debió presumir legalmente su filiación nalUral y la de los otros
presuntos herederos, en cuanto hijos de este vínculo por habérscle
demostrado en el juicio que fl1eron concebidos durante esa dda
en COlllll11de sus progenitores, declari.1.lH.lolos,por tanto, herederos
en csw sucesión legítima.

-loca I-:3'lf98i. Sentencia: 2:~<\e tIlarLOde 1987. Apelanl<:: licc:nci••(lo Jesús
Ca macho Bri~fto, apoderaclojurídico de :'.1••. deje.s(¡s Oseguera Figueroa
)' afros; ;¡sf COIIIOpor el abogado Fr;¡ncisco ServIn S:inchel, m;¡nebtaria de
Enedín;¡ Guzm:in Valencia ~.olro.,>,contra la s_eQt~ncia interlocutoria de la
prilllcra sección, dict;¡da por el Jue7. Primero dtt lo Civil de Apalángán.
Miclw;¡dn. en eljuicio sucesorio inteslamenl;¡rio número 2~()/985,,, bi('ncs
de Cen;¡ro Guzmán \';¡ienci.l, dcnunci,ldo por Antonio GllZIll:in O~gller;'t.
SuslenlalHC:: Magistrado Mauro Hern:i.nc!cz Pachcco, Segunda S:lb Civil.

i'\ot;¡: Sobre el mismo Icnor ~ pronunció la Tercera $"la ele la Suprema
Corte' dtoJ lIsTiciade la i\:.lcil)n t'IlI,l ejecUloria deducida dd Amparo dirt:cto
m'lIuero .HH 1/86. Alfonso y \lari¡¡ del C:lfluell Quiroz G01l7.•,(eZ. 29 de
lll:lrZO de 1987. Ponenle: ~I;¡riano Alueb Güitrón. Secret,ll"ia: ~b. del
C;¡rlllcn Arroyo :'.Ion:no. COllSUl1...1Uleen la página número 231 del Inrormc
corre:opolloiclUC al ¡¡ilOdí: 19~i.
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PRESUNCL01\ES.- Si bicll es cierto 'lile la prueba prcsuncionaI
está contemplada en el artículo 393 fracción VIII, y regulada en
el Capítulo XI del Título Quinto. siguiendo para su valoración los
términos de los artículos 577 y 578 del Código de Procedimiclllos
Civiles del Estado; también lo es que, conforme lo establece el
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artículo ~~()9dellllislIlo Ordenamiento Legal que venimos cita.ndo,
el que afirma estn obligado a probar los hechos constitutivos de su
acción; por tanto, si el actor únicamente apon6 a juicio las copias
fotostáticas ccnificadas de la averiguación previa penal, sin haber
rendido ningílO otro medio dc cOllvicción dentro del juicio que
sobre responsabilidad objetiva y pago dc dailos y pCljllicios
promovió. en la vía ordinaria civil; el a quo obró conforme a
derecho y no (aüsa violación alguna al <llIcjoso, ya que la Suprema
Cone dc Justicia de 1••Nación, en jurisprudencia firme ha susten-
tado el criterio, de que las actuaciones penales aportadas en copias
certificadas a un, contradictorio civil, constituyen indicios, que
serán lOmados en cuenta por el juez civil, pero que de ninguna
forma demuestran plenamente la acción civil ~jercilada.

EjecUloria pronunciat].l d :3 de OClubre ele 1988, en el Toca ].] ()1/988,
rdalh.{).a la .1pelaciólI interpuesta por Francisco 1\turguí::J Sáncho, contra
la scntcncia d"finilj\'::J pronunciada por el C.Juez Cuarto de lo Civil de la
ciudad de ~1or(')ja, en eljuicioortlülario civil i89/98i, sobre responsabilid::Jd
objcuva y P.lg0 de d,lft&.:;}' ~rjuicios, promovido por el apoderado del
apdante, frente a Abiud Archundia G;uda.

Se promovió amparo directo 671/988, <tille el Segundo Triuunal Colegiado
del Décimo Primer Circuito, el ClLUconcedió el ;¡mp.lro par;¡ efectos, a Jin
de que se tomaran en cuenta l.1spresundones; dictándose nue\'a sentencia
que confirmó la de primera inst..lno:"l, SlLc;tenL'lndoel criterio dt< 1:"1 Alzada.
SustenL'lnte: Magistrado Fernando juárez :\randa, Tercera Sal.1 Civil"
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I'RU[BAS. CONTENIDO Y ALCAJ'ICE DEL ARTICULO 719
DEL CODIGO DE PROCEDl:-'IIENTOS CIVILES DE MIClIOA-
CAN.- Si bien es cierto, que conforme al artÍCulo 719 del Código
de Procedimientos Civiles de la Entidad, en apelación de sen lc.: ncia
sólo se admitirán las pruehas que hubieren sido ofrecidas en
primera instancia y no se hubieren podido rendir, a cuyo efecto las
panes deben ofrecerlas precisamcnte en el escrito dc expresión
tic agravios}' en el de contestación; talllhién lo es, <¡uela aplicación
de cste numeral, no se circunscribe únicamnctc a Sil texto, pues
previamente debe analizarse si la falta de desahogo de los c1emen.
tos de cOI1\'icción en primera instancia fue por causas no
atribuibles a la parte que las ofreció, dado que el preccpto de
mérito dehe interprer~lI"sc de acuerdo con el espíritu que inspiró
a nuestro legislador, acorde con el alcance del artículo 70S, frac-

ción 1
1
del OrdenamienLO Adjetivo de la Materia del Distrito

Federal, rcsult..1.ndo por ello incuestionable que las prucbas
ofl"ccidas en la ape1acióllI sólo podrán recibirse cuando no lo
fueron cn primera instancia por causas ajenas al oferenfe, máxime
<luCde conformidad con lo dispuesto por los artÍ<:ulo 383 y 384 de
nuestro Código de Procedimientos Civiles, el interesado estuvo en
la posibilidad de pedir término supletorio de prueba para el efccto.

Cuarta Sala Civil. Sw;tenL"mte: Magistrada Hilda Navarro Skinfield.

Nor;¡: FJ antel'jor criterio t;¡mbién se SlL';tentó en la senlencia pronunciacla
por la Scgund.l Sala Civil el 13 de enero de 1988, en el toca 1-202/987,
forlll<trlo con motivo del recurso de apelación inlerpuesro por María
Ascensión Espinoz.'l Flores contra esta resolución YolancLl Quiroz Torres,
formuló demanda de amparo directo, habiéndosele negarlo por el Segundo
Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito en el juicio de Garantías
Civil número 13()/988. 28 de marzo de 1988.
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PRUEBAS PARAMEJOR PROVEER. DEBEN COLMAR TODAS
SUS FORMALIDADES.- AUIHIUCcs cierto que a la luz dc lo
dispucsto por los numcrales 3(;(; y 415 del Código dc Procedi-
mientos Civiles, el término de prueba nunca concluye para el juez;
sin embargo, no puede hacer uso de tal facultad, sin audienda de
las partes. En efecto, si al estarse dictando sentencia se estimó
convcniente tmer a juicio determinadas probat.uras, a fin de
mejorar las condiciones que requiere el conocimienLO de la verdad,
en su recepción y desahogo deben colmarse todas sus formalidades
prescritas por la ley. naturalmcnte con asistencia de las partes en
contienda, dado que de esta manera se preservan las garantías de
audiencia y legalidad, pues de otra suerte, ello cquivaldría a
recibirlas a sus espaldas.

Scntencia pronunciada el 1:J dejunio de 1988, dentro del toca de ;¡pelación
1-317/987, Dan.iel r-,lacn;¡m;¡ra y otros. SegumL'\ Sal.1 Civil. Sustenl<mle:
Magistrado Mauro Hern:i.ndez Pacheco.
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PRUEBA PERICIAL, CARACTER COLEGIADO DE LA (LEGIS-
L"'CION DEL ESTADO DE MICHOACAN).- Conformc a los
artículos '179, 486, 488 Y correlativos del Código de Procedi-
mientos Civiles vigente en el Estado de Michoac<Ín, la pericial es
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una prueba colegiada, Luego si en la especie el perito de la parte
aClora fue el único quc dictaminó, 511 falta de integración cabal
"ud\"(: ineficaz a dicha pruc!>•.l, al margen dc lo qne aquel perito
haya opinado.

Fjc.cutoria diclncl.1 el 25 de "bril de I~89, pOI"la Quinta sala C¡,-il. dentro
dd toca 1-27/989, fonn;ldo con motivo del recurso de: apelación quc inter-
puso el aJXxlC:'rado jurídico de Sar.1 'Ibledo de I'ércz, COulra 1•• seHlencia
definiti,'a emitida por c1.Jllez Cuarto de lo Civil del Distrito Judici.tI de
~Iorclia, Michoadn, dClllro ddjuicio ordin.1rio civil n(unero 2661988, que
sobre declaración de inexislencia de contr"uo de compravenrn )' otf;lS
cuestiones promm"ió la apelante ctircct:l frente .1Susana Velasco No,'¡l )'.J,
Ascención í'.clldcjas MirancL1. Slbtcntant(': Magistrado Fernando Aneob
"f'ga.

Se combatió ptw 1.1recurrente dir(,cl"l f'1l \"í:Jde <Hup"ro din'cto. h..d)ienc1o
nc.'g:;ldo b protección constitucion:ll el Segundo Trihunal \.olegi:Jdr) del
Décimo Primer Circuito, por ull:lnimidad dc' V()h~, 1llf'c!i:Jntcejecutoria de
fech.1. 13 de scplicmhre de 1989, AD. 245/989.
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PRUEBA PERICIAL, ES NIJl~\ SI SE COi\'CLUYE FUERA DE
U\ DlU\CIO" PROBATORIA, y SU FAlTA DE OBJECION NO
CONSTITUYE SU CONSENTIMIE!':TO 'li\,CITO.- El hecho
de que el juez de origen. al sentenciar, haya desestimado la prueba
pericial grafoscópica ante él ofrerida, argumentando que no fue
legalmente desahogada porque los peritos a cargo de <¡uienes
cstU\'O emitieron sus dicUimcncs con posterioridad a la dilación
probatoria y porque adcm;:ls el perito designado por la parte
dcmnndada ni sifluiera aceptó y protestó el c<lrgo confcrido,110
puede repurarse violatorio de la ley; siendo así, porque el artÍCulo
:~82 del Código de Procedimientos Civiles estatuye que las diligen-
cias de prueha sólo podn\n pracr.icarsc dentro cleI término
probatorio, bajo pena de nulidad )' responsabilidad del juez,
mientras que el 579 previene que no tendrán \'alor legal I;¡s
prohallz;:ls rendidas con infracción de las disposiciones de dicho
Código y dc las del Civil, lo que implica que la circunstancia de que
se desahogue una prueba. no quiere decir que necesariamente el
juzgador {leha conce(lcrlc eficacia dcmostrtlth'a; sin qlle tampoco
pueda aducirse que, ante la t:"1ltade objeción al desahogo de aquella
pericial, deha operar el principio de que la fil'lllez..'ldel procedi-
miento es garantía de las p;:utes, hahida cuenta que tal principio

no cs v;:'i.lidocuando se oponga a disposiciones de orden público,
cuales son las que rigen el procedimiento, en este caso las antes
invocadas.

l'Jecutoria dictada el 21 de junio de 1989, por l.1.Quinta S.ala.Civil, dentro
dd toca 1.6"l/989, formado con moti,"o del recurso de apelaci6n que illler-
ptL<";O el apoderado jurí{licIJ (le ~laría Rodrígua Ccrcl.1, !"reme a la sentencia
definitiva dictada por d Jue7 Primcro de 10 Civil dd Distrito Judicial de
jf~"lIllOra,~lichoacáll, dentro del juicio ordinario civil número 896/988, qUl:'

sobre inexistencia de conlr.1tO dc compraventa de inmud)le prOlllo,"i6 1.1
apelante directa contra Francisc.a l\.lagaúa Duarte y la sucesión intestamen-
taria a bienes de Luda Duaflc r.lanríqucz. Sustentante: ~lagi'Strado Fernan-
do ..\rreola Vega.

Se COlllb<1tiópor la recurrente en vfa de amparo directo, habiendo negado
la protec.ción constllucional el Primer Tribunal Colegi.1do dd Décimo
Primer CircuilO, por unanimidad de votos, medi.1nte ejf'culoria de fecha 25
de octubre de 1989, A.D. -j.t..j/989.
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PRUEBA PERICIAL. NO ES OFICIOSA LA DESIGNACION
.JUDICIAl. DE PERITO EN REBELDIA m: ALGUi\'A DE LAS
PARTES.- Si bien el artículo '186, fracción 1, del Código de
Procedimientos Ch'iles (le) Estado, sllpletoriamente aplicado al de
Comerfio, dispone qlle el juez nombrará los perilos que corres-
pondan a cada parte, si alguna de éstas dejare de hacer su
nombramiento oportunamente, ello no debe entenderse como un
proccder oficioso dc la autoridacljudicial; en primcr 11Igal~porque
así no )0 contcmpla la norma aludida, pero tldemás, porque la
oferente de la prueba, contraparte del litigante omiso, era la
interesada en perfeccionarla para acreditar su excepción de fal-
sedad de la firma que como aceptante de la cambial se le atriuuyó,
tomando en cuenta quc el procedimiento mercantil se rige por el
principio dispositiyo, consistente en quc la promoción y (omi-
ll11ación del proceso es de la exclush'a iniciativa de las partes, sah"o
cllando la misma ley pre\'enga lo contrario.

Sentencia dict:ld.1 el 12 de :Jhril ele 1988, por 1,1Quinta Sala Civil, delltro del
toca 1-:35/983, fOrlll;¡do con motivo cid recurso de apelaci6n qlle interpuso
;\Iarfa Dul;¡ Vázquez Huerto1, por dert'cho propio, frente a la senf('nr.i;¡
definitiva dicl;¡da por dJuezl'ritllcro de lo Civil de .\Iorelia, Micho;¡dn,;¡\
resolH~r el juicio ejecutivo IllclT;¡ntil número 594:,1987, promfJ\ ido por E'"a
OrUz Calderón, a tr.w<:.••de sus endosatarios en procuración, conl¡-;¡ dickl
apc!anle,- Su~{elll;lllle: ~1.1~istr;¡<I()Fcrn¡Jnc!o Arrcola Vega.
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Se combatió por esta Ültilll;l en \'ía de amparo directo, h,lbicndo negado la
protección comtitucion;il el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo
Primer Circuito, en ejecutoria de fecha 22 dejunio de 1988, A, D. +15/988.
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PRUEBA PERICIAL. PREVENCION A LAS PARTES PARA QUE
DESIGNEN PERITO O DE QUE EN SU CASO 1.0 lIARA El.
JUEZ EN SU REBELDIA, NO TIE:\E QUE NOTIFICARSE PER-
SONALrvlENTE.- El pro\"Cído por el cual el juez conu"ul previene
a las partes en los términos de los artículos 479 }'486 del Código
de Procedimiclllp:-i Civiles. para que nomhren el perito valuador
que les corresponde yen caso de no hacerlo lo nombraría él en su
rebeldía, no liene que notificarse personalmentc, por no tratrll'SC
del requerimiento de un acto que debierall cumplir necesa-
riamente las partcs, sino de un avbo respecto al término peren~
torio para ejercitar el deredlO dc nOl1lbrar perito, ejercicio que
<¡!leda a la potestad de las panes.

Scntcnda dicla,L, e1:?5 de lebrero de 19S1, dentro del (oca 5.1/981, Rogclio
Cruz Pérez r otros, Se negó amparo indirecto frente a este f:1l1o. .susten.
tante: ~l;¡gistr;¡do ~[;ltlrO Hernlindez racheco. Segunda Sala Civil.
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PRUEBATF.STIMO~I;\L. FOR1>Ii\ DE DAR LA RAZO", DE SU
DICI-IO,- Si dc las contcstaciones dadas a cada una dc lél;;;pregun-
las que inregran el illlerrogal.orio a que fucron sOll1etidos los
lcsligos, éstos contestaron en sí la pregunta. y además agregan la
razón pOI' la quc se dan ulcllta dc lo ()lle están contestando; por
tanto. si de la conteslación dada a la pregunta consistente en que
den la razón de su dicho, no se puede derivar que conozcan todo
lo que han dedarado, esa razón de su dicho prácticamente la están
dando al COnleslar todas y cada Ulla de las preguntas que se le
formularon. prestlllJiéndose con ello. que se dan cuenta perfecta
por sí mismos de los hechos sobre los que han declarado y que no
fueron aleccionados por la parte interesada, ya que si bien es cicno
que al contestar la (tltima pregunta no se nota un panorama
general de quc saben lo que han declarado o por qué les consta,
esto se advierte de las contestaciones dadas a todas y cada 1llla de
las preguntas que se les formularon.

Crilerio sw;tclH.ldo por la Primera Sala Civil. dentro del tOCl 1.59/988,
rel.1tivo al recurso de apel.1.ci6n hecho valer por el apoderado jurídico de
Wenceslao HaTO~[éndez}' socia, en contra de la sentencia definith'a dictada
por elJucz Primero de lo Ci\'il de Apatzing:in, 1fichoac:in, dentro del juicio
ordinario civil número 307/987, que sobre nulidad de contrato de compra.
\'enta promovió Manuel Haro Márquez frente a los apelantes. Sustentante:
I\.la¡?;istrado PI:icido Torres Pineda. Selllcncia contra la cual no se interpuso
Amparo,
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PRUEHA TESTIMONIAl.. FORMALIDADES DEL INTERRO-
GATORIO DE LA, Y SU AI'RECIACION.- La calificación de
legal de un illlcrrogatorioal '1ue han desometerse los testigos debe
versar única vexclusivamente a que las preguntas sean formuladas
verhal y dir~ctaI1lcnte por las panes que tengan relación Jirecta
con los puntos en controversia y que no sean contrarias a derecho
o a la moral, lo anterior. de acuerdo a lo dispuesto por el artículo
513 del Código de Procedimientos Civiles del Estado; pero, el
hecho de <[ue lleven implícita las pregulllas las respuestas, no da
lugar a que el jucz caliliquc de ilcgal el interrogatorio. sino que
esto es matcria dc la sentencia, cn donde se examinc dicha prucba
testimonial y de élctlcrdo al arbitrio judiciéll que la ley concede al
juzgador, y delll~h requisitos a que se refieren los artículos 572 y
573 del citado Ordenamiento Jurídico. se le concederá el \'alor
probatorio que merece tal medio de con\'icción.

Toca 202/98i, relativo <l la apelacif-oo ;"Ierpuesta por el licenciado J,
Apolinar Rodrígucz AguiJar, apoderado jurídico de Gil Ranúrcl. Iluape. en
contra de la senlencia definitiva dictada por elJucz Segundo de 10 Civil de
;\torelia, Michoacán, delllro del juicio sumario civil nÍlmero 5081986, que
sobre illler<.liclo para retener b posesión promovi6 el apelantc frente aJesús
Ranúrez Dial. Scntencia: 25 de junio de 1987. Suslenlanle: Magistrado
Plácido Torr~ Pineda, Primera Sala Civil.
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RECONOCIMIENTO VE DOCUMENTO PRIVADO QUE
ORIGINA EL JUICIO EJECUTIVO CIVIl.. DEBE DARSE
PREVIO Al. EJERCICIO DE LA ACCION y NO DURANTE El.
PROCEl)I~llENTO,- Si ullramc los medios preparatorios dd
juicio promovidos por el demandante sobre reconocimiento de
firma v contenido dc documcnto el ahora demandado no recollo~
ció la firma ni el contenido del documento <fllesirvió de hase par;]
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el cjcrcicio de la acci6n en el juicio ejecuti\'o civil, no se surte el
supuesto relativo, prcvisto por el artículo 640, fracción VI, del
Código de Procedimientos Civiles, Y, por otra pane, lo alegado
respecto a la prueba confesional a cargo del demandado, cnla cual
el jucz natllral declaró a éste confeso respecto dc las posiciones
citadas por el apelante, con las que pretende se constituyan los
elementos del titulo ejecutivo, es a todas luces infundado, habida
[uenta de que el título cjeclItin} dehe existir con anterioridad a la
demanda, por ser prueba preconstituida de la acción, por lo que
no es dable que en el procedimiento se alleguen pruebas para
perfeccionar un título quc desde que se ejercita la acción debe eslar
constituido.

Sentencia dictada por la Sexta SaJaCivil el lO de enero de 1990, dentro del
toca 1-150/89, relativo al recurso de apelación interpuesto por el apo<lerado
jurídico de Eduardo Ochoa :-'lendol.1, en contra de la sen£encia definitiva
dicl,<ldapor el Juez Segundo de-lo Civil de Morelia, l\Iichoac.in, dentro del
juicio ejecutivo ci\'il número 2HV989, promovido por el :tpel:tmc frcmle a
••\.1UOIUO Francisco Ugalde Carcía, sobre pago de pesos,

Se impugnó por d apdante mediante amparo directo, h.abiendo llegado la
prOtección constitucional el Primer Tribllnal Colegiado del Décimo PriJller
Circuito, en ejcculOria de fecha :~de abril de 1990. AD.C. 10(,,190.
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RECUSACION SIN EXPRESI0N DE CAUSA.ADMITIDALA. EL
JUEZ RECUSADO CARECE DE CAI'ACIDADSUBJETIVA PARA
RESOLVER INCIDENTES PLANTEADOS.- Todo Organo
Jurisdiccional, para conocer y resolver un conflicto quc le cs
planteado, además de la jurisdicción}' competencia, debe tener
capacidad subjcti"il, o sea, independencia e imparcialidad, es decir,
no encontr~r.se cn ninguno de los supuestos establecidos por los
artículos 215, 216 Y 217 del Código de Procedimientos Civiles, que
regulan los impedimentos, excusas)' recusaciones; teniendo en el
caso, que la recusación sin expresión de causa, aunque realmente
también existe una causa, lo {mico quc resulL.'1.es que no está
obligada la parte que la propone a probarla; por lo que desde el
momento en que se plantea una recusación, de acuerdo a lo
establecido por el artIculo 225 del Código Proccsal Civil, cl Jucz o
Magistrado, queda suspendido en su jurisdicción ° funcioncs,
entre tanto aquélla se decide, seg{m lo determina el articulo 229

del Código Adjetivo Civil; pero, trat..'indosc de reCllsaClOn sin
expresión de causa, por el solo hecho de ser admitida por el
Organo Jurisdiccional recusado, queda inhibido del conocimiento
delncgocio, con apoyo en los artículos 230 y 237 del Ordcll3micn- .
lo Jurídico precitado, puesto que no se tiene que aCl"cditar y
solamente podrá desecharse si no fuere interpuesta en tiempo y
forma, segllll lo refiere el artículo 235 del lIIulticitado Or-
denamiento; luego, si en el conflicto suscitado entre dos jueces de
primera instancia, se resuelve que el Organo Jurisdiccional
recusado sin expresión de causa es incompetente para seguir
tramitando algún incidente, ya sea que se lleve en el mismo juicio
o por cuerda separada, y es competente para continuar con el
conocimiento del juicio, el juzgado que le siga en mímero, ya que
el 6rgano recusado cIuedó inhibido del conocimiento al admitir la
recusación que sin expresión de causa le fue planteada, puesto que
ese es el objetivo de quien la propone, al considerar que el órgano
recusado a su' criterio subjetivo no obra con independencia" e
imparcialidad y por ello no quiere que siga conociendo del
negocio, Yélque de lo contrélrio sus actuaciones serían nulas por
venir dc un juez incompetente.

Criterio sustent.ldo en la resolución dict.lda ell d loca 235/85. Primcra Sala
LJnit;l(ia, SlL';Ielll.lnt(':M<lgistr¡¡doAntonio l\.lercildo Guido.
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RESC1Sl0N POR FALTADE PAGO Y POR MORA, SON DIFE-
RF.?\TTES.- Oc aClIerdo con el nUlllcral 2261 del Código Civil,
Cllillldo por cualquier motivo se verifica la trasmisión de la
propiedad, el arrendamiento subsistirá en los términos del C011-
tralo )' el arrendaLario tendrá la obligación de pagar al nuevo
propietario desde la fecha en qlle se le notifique el cambio de
propietario; pero, si no hil}' aviso, ello no implica que no tenga
obligación de pilgar, ya sea a su arrcndador o bien, cOllsignan;lo
las rentas, por todo lo cllal se concluye que es errónea la
apreciación del demandado relati\'a él que, COIIIOno se le dió el
aviso aludido no tenía porque pagar las rentas, ya que la falta dd
aviso de referencia originará la improcedencia de la mora, m¿'"ts
nunca la de fhlta de pago.

FJccutoria dictada el6 dccx(Ubre de 19$8 dentro del Toca I-5lJ988, relativo
a la .11~I<lci6nintcrpu~t.l por ~brg.1fiLl Avilés González en contra de la
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5Cnlencia definitiva dict.1.cL1.por el juez Segundo de Primera Inst..1.nciade
Cimbel Hidalgo, Michoac:in, dentro del juicio ordinario civil que sobre
rescisión de conlr.1.to de arrendamiento y otras prest..1.ciones promovió
<l.CJucUafrente a Rcynalda Medina Bo)'~o.

Suslentada por el Magislrado AuguslO Aniaga Ma)'6, Séptima Sala Civil.
Criterio que no rué combatido a través del juicio de garawías,

99

RESr01\'SABILIDAD EXTRACONTRACTUAL.- Inler-
prcr..aci6n de la tesis número 333 de Jurisprudencia, visible eH la
página 10 12 del último apéndice, correspondiente a la Tercera
Sala, Sexta Epoca, Cuarta Pane, relacionada con RESPON-
SABILIDAD OBJETIVA. CUANDO NO SO1\' CO:\'CU-
RRENTES.- Teniendo como base la tesis de jurisprudencia
anteriormente trnnscrita se deduce que atlll en cl supuesto caso,
no admitido, Cjuc la unión de permisional'ios demandada, existiera
legalmcnte, la rcsponsabilidad deri\'a dc tll1 acto ilícito, efectuado
por uno de sus socios, no puede decirse que tenga base el i11-
fUlllplimicnto (en este caso el de pas~~je), porquc esos actos tras-
cienden el contenido y alcance de la convención }' quien
intencionalmente (o imprudcntclllcnte) causa 1111 dailo; otro, cs
rcsponsable de esos actos, independientemente dc (' . exista
entre él y la vÍCtima, un vínculo contractual; 11Iegocnto' CS, el que
incurre ~n l"all;l gra\'c y causa con ello daílos que \'an lllÚ:-'all¡í. del
incumplimiento del cOlltraLO, COIIIOen el caso en especie ocurre
con la muerte de uno de los p••s~eros en el transporte, incide en
responsabilidad extracontractual, y sólo él dchc pagar ~os d.aiíos
reclamados, y (01110 consta cn autos que la seíiora Glona VIC)'ra
Percgrino propicL..'1ria del 3utob(IS que cometió el percance, ya hizo
el pago, y por otra parte los actos que dan origen a este tipo de
responsabilidades, c010c<1nal causante en la condici6n de un ter-
ccro cXlratio; y como en el caso quc nos ocupa no se demostró que
existiera la persona moral demandada, ni que los incidentistas con
su autolnís, hubieran sido los causantes del dalia rcclamado, es
ilH:oncuso que éstos t.ambién resultan compICl.4:lI11clltecxtl'afios al
procedimiento principal, ya que no existe prueba fehaciente de
quc los demandados en la incidencia formen parte de la empresa
deman<lada.

l'~ccutoria pronunciada el dí•• 29 de septiembre de 1987, en el Toca
1-28lJ987, n:lativo a 1.1apel<lCiÓll imerpucsla por el ajJ(xlerado juríJito de
~I<lrf<lFe1ipa Soreque Hern:índez, contra 1;1sentencia dietada pr..lT el C.J uel
Primero ele lo Civil, de {':SIl' Di5trito Judicial, en el incid("nU' ohst.aü\'o
interpuesto en d juicio ordinario civil sohre rcspons<lhilicLld civil objetiva.
rc~slraclo t"n ese tribunal b.1jod número 955/986, promovido por la parte
apelante frente a "Lfnc.1S de AUlotransport('s Alzilllba, Unión de Per-
misionarios." ~fagistrado Fernando ju:ircz Arancla, 'Iereera Sala Civil.

Se promovió amparo indirecto 1-1671/87, ante el Juzgado Tercero de
Distrito, el ella! concedió el amparo I)<lra efeClrn>, pero anlt' el Primer
Tribunal Colegiado del Décimo primer Circuito, se interpuso recurso de
Reü .•ión, TOC;l 1-14/$8. el Cll.1lpor ejecutoria de fecha cuatro de mayo de
1989, re"ocó la resolución pronunci.1Cb por el Juez de Distrito, para ahora
neg;n a la (}lll"jOSóI el amparo r pro!t:,cción consti1ucional.

tOO

SOCIEDADES yIERCANTILES, ACCI01\' DE FOR-
MAI.I7.ACIO:\' IMPROCEDE:\TE CUi\l'\'DO EN LA DErvlf\l'\'DA
RESPECTIVA'NO SE PRECISE1\' TODOS SUS ELEy[ENTOS
ESEl\'CIALES.- Participan de raz6n los apelantes cuando ar-
gumentan Cll',e, contra lo que sostuvo el a quo, su pretensión
fnlHlamentalno era formalizar una sociedad meramente civil, sino
una socieebd civil irregular con finalidad mercantiL Ahora bien,
el anículo 60 de la Ley General de Sociedades ~'lercantiles,
emanada y complcmclllaria del Código de Comercio, así como
rectora de todo lo concerniente a las socicdadcs comerciales, acogc
en sus primeras siete fracciones los requisitos esenciales o de
existencia de todo ente sociallllcrcantil, a saber: 1.- Los nombres,
nacionalidad y domicilio dc las personas físicas o morales que
constituyan la sociedad; 2.- Su objeto; 3.- Su razón social o deno-
minación; -1.- Su duración; 5.- El importe del capital social; G.- La
aportación de cada socio, el valor atribuido a cada aportación yel
criterio seguido para valorizarla; y, 7.- El domicilio de la sociedad.
Si alguno de f;lles re'luisitos o elementos constitutivos falta, no
existirá una sociedad IIIcrcalllil o con la finalidad de ésta. Y COIIIO
en el presente caso, ni en la demanda primitiv;l ni en su
ampliación, los actores expusicron cuál fue la razón social o
dcnominación quc sc hubiere dado a la socicdad cuya
formalización exigcn; tampoco cu~íl sería su duración; ni, por
üItimo, cuál el domicilio social; consecucntcmente, eso hasta para
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que 110 pued:l considerarse exislente la alinnada sociedad)' para
que se desestime b dcmandn intentada, a direrencia de lo <{ue
argumentan en sus motivos de desacuerdo a cxam.cn, toda vez que
al no contenerse en la reclamación generadora tic la controversia
aquellas circunstancias de hecho, menos pudieron haher sido
objeto de prueba dentro de la clapa procesal correspondiente,
pues cualquier medio COllvicli,'o rendido con ese propósito h¡,brí:l
carecido de materia. En otras palahrns, para que se [Ollslituya ulla
sociedad con fines mercantiles, ca 1110 la pretendida por los deman-
dantes, es insuficiente UII mero ;J.clIcrdo de voluntades de los
socios, con un ddcnninallo objeto y aportación de capit¡,I, ya que
además dehen concurrir los diversos requisitos csenciales
aludidos, lo cu;}1 no succdió en esLe caso.

EjeculOri.l dkl.1da el :\0 de 111)\'i('mbr(' de: 1~~9, por la Quinl.1 Sala Civil.
dentro <id loca número 1-7.1/~'89.formado con motivo del fC'Curso de
élpd.1d6n que interpusieron lo~ apoderados jurídicos <le Luio;Aldlar Fran-
co, Pl.icida Tinajero Qllilllern y otros, frente a la *Illcncia definitiva ellulid.1
por cl.1uez Primero "lixto de Primera Instancia dd Dislrito Judicial de los
Reyes. "lichoadn, deÍtuo del juicio ordinario cil"il número 319i~88,que
sobre formali7 ..aci6n de soci~'(l;¡d }' otr:ls prestaciones promovieron los
apel.1nt($ directos contra Gonz.1IoAri.1s Jilllénez, r..l.lría lercs.1 Cárdenas (It"
Arias r otros. Sustentanle: ~I.lgi..•trado Fernando ArrC'OI:t "ega.

Secolllbati6 por los illCOllformcscn ví.1 de alllparodirffto, h.1hiemio llegado
la protección constitucional el Primer Trihunal Colegiado del Dtcimo
Primer Circuito, por unanilludat1 de votos, mcdi;lntc ejecutoria de f~'cha 2.J
ele ahril de 1990, A. D. 32/90.

101

TERMINACION DEL ARRENDAMIENTO. APLlCACION DEL
CODIGO CIVIL y DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, CUANDO
EL COl\'TRATO ESTUVO TUTEI.J\DO POR LOS DF.CRETOS
LEGISlATIVOS NUMEROS 20~ y 63.- Si se demandó la
terminación de un contrato de arrendamicnto que nació;) la vida
jurídica cuando cst.aba cn vigor el decreto legislativo nlÍmcro 204,
publicado el 26 de agosto de 1982, r lo tutelahnn las disposiciones
de esc cuerpo normath'o, cuya vigencia fue prolongada por el
diverso decreto nlllllcro 63, y publicado cn el Periódico Oficial el
día 29 de dicicmbre del mismo ;tIlO; dicho contrato se vio prorro-
gado por ministerio de ley. pero sólo mientrns estuvo vigente este
"Itimo decreto. Ahora bien, dicha prórroga por Ministerio de Le)',

«.:ondicionada a surtir efectos durante la vigencia del citado decreto
G~\,ya no obliga al arrendrldor cn el contrato cuya terminación se
dcmandó cnjuicio, y cljllcl no debe resoln.~r con apoyo cn la Ley
Inquilinaria, publicada el 2'1 de diciembre de 19tH, CIl)'O artículo
segundo transitorio establece que se prorrogan por dos ailos los
contratos sujelOs a las disposirioncs del decreto 6:\ pues tal
aplicadón resulra re'Toacth'a, en tanto que pretende afectar una
sil11adón jurídica creada bajo normas que le precedieron y quc
prorrogaron lo~ luntratos quc surgieron bajo 511 vigcnda, predsa-
mcntc micntras duraha aquélla; de suene. que si I;) demand;¡ se
prcsenló cuando ya no cswb;¡n en vigor los decretos legislativos
cn cuestión. y como el pacLO fue celebrado alHes de la vigencia ele
la Ley Inquilinaria, l;ls normas aplicablcs son, cn tal caso, las del
C6(ligo Civil y (le Proccdilllicl1tos Civiles dd Estado, por tratarse
de un arrendamiento solHe finca urbana, por tiempo indefinido y
quc válidamcnte se puede dar por terminado si sc cumplió con lo
prev.islo por e! artÍCulo 2331 de! Código Civil de la Entidad.

Toca 1-28/987. Ape1:lllte Dolores Cortés Wlez. Apelada: Carmen Leticia
Loreto Cervantb. Sentencia 2 de marzo de 1987. Conlra sentencia defmi-
tiva diclada por el Juez Segundo de lo Civil de Mordia. Magi~lrada Rir;¡
Arlllida Reyes Herrera, Tercera Sala Civil.

102

TF.RMINO ORDINARIO DE PRlJF.BA, NO NF.CESITA
Dl,CRETO JUDICIAL PARA QUlC VUELVA A CORRER EL,
CUAl'mO SE SUSPENDE POR LA PROMOCION DE UN INCI.
DF.NTF. O RECURSO.- El artÍCulo 'IOUdcl Código Adjelivo Civil,
cstablece quc para que el término cn suspcnso vuclva a correr, se
necesit<1 decreto judicial quc se diclar~í a petición oc ambas partes,
o de cualquiera de ellas, dicho precepto es aplicahle lmicamcntc
en el raso dc (I"C el término ordinario o ext raordinario de prueba
se suspende clIando las panes lo pidieren de comllll consentimien-
to, o cuando lo solicita alguna dc ellas, fundándose en una GHlsa
gr~}\'c a juicio del juez, seg(1l1 lo previene el nUlllcral '107 del
Ordenamiento Legal en cita, es decir que cuando las panes cn
litigio convienen o acuerdan en suspender el término de pruch;l,
para que éstc vuelva a correr, entonces si sc necesita dccreto
judicial quc así lo determine; pero clIando el término de prucha
se suspcndc por la prollloci6n de cualquier inciucnte o recurso,
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que por su naturaleza o por decisión expresa de la le)"~interrumpa
el curso del procedimiento, para que vuelva a correr el ténnino
en estos casos, no es necesario decreto judicial, pues bast.a el sólo
hecho de la cesación de la callsa que lo suspendió, lo que se
cCrlifirar.í de oficio por la Sccrc(;]ría, según lo previenen los
numerales 'lit y 412 del Código P.-ocesal Civil.

Criterio sustentado por l;l Primera Sab C¡"il, dentro cid lOC.l 1-105;90,
rdativo al recurso de apel",ción. hecho ,'aler por 1<1parle demandada, en
contr.'l (Iel auto dicf:ICio dentro riel juicio ordinario civil número 763/88, que
sobre rescisión)' [crmin.leión dí: contr;110 de arrc'nc\:HuiC'nro r orras pH:sla-
cíones. prolllo\'ió AJlx:rto Romero Cümcros, !'rcnle a Rebeca Esco!>e<!o
S<lgrero, Ejecutoria contnl la cu,lIllo se prolllo\'ió juicio de ;lmp;lrn.

103

VARIACION CATASTRAL.- Es Vali,1a su IllIpuganción de
I'\lllidad ante los Tribunales Comt'ines. )\0 obstante que la
variaciún catastral sea un acto administrati\'() y quc, por lo mismo,
puede ser impugnada alIte la Tcsorcría Gcneral del Estado, a
través de los recursos administrativos e incluso el juicio dc amparo,
no por cllo quiere decir que no se pueda impugnar de nulidad ante
los tribull~les comuncs. Si bien es cierto quc c1nulIlcral 10,17 del
Código Adjetivo Civil est:lblece que las sucesiones también pueden
tramiL.'1rse ante la Tesorería del Estado cuando de acucrdo a las
leyes fiscales se trate de una cuantía lllUY pequeila, tratando de
evitar así a personas de escasos recursos los gastos y tardanz..'1s
propias de la \'íajudicial, ello implica que se trata de actos mera-
mente :l.c!ministratÍ\-os que el propio legislador admitió como una
auténtica delegación de facultades jurisdiccionales a b Tesorerín
del Estado, resultando claro que a In resolución administrati\'a
cOllccde efectos provisionales como si se tratara de la aplicación
(k~ bienes conforme a la Legislación Civil, mientras no exista
oposición de tercero, Por todo lo cuall:l. acción de la nulidad de la
variación catastral está perfecta y legalmente planteada ante los
Tribunales Judiciales, c";"Indo se trata de la llulidad de una
partición hereditaria, por haber sido b accionante preterida en la
lralllit.u:ión del procedimiento administrntivo ante b Tesorería,
por 110 habcr t.cnido conocimiento, ni pudo oponcrse, ni compa.
recer a deducir sus dercchos hereditarios_

E...,lecriterio no se impugnó a (r<l\'é~ de juicio de garantías.

Ejecutoria clicL.1.{bel 11 de mayo de 19x9, dentro dd Toca 1-9-l/9xl'\, r<'i:1lin)
:1la :1pcl.1.ción interpuesta por Glori:1 y ~laría Santos \'alelés Fnllis ('n contra
de 1:1sentencia. definiti\'a dicI.ld:l por el Jucz Segundo de PrinH'ra InsLl.m:ia
de ZiLicuaro, Micho;lcán, dentro dd juicio ordinario civil :~7CJi8() (IUl,'sobre
nulida.d de variación cat.l.slr:ll y otras presl:lcionC's promo\-ió la arel,mle
frente a Onafre Valelés Frutis, Sustentada por el Magistrado Augusto
Arriaga Mayés, Stptima Sala CiviL
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